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6. Políticas sociales y democratización 

Graciela Di Marco

Introducción
En este capítulo presentaremos algunas reflexiones acerca de la formación de las políticas sociales, reconociendo que este campo es atravesado por múltiples intereses y lógicas diferentes, a veces incluso contradictorios. Los temas que nos interesan se vinculan con la construcción de los problemas de los que se ocupa la política social, y con el análisis de la justicia social como supuesto básico de las políticas sociales.

Finalmente, desde la perspectiva que desplegamos, deseamos proponer algunas reflexiones acerca del concepto de empoderamiento, ya que es habitualmente utilizado en los programas referidos a las mujeres y, además, porque este concepto junto con el de democratización están emparentados en la consideración de las relaciones de género como relaciones de poder.

La perspectiva de democratización pretende ir todavía un poco más allá de la categoría de empoderamiento, poniendo en el centro de la atención las cuestiones referidas a la construcción de autoridad de las mujeres en las relaciones de género, tanto en sus grupos familiares como en el marco de las actividades colectivas. El reconocimiento de la subordinación de las mujeres y la necesidad de lograr más poder y autoridad se sustenta en la afirmación de que mientras el poder no es reconocido, mientras no es legitimado por el grupo social en el que se lo ejerce, no se convierte en autoridad.

La justicia social como supuesto básico de las políticas sociales

Si se consideran las políticas sociales en su doble aspecto: como configuradoras de las relaciones sociales y, a su vez, como estructuradas a partir de dichas relaciones (Adelantado y Noguera, 1998: 126), se tiene que considerar que éstas deberían combatir la desigualdad (de  clase, de género, de etnia) y orientarse hacia la búsqueda de la justicia social. Las políticas sociales pueden influir tanto en la estructura e intensidad de las desigualdades como en el surgimiento de actores colectivos

(Adelantado y Noguera, 1998: 141). Consideradas como dispositivos gubernamentales que gestionan la desigualdad, las políticas sociales determinan qué recursos se distribuyen, en qué proporción, de qué modo y entre quiénes
.
Teniendo en cuenta estas aproximaciones a la competencia de la política social, deseamos reflexionar acerca de la perspectiva de la justicia social, ya que según sea el enfoque de justicia que se sostenga serán diferentes las concepciones de las políticas que se adopten. 
En los discursos actuales es muy frecuente la consideración de las políticas sociales en términos redistributivos, pero en su mínima expresión, como subsidios o transferencias de dinero hacia los más pobres, sin que ello necesariamente suponga la aplicación de políticas integrales basadas en los derechos sociales
Las consecuencias de la aplicación de las políticas neoliberales en la Argentina conforman una situación caracterizada por la agudización y extensión de la pobreza, disparada en proporciones alarmantes a partir del año 2001. Algunas de la dimensiones centrales son: la masividad, es decir que una proporción inusualmente alta de la población está incluida en esta categoría; la concentración territorial;la intensidad y perduración a través de la vida de las personas o las generaciones; la concentración extrema de la riqueza, combinada con una expectativa de irreversibilidad y, por tanto, de impunidad (concentración de la

propiedad y el poder, reducción de las capas medias urbanas y creciente distancia entre los extremos: del 10% con mayor ingreso y el 50% de menor ingreso), entre otras (Coraggio; 1998)
.

Esta descripción de la situación coloca el énfasis en los indicadores socioeconómicos, sin embargo, consideramos que el acento debería estar colocado en las condiciones para que las personas desarrollen capacidades para elegir la vida que quieren vivir, reconociendo la diversidad y heterogeneidad de las necesidades, vinculadas con las diferencias personales –sexo, edad, incapacidad, enfermedad –, con el medio ambiente, con las relaciones sociales en un contexto determinado, con la distribución del poder dentro de las fa m i l i a s
. Además de la capacidad de participar en las decisiones que se tomen en el conjunto de la sociedad, se constituye en una medida de la calidad de vida de ese conjunto social (Sen, 2000: 94).

El derecho a un nivel de vida adecuado se vincula con la ciudadanía social, más allá de la posición económica del individuo, así como de su desempeño en el trabajo o en cualquier otro ámbito de mercado. Se trata de una concepción de la solidaridad social amplia, colectiva y universalista, que alcanza a la población entera, por contraposición al enfoque focalizador de la asistencia social, estigmatizador para los receptores. 

Nos referimos con esto a las políticas que focalizan en virtud de la asignación de recursos y no a aquellas que propician acciones afirmativas (discriminación positiva) para ciertos colectivos en desventaja, con el fin de lograr una posterior igualación.

Otro enfoque, siguiendo a Fraser (1997), es repensar conjuntamente dos aspectos de la justicia: la redistribución y el reconocimiento. La autora citada aboga por un paradigma que pueda contener los reclamos legítimos de ambos. Los reclamos redistributivos (producto de la injusticia socioeconómica) se vinculan con un reparto más justo de bienes y recursos; los reclamos de reconocimiento de las diferencias (producto de la injusticia cultural) se vinculan con una aplicación más amplia de los derechos de las personas, que no esté ligada exclusivamente a las normas y valores culturales considerados “normales” o naturalizados.

  Fraser puntualiza como núcleo normativo de su concepción la idea de “paridad en la participación”: la justicia requiere que todos los miembros de la sociedad SEAN   considerados como pares; para esto es necesaria una distribución de bienes materiales que asegure la independencia y la “voz” de los participantes y que las pautas culturales de interpretación y valor aseguren la igualdad de oportunidades y el respeto por todos y todas.
Se enlazan, entonces, la justicia social y económica, la identidad y el reconocimiento, la redistribución y la participación (García y Lukes, 1999). Este enfoque permite tender puentes entre las concepciones que sólo consideran políticas sociales a las de redistribución y aquellas que consideran sólo las políticas de reconocimiento. La imbricación de ambas permite trascender los enfoques que sólo ven diferencias hacia adentro de las políticas sociales redistributivas
. 

Tomando la categorización que realiza Dagmar Raczynski (1998)
,  es posible situar las políticas de reconocimiento en el conjunto de las políticas sociales. 

Esta autora presenta la siguiente tipología de políticas sociales: inversión en servicios básicos de educación y salud, políticas y subsidios para vivienda, equipamiento comunitario e infraestructura sanitaria; políticas de apoyo a la organización social y de capacitación para proveer de información, para tener “ voz” y participar en la toma de decisiones; políticas laborales y de remuneraciones y, por último, políticas 

asistenciales, de empleo, de emergencia o de transferencias directas de dinero y/o bienes. Los programas que apuntan al reconocimiento se concretan en el segundo tipo de políticas mencionadas, aquellas que contribuyen a la igualdad de oportunidades, favoreciendo las organizaciones colectivas, y que intentan contribuir a la democratización de las relaciones sociales a través de promover la participación y la capacidad para tener “ voz” en los asuntos que competen a las personas.

La construcción de la agenda de las políticas sociales

Las políticas sociales construyen discursos y realidades en la definición de los problemas y en las modalidades para abordarlos. La definición de los problemas es una decisión política, en la que intervienen actores políticos y sociales estratégicos; a la vez, tiene consecuencias políticas, estructurando áreas de la sociedad. Para que las políticas sociales tengan éxito deben estar en correspondencia con algunas concepciones ideológicas comunes, con representaciones sociales aceptadas como válidas (Moro, 2000: 12 7- 128). De la agenda sistémica (conjunto de problemas que preocupan a una sociedad), los decisores estratégicos confeccionan la agenda política, con aquellos problemas que se consideren prioritarios. 

Las áreas de políticas sociales configuran los problemas y la forma de expresarlos y abordarlos, la que permanece en el imaginario social por mucho tiempo, incluso si el programa social ya no se está implementando. 

Las concepciones actuales sobre planificación estratégica consideran que es conveniente entender la planificación como construcción de políticas más que como formulación de las mismas. Esto significa que las políticas no deberían surgir de un solo sector (que generalmente es el Estado), sino desde la articulación de diferentes intereses y puntos de vista de la sociedad civil, lo que permitiría desarrollar cursos de acción viables y sustentables. Para esto, se hace necesaria la participación ciudadana. 

El problema es que, a menudo, la participación queda reducida a alguna instancia formal y la actividad de los actores frecuentemente consiste en el aporte de algún tipo de trabajo (para campañas de salud, autoconstrucción de viviendas, festivales de recaudación de fondos, manejo de comedores y roperos comunitarios, responder a encuestas). La participación ciudadana se confunde así con la participación comunitaria y, por lo tanto, pocas veces se favorece desde el Estado la posibilidad de la cogestión. Además, el llamado a este tipo de participación no promueve un análisis de cuáles son los problemas y qué soluciones requieren formulado desde la misma ciudadanía. 

La participación ciudadana relaciona a las organizaciones de la sociedad civil y al Estado, en tanto los individuos intervienen en actividades públicas como portadores de intereses sociales. Esto es central en la idea de la construcción de la ciudadanía, no ya como una instancia formal sino como un proceso que adquiere la posibilidad de ampliar sus alcances, para incluir en forma concreta los diferentes intereses que deben coexistir dentro de un pacto social que simultáneamente reconozca los derechos universales junto con las particularidades de colectivos y grupos.

La democracia pluralista se basa en este proceso conflictivo. Sin embargo, la participación en la esfera pública no supone que las desigualdades sociales están resueltas de antemano. Por el contrario, resulta frecuente constatar que el espacio discursivo no permite la igualdad de acceso al debate, ya que muchos colectivos quedan fuera,  atravesados como están por su lugar de subordinación
.   De allí que debería concebirse la esfera pública no como un espacio único sino como una red múltiple de colectivos constituidos por grupos subordinados  (desocupados, mujeres, trabajadores, personas de diferentes orientaciones sexuales, etnias), que establezcan un intercambio cultural e ideológico en la diversidad. Se trata de espacios discursivos paralelos donde los miembros de los grupos sociales subordinados inventan y hacen circular contradiscursos, lo que a su vez les permite formular interpretaciones opuestas a las hegemónicas acerca de sus identidades, intereses y necesidades. La proliferación de contrapúblicos subalternos  implica la ampliación de la confrontación discursiva (Fraser, 1997: 116).

En los últimos años en la Argentina hemos observado cómo los movimientos sociales contribuyeron a modificar el discurso social y político legitimado, colocando en la agenda pública nuevos temas y problemas, a partir de las reelaboraciones de las necesidades, que se presentaban cristalizadas en explicaciones técnico-políticas cada vez más alejadas de la propia experiencia de los colectivos subordinados, o confinadas a los ámbitos privados. El discurso de los movimientos sociales inició un proceso de desplazamiento de las explicaciones técnicas que prevalecían, casi como sentido común, para la justificación de determinados programas en las esferas del Estado. 

La política de inter-pretación de las necesidades (Fraser, 1989) se va instalando así “desde abajo”, criticando la apelación al mercado como regulador, propio del enfoque neoliberal.

La modificación del discurso es posible a partir de la voz que se constituye para hablar públicamente de necesidades y demandar al Estado por su satisfacción. El lenguaje de las necesidades que se traduce en derechos, que enarbolan los movimientos, politiza los ámbitos del mercado del mismo modo que el movimiento feminista politizó la vida privada familiar y convirtió en políticas las necesidades de las mujeres de ver equiparada su condición con la de los hombres
.

El replanteo de las relaciones de poder y autoridad que se ha venido gestando en amplios sectores de la sociedad argentina ha posibilitado la construcción de una agenda de los actores sociales acerca de los intereses comunes, construidos por una parte de la sociedad civil politizada.

En esta construcción se incorporan significados vinculados con la pobreza y la desocupación, que ya estaban presentes en los discursos de los noventa acerca de las políticas sociales. Pero, a diferencia de aquellos, anclados en el asistencialismo, los nuevos discursos se orientan hacia una politización creciente de la esfera de la producción y la reproducción social. Incorporan el reconocimiento de las diferencias, la búsqueda de la dignidad, la desmitificación de las relaciones de poder establecidas, la construcción de interdependencias entre actores y organizaciones, todas articulaciones que son necesarias para un replanteo profundo de la política.

El discurso de género en las políticas sociales

Las políticas de desarrollo y los programas de capacitación de género han atravesado por diferentes momentos en los últimos treinta años con enfoques que los han ido enriqueciendo. Una nota distintiva de este proceso es que las políticas y programas de capacitación de género coexisten, por lo cual es necesario abordar los supuestos básicos subyacentes a ambos, ya que de éstos se derivan formas diversas de encarar las políticas y los programas sociales.

La perspectiva de género analiza los impactos diferenciales de las políticas, programas y legislaciones sobre las mujeres y los hombres. Este análisis depende de las concepciones que se desarrollen acerca de las relaciones de género, las relaciones de poder y de autoridad, la trama de poder de las instituciones, los enfoques acerca de la capacitación e impacto de las políticas públicas, de la macro y la microeconomía (Miller, Razavi, 1998).

El análisis de género presenta tres enfoques principales: el Sistema de los Roles de Género (desarrollado por investigadoras del Instituto de Desarrollo Internacional en colaboración con la Oficina de Mujeres en desarrollo de USAID); el Modelo de Tres Roles (Universidad de Londres) y el Sistema de las Relaciones Sociales (Instituto para Estudios de Desarrollo, Sussex, Gran Bretaña). Cada uno de ellos se sustenta en estructuras conceptuales usadas para el análisis de cuestiones de género dentro del contexto de desarrollo.

a. El Sistema de los Roles de Género

Esta perspectiva se basa en la teoría de los roles sexuales y en la concepción tradicional del hogar que concibe al hombre como proveedor del sustento y a la mujer como responsable del cuidado de los integrantes de la familia, sin analizar las relaciones de género y la dominación masculina.

 Deriva de las evaluaciones del enfoque de Mujeres en Desarrollo que, hace treinta años, contribuyó a la toma de conciencia acerca de los problemas de las mujeres, tanto en organismos nacionales

como internacionales. De estas evaluaciones se obtuvieron varias conclusiones, entre ellas que no se habían tenido en cuenta las diferencias materiales de poder, recursos e intereses entre las propias mujeres, y que se había sostenido una visión acrítica del proceso de desarrollo y modernización, sin cuestionar las estructuras económicas y políticas que subyacían, especialmente en los países del Tercer Mundo.
La perspectiva de los roles de género considera el hogar como una unidad que no es indiferenciada en términos de producción y consumo. La equidad de género es definida en términos del acceso y el control individual sobre los recursos, ya que, según este enfoque, la equidad de género y la eficiencia económica se retroalimentan. Este enfoque estudia las diferencias de género en el acceso y control de los recursos y analiza los incentivos y las restricciones que existen para mejorar la productividad. Provee de información acerca de la distribución de roles y recursos dentro del hogar y ha sido muy útil para ir más allá de los estereotipos que invisibilizan el trabajo de las mujeres.

Desde este enfoque se consideran las tareas que hacen las mujeres y los hombres, esto es la división de género del trabajo y el acceso y control diferencial de los mismos al ingreso y los recursos, como vinculadas a los diseños de los proyectos, con el propósito de mejorar su productividad y eficiencia. Investiga sistemáticamente las actividades de hombres y mujeres, con el fin de visibilizar el trabajo de las mujeres, pero no da cuenta de que la división de género de las tareas implica diferentes actividades y procesos tanto de cooperación como de conflicto. 

Por otro lado, pone el acento en el control sobre recursos materiales, tangibles (tierra, crédito, etc.), pero no tiene en cuenta el rol de los recursos simbólicos (conexiones, información, relaciones políticas) que también impactan sobre las relaciones de poder. La equidad de género es considerada en términos de acceso individual a los recursos y, parcialmente, es tenida en cuenta la participación de las mujeres en organizaciones, una actividad que podría aumentar su poder.

b. El Modelo de Tres Roles

Fue desarrollado por Caroline Moser (1989; 1995) en la Universidad de Londres. Avanza sobre la concepción centrada en el hogar que tiene el enfoque anteriormente considerado, para reconocer que las actividades y estrategias de supervivencia se relacionan con la comunidad. Se distingue por destacar tres roles principales de las mujeres e incorporar el enfoque de necesidades prácticas y estratégicas de género (Moser,1989). Pone la atención en la división del trabajo por sexo en términos del monto de demandas que deben atender las mujeres y la cantidad de tiempo que utilizan para ello y cómo esto impacta en su capacidad para participar en las tareas comunitarias.

Examina los roles de las mujeres, en tres ámbitos: en la producción, la reproducción y en la participación en la comunidad, analizando las consecuencias que tienen estas actividades para su acceso al desarrollo socioeconómico. Esto permite que al momento de planificar, los expertos incluyan todo lo que las mujeres hacen, aun si la actividad es invisible porque no es valuada en el mercado o porque no es culturalmente aceptada. Entiende por “rol productivo” la producción para el mercado pero también la de subsistencia en el hogar, a la cual considera que debe atribuírsele un valor de mercado. El rol reproductivo se refiere a las responsabilidades de crianza y domésticas, mientras que el rol comunitario está dado por las actividades comunitarias de las mujeres, vinculadas con su rol reproductivo, para asegurar la provisión y mantenimiento de los recursos colectivos (agua, cuidado de la salud, educación).

Según Carol Miller y Shahra Razavi (1998), al centrarse en los roles, esta perspectiva no alcanza a considerar en profundidad las relaciones de género, siendo débil en el reconocimiento de las relaciones de poder y autoridad dentro de los hogares. El énfasis está puesto en lo que las mujeres producen, y sólo cuando se adentran en los roles comunitarios, se les presta atención a los recursos simbólicos, como el poder y la autoridad y las relaciones sociales mediante las cuales se producen esos recursos. Con respecto a la distinción entre necesidades prácticas y estratégicas de género, Caroline Moser la deriva de la realizada por M. Molyneux (1985) entre intereses prácticos y estratégicos de género. Según Moser, las necesidades prácticas surgen y son articuladas por las mujeres mismas en respuesta a las necesidades inmediatas percibidas, basadas en la división de género, para asuntos tales como alimento, techo, cuidado de la salud y agua. Éstos se vinculan a los triples roles de las mujeres (provisión de la comida, cuidado de los niños, gestión comunitaria de los servicios básicos). Las necesidades estratégicas de género, en cambio, se refieren tanto a las necesidades que se derivan de un análisis de la subordinación y la formulación de una alternativa como al proyecto de una organización de la sociedad más igualitaria.

Ejemplos de ésta son: la abolición de la división sexual del trabajo, el establecimiento de igualdad política y económica, la libertad de elección acerca de la crianza y el fin de la violencia de los hombres sobre las mujeres.
La preocupación está situada en la consideración de las actividades de las mujeres en la casa, en el empleo y en la comunidad, y en las necesidades prácticas y estratégicas, con poco énfasis en las relaciones de poder y autoridad, y en las instituciones a través de las cuales se perpetúan las desventajas. La discusión de las necesidades estratégicas dentro de las instituciones del Estado se limita a afirmar que el Estado ha fallado en responder a las necesidades estratégicas de las mujeres, sin embargo, no se realiza un análisis de la naturaleza de género del Estado ni de las instituciones de desarrollo. No critica los métodos de planificación, a los que considera una herramienta racional, basada en información cuantitativa y cualitativa. El análisis de género utiliza la desagregación por sexo de la información (por ejemplo, tasas de ocupación, esperanza de vida, mortalidad infantil, años de escolaridad, etc.) para observar sus consecuencias sobre el desarrollo económico y el desarrollo de los recursos humanos. Como se trabaja con poblaciones pobres, se considera el ingreso para calificarlas como tales. Teniendo en cuenta los roles triples y la distinción entre necesidades prácticas y estratégicas de género, es posible identificar, por ejemplo, las necesidades de las mujeres en varios sectores, como el transporte, el empleo y capacitación y la vivienda.

c. El Sistema de las Relaciones Sociales

Se refiere a un enfoque analítico derivado del análisis de las relaciones sociales desarrollado durante un seminario sobre la subordinación de las mujeres realizado a mediados de los años setenta
,  en el cual se puntualizaron críticas al enfoque Mujeres en Desarrollo, predominante hasta ese momento. La crítica estaba basada especialmente en los siguientes puntos: el enfoque mencionado se constituyó a partir de una concepción liberal individual que tendió a aislar a las mujeres como una categoría homogénea y separada, se basó en un enfoque principalmente descriptivo y no analítico, y no prestó suficiente atención a las relaciones de poder y autoridad presentes en la subordinación femenina.

A fines de los ochenta comienza a reelaborarse el marco conceptual, observando especialmente que el enfoque “centrado en la mujer” no captaba suficientemente las relaciones de poder presentes en las dinámicas familiares entre hombres y mujeres, entre diferentes grupos etarios, socioeconómicos y étnicos y, por lo tanto, cuando se realizaran intervenciones o prestaciones dirigidas a las mujeres podría suceder que los hombres finalmente controlasen esos recursos mientras las mujeres y los niños continuarían en la misma pobreza que antes. También se indicaba que se generaba una  especie de retaliación de las mujeres debido al sometimiento padecido al no disponer de recursos ni de poder de decisión. Bajo esta modalidad, a partir de la generación o el control de algún recurso, las mujeres podrían reproducir el autoritarismo de los varones.

El enfoque alternativo se plasmó definitivamente en el marco conceptual denominado Género y Desarrollo (1980). En este enfoque se consideran las relaciones de género que se pueden encontrar en los procesos de producción, reproducción, distribución y consumo y que operan a través de las instituciones: los hogares, la comunidad, el mercado y el Estado (Kabeer, 1994). Las relaciones de género se refieren a las dimensiones de las relaciones sociales que crean y producen diferencias en el poder y autoridad de hombres y mujeres. Toman en cuenta también que las relaciones de género están atravesadas por la clase, etnicidad, edad, religión, etc., lo cual significa que en cada contexto los ejes de la desigualdad pueden ser considerados de manera diferente

Este enfoque ubica las relaciones de género en los contextos de la vida cotidiana, por lo tanto, considera necesario observar cómo se produce y reproduce la desigualdad en cada uno de ellos: la familia, la escuela, la comunidad, el Estado, el mercado. Comparte con el análisis de los roles el centrarse en los roles diferenciados por género y el acceso y control diferencial de hombres y mujeres respecto de los recursos, especialmente de los materiales. Pero también pone el acento en la interdependencia entre hombres y mujeres, señalando que si bien ésta puede basarse en la colaboración, al existir desigualdades entre hombres y mujeres también se producen conflictos.

Se alerta sobre el énfasis de la planificación económica convencional que considera la producción y los recursos materiales, y que descalifica los recursos relacionales, como los derechos, las obligaciones y los reclamos. Desde este enfoque se señala que las relaciones de género de la familia implican para las mujeres frecuentemente una negociación entre la seguridad y la autonomía. 

Asimismo, esta orientación considera que es necesario determinar cómo las mujeres perciben sus intereses y cómo ellos se vinculan con su posición dentro de la familia y el hogar. Y esto no puede ser leído de la simple desagregación de la división de roles de género, ya que se vuelve necesario observar los valores y normas que sustentan esa división de tareas. Coloca en el centro la dimensión política de las relaciones de género, considerándolas como de dominación masculina y subordinación femenina. Esto significa que los hombres tienen más autoridad y control que las mujeres y más capacidad para movilizar recursos sociales y económicos. Por este motivo, terminar con la  subordinación de las mujeres es algo más que un tema de reubicación de recursos, e involucra redistribuir el poder y reconsiderar la autoridad masculina.

Finalmente, toma una visión dinámica de las relaciones de género, reconociendo que los aspectos conflictivos y de colaboración de las relaciones de género involucran tanto a los hombres como a las mujeres en un constante proceso de negociación (Miller; Razavi, 1998).

Para esclarecer las formas mediante las cuales el género y otras desigualdades son creados y reproducidos, analiza las relaciones sociales dentro de la familia, el mercado, el Estado y la comunidad. Las autoras  citadas señalan que este enfoque considera los roles de género y las diferencias de género en el acceso y control de los recursos y que presenta la red de relaciones sociales de manera compleja, incluyendo clase, etnicidad, edad, religión, entre otros grupos. 

En este enfoque se argumenta que las mujeres no son dejadas fuera del proceso de desarrollo sino integradas a ese proceso en términos desiguales. Además, contempla la infraestructura necesaria para que tenga lugar el proceso de empoderamiento
  de las mujeres.

Este enfoque ofrece un marco referencial para interpretar las relaciones sociales de las mujeres en la vida cotidiana, más que para proveer recetas para superar las desigualdades de género. Sus seguidores consideran que es necesario problematizar la concepción del desarrollo y las formas cómo las mujeres son integradas en él, ya que se toma especialmente en cuenta que las mujeres no son dejadas fuera de este proceso, sino integradas en términos desiguales, remarcando que las relaciones de clase y de género son la base de esta situación. La centralidad de las dimensiones de poder de las relaciones de género conduce en este enfoque a la promoción de procesos de empoderamiento  y a la necesidad de provisión de espacios, recursos y tiempo para que las mujeres puedan articular sus propios intereses, especialmente mediante la participación en movimientos y asociaciones de base, para superar la concepción que establece la identificación de las necesidades por parte de los planificadores, y por eso estimulan las planificaciones participativas.

Como las relaciones de poder entre hombres y mujeres son conceptualizadas como productos de prácticas institucionalizadas, superar las desigualdades de género involucra transformaciones institucionales en todos los niveles. Esta perspectiva considera el planeamiento como un proceso político, no solo técnico, y observa que frecuentemente las políticas y los programas sociales están implicados en la reproducción de la desigualdad de género. Fomenta la reflexión acerca de la relación entre la esfera privada y la pública. Nayla Kabeer (1994: 280) señala:

“… la conciencia de género en la formulación de políticas y en la planificación requiere un análisis preliminar de las relaciones de producción dentro de instituciones relevantes como la familia, el mercado, el Estado y la comunidad para comprender cómo el género y otras desigualdades son creadas y reproducidas a través de sus interacciones separadas y combinadas”.

Repensando los conceptos de poder y empoderamiento en los proyectos sociales

Las políticas de desarrollo y los programas de capacitación de género han atravesado diferentes momentos en los últimos treinta años, con enfoques que han enriquecido las perspectivas de género. Uno de los conceptos derivados de la superación del enfoque de mujeres en desarrollo  ha sido el de empowerment o empoderamiento.
 Analizaremos este concepto, ya que habitualmente el empoderamiento es citado como el objetivo de numerosos programas dirigidos a las mujeres.

El enfoque del empoderamiento, que considera las transformaciones en relación al ejercicio del poder por parte de las mujeres, surge a finales de los sesenta como eje central en la agenda política de los movimientos sociales de base en los EE.UU., especialmente de aquellos vinculados con los derechos de los afroamericanos.

Sus bases están en la concepción de Paulo Freire (1986) acerca de la educación liberadora y la concientización (Sen y Grown, 1988 1988). Como muchos conceptos, éste ha ido perdiendo sus connotaciones originales, vinculadas con el análisis feminista del poder. Es frecuente encontrar menciones sobre él tanto en proyectos sociales, sean gubernamentales o no, como en los programas de entrenamiento de las empresas y grupos de autoayuda, para referirse a cambios individuales, relacionados con el logro de mayor autoestima y autonomía, pero ya descontextualizados de las relaciones de poder y autoridad.

Según Magdalena León (1997: 20) los procesos de empoderamiento representan un desafío a las relaciones de poder existentes ya que con ellos se busca obtener mayor control sobre las fuentes de poder; logro de autonomía individual y estimulación de la resistencia, la organización colectiva y la protesta, mediante la movilización. Por lo tanto, se entiende como un proceso de superación de la desigualdad de género. Las prácticas del empoderamiento representan:

“… un desafío para las relaciones familiares patriarcales o un desempoderamiento de los hombres o pérdida de la posición privilegiada en que los ha colocado el patriarcado. Lo que significa que se produce un cambio en la dominación tradicional de los hombres sobre las mujeres, en cuanto al control de sus cuerpos, su sexualidad, su movilidad, el abuso físico y la violación sin castigo, el abandono y las decisiones unilaterales masculinas que afectan a toda la familia” (León, 1997: 21).

Las autoras que estudian estos procesos consideran que éstos rompen los límites entre las esferas pública y privada, que van de lo personal a lo social, que conectan el sentido de lo personal con lo comunitario y permiten orientarse hacia cambios en la distribución del poder, tanto en las relaciones interpersonales como dentro de las instituciones de la sociedad (Stromquist, 1992; en León, 1997: 78 y 79). Un requisito previo para el empoderamiento es participar en alguna “ forma de empresa colectiva que pueda ser exitosa y que, de esta manera, permita desarrollar un sentido de independencia y competencia entre las mujeres” (Stromquist, 1992: 83). La organización y la movilización son un camino clave mediante el cual las mujeres se pueden vincular a una lucha más global en busca de un desarrollo responsable y comenzar a impugnar la asignación de recursos a nivel de políticas.

Poder, autoridad, comunidad

Existen por lo menos dos problemas en la extensión del uso del concepto de empoderamiento, uno referido a las relaciones de poder y el otro, a la noción de comunidad. Mencionar el empoderamiento es aludir al poder y a la desigualdad. Retomando lo argumentado en los capítulos anteriores acerca del carácter relacional del poder, una perspectiva que pone foco en el ejercicio del poder por parte de los grupos subordinados tiene simultáneamente que dar cuenta del poder y de la resistencia, de formas conflictivas, tanto positivas como negativas, de producción del poder.

Las relaciones de poder adquieren diversas estrategias, M. Foucault menciona entre ellas, las construidas por discursos que se privilegian por estar en la pirámide de las jerarquías de valores admitidos por una sociedad. El patriarcado y la autoridad masculina participan de estas relaciones de poder piramidales. Por lo tanto, es necesario construir discursos que hagan reconocer el derecho de otras que no han sido reconocidas como autoridad. El nudo central es la construcción de nuevos discursos acerca del poder y la autoridad, no dentro de la lógica del patriarcado, donde sólo hay un vértice en la pirámide, sino con otra lógica a construir, donde la autoridad pueda ejercerse situacionalmente y no dependa de jerarquías que otorgan privilegios basados en criterios tradicionales.

Muchos trabajos acerca del tema del empoderamiento toman la conceptualización de Steven Lukes (19 74), quien distingue diferentes análisis del poder
 confiriendo importancia como categoría al poder socialmente estructurado y configurado por los patrones culturales y por las prácticas institucionales que moldean no sólo los intereses prevalecientes sino también la forma en que los diferentes actores perciben sus intereses.

Esta categoría se vincula con el concepto de “la violencia simbólica de los sistemas de dominación” de P. Bourdieu (2000: 49 y 50):

“Las relaciones de poder se mantienen porque varios actores: dominantes y subordinados, aceptan versiones de la realidad social que niegan la existencia de la desigualdad o afirman que éstas son el resultado de la desgracia personal y no de la injusticia social”. 

Kabeer (1994) señala que el poder se despliega en la capacidad de los hombres para generar reglas de juego que proporcionan una idea de consenso y complementariedad, ocultando la forma en que ese poder funciona, y no sólo en la capacidad de los hombres para movilizar recursos.

Por eso, la autora considera que es necesario construir las estrategias para el empoderamiento de las mujeres teniendo en cuenta el poder interior o poder desde dentro, para mejorar las capacidades de controlar recursos y tomar decisiones. Considera que las reglas socia les niegan a las mujeres el acceso al privilegio social, la autoridad y la valoración de que gozan los hombres de una clase social equivalente

El análisis feminista llama la atención sobre el hecho de que si bien el control sobre los recursos materiales sirve de palanca o influencia y a su vez sostiene las asimetrías de género, son los valores, reglas, normas y prácticas sociales los que desempeñan un papel crucial en ocultar la realidad y el alcance de la dominación masculina y en reducir la tensión relacionada con los conflictos de género (Kabeer, 1994: 241). Los sistemas de dominación se instalan “sobre el poder que no se ve”, por el cual se ocultan las reglas que le confieren la autoridad al varón detrás de un discurso naturalizado acerca de las relaciones entre hombres y mujeres. En la literatura sobre empoderamiento se observa que cuando se menciona el poder, se utiliza una tipología
 que sustenta una idea de poder que no se da “ sobre”, sino “ con” y “ para , intentando aludir a aspectos más “benignos” del poder, más altruistas, y alejados de las prácticas de resistencia sobre las que en realidad se construye.
Con respecto a la idea de comunidad que subyace en su uso, en algunas situaciones aparece a veces una imagen de un barrio o comunidadcon un alto nivel de consenso, pero sustentada en la dificultad de reconocer la diversidad de intereses y de perspectivas presentes. Desde este enfoque se hace difícil reconocer la existencia del conflicto en las relaciones cotidianas, cuando en realidad, tras la idea de unión de la comunidad, lo que muchas veces existe es la disolución de la diversidad, del debate y de las negociaciones.  
Una concepción simplista del poder y del empoderamiento puede basarse en la homogeneización de las diferentes categorías sociales, las diferencias internas de poder y los conflictos de intereses, lo que marca un desconocimiento de la problemática del paso del poder individual al colectivo, ya que se asume la solidaridad entre los oprimidos sin tener en cuenta que esto no siempre sucede
. 
Acción colectiva y democratización social

Consideramos que los procesos de democratización tienen lugar primordialmente en los espacios colectivos. Son más difíciles en ausencia de espacios democráticos para el disenso, la lucha y el cambio (Batliwala, en León, 1997: 209). La acción colectiva se encarna en la vida cotidiana, en las necesidades de subsistencia y en las vinculadas con la dignidad de mujeres y varones como sujetos de derechos. 

Si consideramos la imbricación del poder en todas las relaciones sociales, la participación en diversos sectores crea una acumulación de efectos positivos en el avance hacia una sociedad más democrática. En este sentido, los procesos participativos y la democratización son mutuamente interdependientes. La unión se presenta como un absoluto, que hace patente la imposibilidad de enfrentar la construcción de acuerdos negociados, lo que sería posible en la medida en que se pudieran reconocer las diferencias existentes en el conjunto de los habitantes del barrio o comunidad. En este sentido, Nira Yuval-Davis (1997) argumenta que la ideología del empoderamiento percibe a la comunidad como una totalidad orgánica, como una unidad social ‘normal’, exterior a los individuos y homogénea: “Está ‘allí afuera’ y uno puede pertenecer a ella o no. Cualquier noción de diferencia interna dentro de la ‘comunidad’, por lo tanto, es incluida en esta construcción orgánica” (1997: 80).

La idea de una comunidad unida es producto y, a la vez, reproduce la invisibilidad de las múltiples formas de dominación. La presencia del poder en las relaciones sociales es pensada sólo en función de las luchas con representantes de los gobiernos, pero no en relación con los d i versos intereses que se juegan en el interior de las comunidades, entre sus mismos habitantes. La negación del conflicto, la falta de debate acerca de las discrepancias, la no confrontación de los intereses generan frecuentemente acciones comunitarias débiles, que por su fragilidad rápidamente se diluyen dejando la situación en el punto de partida y a los actores de la comunidad frustrados e inmovilizados.

La orientación totalizadora de las perspectivas que se refieren a la comunidad unida e idealizada no deja margen para la diversidad. La participación comunitaria es un tipo de acción que se organiza en torno a intereses comunes, los miembros son iguales entre sí para los fines comunes que se plantean (Pizzorno, 19 76). Esto genera una doble consecuencia: por un lado, los participantes de la comunidad se diferencian de lo ajeno, de los intereses contrapuestos a los suyos y reconocen el conflicto con aquellos y aquellas que sostienen intereses diferentes. Por el otro, frecuentemente se hace difícil visualizar las diferencias hacia adentro del grupo de base, formado éste por personas que sustentan diferentes enfoques para la resolución de los problemas y diferentes capacidades para la acción comunitaria; así como también es difícil reconocer las múltiples redes de poder que recorren los espacios sociales (Foucault, 1983) y las diferencias y alianzas que se generan (Di Marco y Colombo, 2000: 17).

En las investigaciones que hemos realizado, observamos que no es la participación en sí la que está relacionada con los cambios, sino “el tipo de participación” en el que las mujeres están involucradas.

Los discursos y las prácticas de las mujeres que participan en organizaciones de base no son homogéneos; el origen de la organización y el tipo de inserción que tienen en ellas no sólo varía entre las diferentes asociaciones, sino que también varía “el timing” de las prácticas de las mujeres y los discursos sobre los cuales las fundamentan (Di Marco y Colombo, 2000 ) . La mayor participación en un barrio o en un grupo no produce por sí misma cambios en la distribución del poder, es necesario observar qué tipo de participación es la que tiene lugar. Simplemente, puede crearse la ilusión de poder pero sin afectar su distribución (Rigel, 1993: 59). Si bien en las asociaciones comunitarias de mujeres está presente la afectividad, “la ética del cuidado y la atención” (Gilligan, 1969), también existe una acción racional de cálculo de costos y beneficios, entrelazada en el accionar cotidiano. 
Cómo se articulan estos aspectos, cuál predomina y cuándo, la definición de las necesidades e intereses de las mujeres, de los porqué de las luchas y el lugar desde donde se lucha son preguntas que pueden tener diferentes respuestas según los contextos de participación
. El proceso de construcción de la identidad como colectivo subordinado no se observa sólo desde los discursos explícitos, sino más bien desde el lenguaje de las emociones y de las prácticas concretas de acción.

La construcción de la perspectiva de democratización de las relaciones familiares

En este último apartado mencionaremos algunas notas distintivas de los procesos de democratización social. Este concepto especifica los procesos de cambio del autoritarismo y la desigualdad de poder, de los recursos existentes en las instituciones públicas y privadas, y los mecanismos participativos que facilitan la incorporación a la ciudadanía de actores desplazados tanto en virtud de su género, como de su edad, religión y etnia. Nos referimos a un progresivo aunque contradictorio desarrollo de una cultura democrática en el nivel macro y microsocial, con valores tales como la participación, el pluralismo, la desnaturalización de la dominación, la redefinición de la autoridad y el poder, y la concepción de la vida cotidiana como lugar no sólo de las pequeñas cosas sino como fermento de la historia (Hopenhayn, 1993; Heller, 1977).

Los procesos democratizadores se vinculan con la revisión de los supuestos que sustentan las bases de la autoridad, con la explicitación de la desigualdad para los actores marginados o subordinados, y con la distribución de los saberes y recursos de un colectivo social. La toma de conciencia de los actores institucionales acerca de los mecanismos que permiten la desigualdad social es parte incuestionable de la democratización, ya que fomenta la ampliación de la ciudadanía.

Cuando los movimientos sociales se inscriben en una profundización de las prácticas democráticas, multiplicando los espacios en los que “las relaciones de poder están abiertas a la contestación democrática”, contribuyen a estos procesos (Mouffe, 1999). 

La politización de la sociedad, al instalar nuevos intereses en la agenda pública, permite la ampliación de la ciudadanía. El discurso de derechos hace visible y legible al poder, lo desmitifica y permite revisar y deconstruir los viejos contratos y acuerdos autoritarios de la sociedad, en los niveles macro y micropolíticos. Estos discursos incorporan el reconocimiento de las diferencias, la búsqueda de la dignidad, la desmitificación de las relaciones de poder establecidas, la construcción de interdependencias entre actores y organizaciones, permitiendo la democratización de la democracia (Giddens, 1992). En este sentido, las cualidades democráticas de los movimientos son las de abrir espacios para el diálogo público en relación con los problemas de la ciudadanía.

La democratización no se refiere únicamente a la dimensión política, sino que avanza hacia las diferentes esferas en las que se construye –o no– el discurso democrático; entre ellas, las relaciones familiares. Lasfamilias pueden ser los ámbitos del amor, la intimidad, la seguridad y, simultáneamente, los de la opresión y la desigualdad, tanto en las relaciones de género como en las relaciones de las generaciones, estabilizando conflictos surgidos de la naturalización de las relaciones de subordinación (como la violencia y el abuso hacia mujeres, niños y niñas o personas mayores).

Desde el enfoque de democratización se pone el acento en que las mujeres puedan posicionarse desde un lugar de autoridad y poder en sus relaciones, y que este proceso forme parte de una ampliación del reconocimiento de sus derechos. En consecuencia, más que referirnos a procesos de empoderamiento, preferimos considerar los procesos dereconocimiento del poder de las mujeres en diversos ámbitos, es decir, el reconocimiento de la legitimidad de ese poder (autoridad), siendo un eje central el proceso de reconocimiento de su autoridad en la familia . Al respecto, Magdalena León (1997) sostiene un enfoque que puede considerarse similar al planteado: la democratización de las relaciones entre varones y mujeres y entre generaciones, basadas en nuevas concepciones del poder y la autoridad, que puedan ser compartidas y negociadas, con mecanismos democráticos que tengan en cuenta el respeto de los derechos, la responsabilidad y el cuidado de las personas:

“La idea de empoderamiento también se ha relacionado con una nueva noción del poder, basado en relaciones sociales más democráticas y en el impulso del poder compartido [...] esta nueva noción de poder incluye una ética generacional que implica que el uso del poder mejore las relaciones sociales de las generaciones presentes y las haga posibles y gratificantes para las generaciones futuras” (León, 1997: 14).” 

Giddens (1992: 184 y ss.) considera que la ampliación de la democracia en la esfera pública ha sido mayormente un proyecto masculino, mientras que en la democratización de la vida personal las mujeres han jugado el papel más importante. Según este autor, éste es un proceso menos visible, en parte porque no ocurre en la arena pública, sin embargo, sus implicaciones son muy profundas. Señala que las características de la democratización de la vida privada se vinculan con el establecimiento de relaciones libres e igualitarias entre los individuos y no con sistemas de autoridad ligados a contratos rígidos o basados en la complementariedad de roles, sino con sistemas de autoridad basados en la especialización de cada persona de acuerdo con sus capacidades, teniendo en cuenta las posibilidades que cada persona tiene para desarrollarlas más allá de ser hombre o mujer, y promoviendo las negociaciones en la relaciones afectivas.

La democratización de las relaciones tiene en su centro la creación de circunstancias en las cuales la gente pueda desarrollar sus potencialidades y expresar sus cualidades. Un objetivo clave es que cada individuo debe respetar las capacidades de los otros, tanto como su habilidad para aprender y aumentar sus aptitudes. 
Consideraciones finales

La perspectiva de democratización de las relaciones familiares es un proceso abierto, que se nutre de diversos aportes teóricos, articulándolos en un marco conceptual que permita fundamentar políticas y acciones vinculadas con las familias, tal como lo hemos expresado durante el desarrollo de este libro.

Para finalizar, proponemos la posibilidad de repensar la autoridad (y el poder) ya no dentro de la lógica del patriarcado, donde la pirámide presenta un solo vértice, sino con otra lógica por construir, donde la autoridad pueda ejercerse situacionalmente y no dependa de una jerarquía que otorga privilegios basándose en criterios tradicionales. 

Además, es necesario incorporar en las políticas sociales nuevas dimensiones: las de la mutualidad o interdependencia, la asistencia, el cuidado y las emociones (Tronto, 1994; Shakespeare, 2000; Shanley, 2001 ) . Los procesos de individualización (Beck, 1999), entendidos como entramados discursivos nuevos, basados en la libertad y la decisión, en un hacer reflexivo, en el despliegue de la pluralidad de posibilidades de elección también se enlazan con esas dimensiones. Se trata de la elaboración de discursos que articulen la justicia y el cuidado –de uno mismo y de otros y otras– y los derechos de los que reciben asistencia a ser parte activa en la definición de sus necesidades (especialmente en el caso de ancianos y discapacitados), sin que aquellos que los cuidan los subordinen. El aspecto del cuidado vinculado con la interdependencia existe como encuentro de sujetos autónomos: todos y todas necesitamos cuidar y ser cuidados, para que la vida social tenga sentido. Esta tarea, que ha estado centralmente a cargo de las mujeres, es así reconsiderada para convertirse en responsabilidad tanto de las mujeres como de los hombres. Vincular la ética de los derechos con la ética del cuidado permite avanzar en una concepción de la política social que tiene presentes a los sujetos en su integralidad.

La articulación interdependiente de la redistribución, el reconocimiento, el cuidado, el respeto a la integridad corporal están íntimamente ligados a la democratización de las relaciones sociales y, especialmente, a las de los grupos familiares. Por estas razones, el enfoque de democratización familiar: a) pone el acento en las relaciones de poder y autoridad; b) considera que los desafíos actuales se centran en la ampliación de las ciudadanías, con una concepción de simultaneidad de derechos, los que no pueden ser abordados por etapas. Los ejes centrales son la igualdad de género y los derechos de la infancia. Los derechos de los niños y niñas son específicamente tomados en cuenta, especialmente en las relaciones dentro de los hogares, pero también en las escuelas y en otras instituciones; c) se ubica en la interacción entre políticas de distribución y reconocimiento para acercarse al ideal emancipatorio de la justicia social; d) introduce la concepción critica de los enfoques de las masculinidades para repensar la equidad de género
;  e) intenta dar mayor visibilidad teórica y práctica a otras dimensiones de la convivencia y de las políticas sociales, como las emociones, el cuidado, la interdependencia y la mutualidad; y f) recupera la posibilidad del ejercicio de maternidades no subordinadas a lo privado doméstico, es decir, el ejercicio de maternidades sociales, que convierten las necesidades vinculadas a los hijos e hijas en acciones políticas. Para las políticas sociales, esto significa el desafío de repensar a las mujeres como actoras de transformaciones sustentadas en el intercambio entre los discursos que se reconstruyen en la experiencia colectiva. 

Cuando las mujeres se reúnen en asociaciones comienzan a vivenciar las posibilidades de cambio y pueden reclamar su derecho a ocupar un espacio público. Muchas de ellas pueden ocuparse de los problemas de la comunidad como sujetos políticos, reflexionando sobre los determinantes sociopolíticos que inciden sobre las vidas privadas, en una ruptura de lo público y lo privado como ámbitos diferenciados

del accionar de los géneros. En la acción colectiva de las mujeres
  se puede generar el desarrollo de una conciencia social crítica que permita la revisión de sus derechos, como así también concretar logros para el mejoramiento de las condiciones de vida.

Éste es un proceso que hemos denominado político-transformador y se relaciona con el cambio desde una “conciencia en sí” (reproducción del ser individual según la terminología que utilizara Heller, 1977, que se vincula con la satisfacción de necesidades personales) hacia una “conciencia para sí” (se actúa en un sentido no individual sino social), por ejemplo, asumiendo activamente la respuesta a los problemas derivados de una posición desigual.

En este proceso de asumir una conciencia “nueva”, actuando efectivamente sobre la realidad y sintiendo que su práctica las incluye, las mujeres pueden transformar su situación, constituirse en autoridad y reposicionarse en el campo de la ciudadanía.

Para completar una reflexión sobre la ciudadanía, es de central importancia examinar las diferencias de acceso al Estado que tienen las diferentes categorías de ciudadanos, cómo es la práctica de sus derechos y la implicancia que esto tiene sobre las relaciones de dominación. 

La violencia contra las mujeres (física o psicológica) es una práctica que desanima y aleja a las mujeres de la posibilidad de ejercer sus derechos libremente. Otro de los condicionamientos está dado por los recursos económicos y su utilización.

Finalmente, para ejercer la ciudadanía se requiere hablar desde la propia voz y elaborar un discurso de derechos. Históricamente la vida social y política no significó para las mujeres un ámbito en el cual expresarse con autoridad, pues ese ámbito estaba reservado a los varones de la familia. Con frecuencia, las mujeres tomaban sus decisiones políticas aconsejadas por maridos e hijos varones, quienes eran considerados los “expertos“ en asuntos del afuera: afuera de la casa, de los hijos, de las preocupaciones cotidianas. Constituir una voz propia que recupere el mundo de la vida cotidiana en un movimiento que permita incluirlo como ámbito de lo político es un proceso dificultoso que, sin embargo, va teniendo lugar. Las mujeres que se han unido a otras en diversas formas de colectivos han comenzado a escuchar sus propias voces y las de las demás y han aprendido a procurarse los medios para ser escuchadas en la sociedad.
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Eje 2, Estrategias para un efectivo cumplimiento de los Derechos Humanos. 
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3. Solimano, Andrés (2005): Hacia nuevas políticas sociales en América Latina: crecimiento, clases medias y derechos sociales. Apartado III: La literatura sobre derechos y desarrollo: conceptos básicos. REVISTA  DE LA CEPAL 87, DICIEMBRE 2005. Pp. 45 a 60
III La literatura sobre derechos y desarrollo: conceptos básicos 

El análisis de la situación social de América Latina podría también realizarse en función de derechos económicos y sociales. En la región, unos 220 millones de personas (casi el 45% de la población) viven por debajo de la línea de pobreza. Esto indica un desempeño claramente insatisfactorio en la materialización de los derechos sociales y económicos de una parte significativa de sus habitantes, que no percibe el nivel mínimo de ingresos requeridos para satisfacer ciertas necesidades básicas de alimentación, vestido, transporte y vivienda, entre otras. Asimismo, es innegable que los pobres y algunos segmentos de la clase media no tienen acceso a servicios de salud adecuados, educación de calidad y pensiones decentes.4 

La literatura que adopta el enfoque basado en derechos clasifica a éstos en i) civiles y políticos (derecho a la libertad de expresión y de prensa, a ser elegido, a garantías procesales, a la libre circulación) y ii) económicos y sociales (derecho al trabajo, la educación, la salud, a una pensión decente y a la seguridad económica). Autores liberales, como John Rawls en su Teoría de la justicia, han intentado establecer un criterio para evaluar el orden social según el cual los principios de justicia puedan desvincularse de la situación inicial en términos de riqueza y poder político. Así, el contrato social resultante no debería verse afectado por la situación inicial de los individuos, lo que aseguraría la equidad. Rawls aboga por lo que llama un “velo de ignorancia”, es decir, porque quienes negocien el contrato social hagan caso omiso tanto de los intereses materiales propios como de los activos de los demás negociadores (riqueza, talento, contactos sociales y otros atributos) que puedan influir en el diseño de las normas, reglas e instituciones de dicho contrato. En seguida Rawls propone un conjunto de mecanismos sociales (instituciones) que benefician a los menos favorecidos en mayor medida que cualquier otro mecanismo destinado a garantizar la justicia y la equidad. Asimismo, establece la supremacía de ciertos derechos políticos, como la libertad, sobre los económicos y sociales, en el caso de que entraran en conflicto (Solimano, 1998; Solimano, Aninat y Birdsall, 2000). Robert Nozick en Anarquía, Estado y utopía adopta una perspectiva más radical acerca de la primacía de la libertad (Nozick, 1974). Para él la libertad personal, como un caso de derecho de propiedad de sí mismo (self-ownership) o soberanía personal, y los derechos de propiedad tienen prioridad absoluta con respecto a los “derechos económicos”, cualesquiera sean las consecuencias de su ejercicio. El “Estado mínimo” que propone Nozick y el enfoque libertario deben proteger los derechos de propiedad y la seguridad personal, pero abstenerse de cualquier redistribución del ingreso mediante impuestos u otra medida compulsiva, ya que esto iría en detrimento de los derechos de propiedad y de la libertad del individuo para disponer a su gusto del fruto de sus esfuerzos y de la rentabilidad de sus activos, sin la interferencia del Estado (principio de la soberanía individual).5 

La posición de Rawls acerca de la supremacía de los derechos políticos (libertad personal) sobre los económicos y sociales ha sido cuestionada en caso de necesidades económicas agudas como las que se dan en situaciones de hambre y privaciones que pueden ser de vida o muerte (Hart, 1973). Más recientemente, Amartya Sen en Desarrollo y libertad afirma que la “prioridad de la libertad” debe matizarse, es decir, que la exigencia de libertad personal no debe suponer que las necesidades económicas se releguen fácilmente a un segundo plano (Sen, 1999). A su vez, el pensamiento neomarxista (marxismo analítico) pone en tela de juicio la factibilidad de concebir “instituciones justas” en las condiciones de concentración de la propiedad benefician a los menos favorecidos en mayor medida en las condiciones de concentración de la propiedad privada que caracterizan al capitalismo.6 Cuestiona el mecanismo rawlsiano del velo de ignorancia y la situación inicial en la que legisladores y políticos ilustrados concebirían tales instituciones, y señala que, en general, las instituciones responden a los intereses económicos y políticos de quienes las idean y rigen. 

Una nueva perspectiva de la política social es la del desarrollo basado en derechos, que trata a los individuos como ciudadanos con derechos y obligaciones y no como consumidores que enfrentan decisiones puramente económicas, aunque ambos conceptos no sean necesariamente antagónicos.7 En este contexto, la ciudadanía está compuesta por gente con derechos y poderes (empowered) y que participa activamente en la concepción y la supervisión de los proyectos de desarrollo y programas sociales que la afectan. El gobierno y las instituciones de desarrollo deben responder a las demandas de servicios sociales de los ciudadanos. Este enfoque considera fundamentales tanto el concepto de rendición de cuentas como el de la indivisibilidad de los derechos humanos: los derechos económicos, sociales, cívicos, políticos y culturales son todos inherentes a la dignidad de las personas y, por lo tanto, son inseparables (Ackerman, 2004). También subraya la incidencia de las estructuras de poder de la sociedad en los patrones de pobreza y exclusión: algunas de ellas —más democráticas, participativas y responsables— fomentan la protección de los derechos, mientras que otras tienden a desalentar o a impedir su ejercicio. Cabe señalar que el ejercicio de los derechos supone la existencia de recursos e instituciones o, en general, de un régimen realmente democrático e instituciones de política social que brinden el bien o servicio ligado a cierto derecho. Los derechos, por lo tanto, tienen una dimensión económica además de un alcance político e institucional.

1. Derechos, recursos y crecimiento 

Cuando tratan temas de derechos, los economistas instintivamente piensan en los recursos necesarios para proporcionar el bien o servicio que se deriva de un determinado derecho. Por formación, ven el problema económico como uno de “asignación de recursos escasos a necesidades múltiples” —definición de Lionel Robbins— y tienden a identificar los elementos que habría que sacrificar para que los derechos económi-cos y sociales puedan materializarse. La existencia de fines alternativos trae aparejada una competencia por los recursos, por ejemplo, la asignación de más recursos a la atención de la salud competirá con su destino a educación o pensiones. A su vez, la necesidad de financiamiento de los servicios sociales suele traducirse en impuestos, lo que aminora la rentabilidad de los activos productivos y, por ende, puede limitar el crecimiento y la creación de riqueza. 

La teoría libertaria, que gira en torno a los derechos de propiedad, otorga prioridad absoluta a la creación de riqueza, aunque no esté claro si basta con proteger sólo los derechos de propiedad para que ella surja automáticamente; se necesita también un cierto nivel de equidad y cohesión sociales para dar estabilidad y credibilidad a las normas que rigen el sistema. La teoría política liberal, en cambio, intenta encontrar un equilibrio entre el ejercicio de los derechos económicos y sociales, por un lado, y la propiedad privada y las libertades políticas, por otro; en la práctica, este punto de vista proporciona los fundamentos teóricos del capitalismo socialdemócrata. El correlato económico de los postulados de Rawls en políticas públicas es el Estado de bienestar, o un Estado desarrollista que grava la propiedad y los ingresos para financiar el gasto social y garantizar a la población beneficios y protección sociales. El Estado de bienestar en Europa, así como el Estado desarrollista en América Latina y Asia oriental, recurrió siempre a impuestos, transferencias, regulaciones y prestación pública de servicios de educación, salud y pago de pensiones, entre otros instrumentos, para poder contar con la infraestructura física y los recursos humanos que todo sistema económico necesita para funcionar. Por lo demás, estas políticas con sus limitaciones sirven como instrumento de protección social y formación de recursos humanos. Respecto de las condiciones necesarias para la creación de riqueza, la literatura reciente señala que la desigualdad puede perjudicar la acumulación de capital y el aumento de la productividad por diversas vías, como la polarización de la sociedad, el alza de los impuestos y el deterioro de las relaciones entre el capital y el trabajo 

(Solimano, 1998).8 

2. Derechos, instituciones y regímenes políticos 

Los derechos están estrechamente vinculados a los regímenes políticos, las instituciones y los movimientos sociales.9 Desde un punto de vista histórico, el movimiento en pro de los derechos políticos, que contó con el apoyo de sindicatos de trabajadores, de diversas organizaciones sociales y de partidos políticos generalmente de izquierda, puede considerarse una consecuencia de la expansión de la democracia. Derechos políticos como la libertad de expresarse, de formar partidos políticos y de elegir y ser elegido, y derechos civiles como la libertad de asociación, reunión y manifestación, la independencia de los medios y del poder judicial y la libertad de culto, son todos parte de la definición de democracia (Feng, 2003). Por lo tanto, cuando se habla de derechos políticos se hace referencia, implícitamente, a un determinado tipo de régimen de gobierno: la democracia. En el caso de los derechos económicos y sociales, la relación con el régimen político es, en principio, menos directa. Un régimen autoritario de derecha puede defender el derecho de propiedad, que es un derecho económico, pero infringir a la vez los derechos civiles y las libertades políticas. Por su parte, un régimen socialista clásico puede consagrar los derechos sociales a la educación, el empleo, la salud y otros, pero restringir los de propiedad y las libertades políticas. Por ende, aunque el concepto de “indivisibilidad de los derechos” pueda parecer atractivo como principio general, en la práctica el ejercicio de ciertos derechos ha estado condicionado al régimen político prevaleciente. 

Hay lazos entre la democracia y el ejercicio de los derechos económicos y sociales. Amartya Sen ha puesto de relieve que las hambrunas tienden a evitarse en regímenes democráticos, pero que suelen ocurrir en sistemas no democráticos (Sen, 1999). De hecho, en África, en las décadas de 1970 y 1980, se registraron hambrunas en Etiopía y Sudán y se evitaron en Botswana y Zimbabwe. Según Sen, el factor común en esa época era que en los cuatro países había descendido la producción de alimentos; la diferencia estribaba en que Botswana y Zimbabwe contaban con mecanismos para hacer efectivas las responsabilidades políticas y con prensa independiente, lo que forzó a las autoridades a conjurar hambrunas que, de producirse, las hubieran perjudicado mucho al momento de las elecciones. Aparentemente, esos mecanismos no existían en Etiopía y Sudán en esa época. Hacer efectivos los derechos trae aparejado un problema de agente. Hay un beneficiario (un principal) y se necesita una institución que le brinde el bien o servicio (un agente). Para que se haga efectivo el derecho a la atención de la salud, por ejemplo, tiene que haber una institución que preste servicios de salud; si esta no existe, el derecho se transforma en una categoría moral carente de sentido práctico. En los nuevos estudios basados en derechos se insiste en la necesidad de habilitar a los beneficiarios de los servicios sociales para que exijan mejoras de su calidad y participen en su diseño, prestación y evaluación. El principal propósito de las nuevas políticas sociales es el de abandonar las prácticas paternalistas y habilitar a los beneficiarios de los servicios para que exijan a las autoridades que haya rendición de cuentas.10

NOTAS

4  Es evidente que el progreso de las garantías en materia de derechos políticos en América Latina luego de la transición de los regímenes militares de los años setenta y ochenta a gobiernos elegidos por voto popular no ha sido secundado por una evolución similar de los derechos económicos y sociales. 

5  Véase en Cohen (1985) un análisis del principio de la soberanía individual efectuado desde una perspectiva neomarxista. 

6  Cohen (1985), Roemer (1989), Olin Wright (1998) y otros, son exponentes del marxismo analítico; véase Gargarella (1999).
7  Véase Hausermann (1998), Ferguson (1999), Ackerman (2004), Nankani (2004), Alsop y Norton (2004). 

8  El socialismo centralmente planificado se halla hoy en descrédito, ya que su desempeño histórico muestra que para alcanzar derechos económicos y sociales en torno a un proyecto de sociedad igualitaria 

se requirió la virtual eliminación de los derechos de propiedad privada y una fuerte restricción de los derechos políticos y las libertades que caracterizan a una democracia. En términos económicos, el experimento se tradujo, tras un período inicial de crecimiento con uso extensivo de recursos, en estancamiento y, por último, en la ex Unión Soviética y Europa oriental, en estancamiento económico seguido de desintegración política. En el marco del socialismo, la política social brindó un alto grado de protección en torno a un nivel de vida modesto. 
9  El concepto de derechos humanos y su puesta en práctica es el resultado de un proceso evolutivo. El derecho al sufragio se fue transformando con el tiempo. Aunque en la actualidad votar es un derecho universal, en el siglo XIX sólo lo tenían las personas con cierto nivel de riqueza. El derecho a voto de las mujeres fue posterior al de los hombres. Los derechos económicos y sociales también evolucionaron con el tiempo. En Estados Unidos y el Reino Unido, la seguridad social se creó en respuesta a las penurias y restricciones económicas que la gente tuvo que soportar durante la gran crisis de 1930 y la segunda guerra mundial. Tras las instituciones de seguridad social estaba implícito el convencimiento de que las personas, estén empleadas o no, tienen derecho como mínimo a un nivel básico de ingresos, y de que los ancianos no pueden quedar librados a su propia suerte después de una vida de trabajo. Lo que se desea destacar aquí es que los derechos son una construcción social que combina valores, creencias e instituciones sociales. 

10  Ackerman (2004) analiza tres casos de iniciativas de rendición de cuentas en proyectos sociales en Bangalore, India, Malawi, Indonesia y Perú. Algunos de estos proyectos están financiados y gestionados por organizaciones no gubernamentales o reciben apoyo del Banco Mundial. Dichas iniciativas se estructuran en torno a calificaciones o puntajes que asignan los ciudadanos y las comunidades (citizens scorecards y community scorecards) y a la rendición de cuentas de dichos proyectos. Con esta metodología se intenta conocer el grado de satisfacción de los destinatarios con la calidad de servicios sociales como transporte, telefonía, electricidad, agua y eliminación de desechos, que el Estado provee a nivel nacional, regional y local. El estudio de Ackerman evalúa las metodologías de puntajes desde una perspectiva de derechos humanos, sin duda más exigente que la de la mera satisfacción del consumidor. De hecho, la noción de consumidor debe reemplazarse por el concepto de ciudadano con derechos y deberes. De manera análoga, la información al consumidor debe ampliarse a la rendición de cuentas de los organismos públicos encargados de prestar servicios de manera eficaz y transparente. Asimismo, es preciso impulsar la participación social; identificar las estructuras de poder y organizar a los ciudadanos para que se hagan oír más e incidan en que las prestaciones sociales sean coherentes con sus derechos.

Material de Lectura
4. Piron, Laure-Hélène y Francis Watkins (2004): DFID Human Rights Review. A review of how DFID has integrated human rights into its work. Overseas Development Institute, Sistema Internacional e Interamericano de Derechos Humanos. Introducción extraída de http://www.crin.org 
Trad. PPia. 
2. Valor Agregado por los derechos humanos a la reducción de la pobreza 

Valor normativo

2.1 Los derechos humanos proveen un marco normativo, relevante para la reducción de la pobreza y el logro de las Metas de Desarrollo del Milenio, estableciendo estándares internacionales claros y clarificando tanto los derechos de los individuos como las obligaciones de los estados, basadas en el consenso internacional. Mediante el establecimiento de estándares mínimos y el resaltar de la dignidad básica de las personas, los derechos humanos llaman la atención sobre los temas importantes para las personas más pobres, y enfocan en la discriminación y el acceso a servicios para los grupos vulnerables y excluidos.

2.2 El marco internacional de derechos humanos usualmente se refleja a los niveles nacionales y regionales (por ejemplo en las Constituciones o en la legislación nacional). Provee las bases para el establecimiento de mecanismos que pueden garantizar la rendición de cuentas y auditabilidad del estado por sus acciones.

2.3 Un enfoque basado en derechos procura transformar las relaciones estado – sociedad, aumentando la auditabilidad del estado respecto de los pobres y empoderando a los ciudadanos para reclamar sus derechos, fortaleciendo el contrato social. Las personas y lugares en el centro de los procesos de desarrollo, ya no siendo vistos como beneficiarios con necesidades sino como ciudadanos activos con derechos y títulos.

2.4 Los derechos humanos hacen una contribución unica a debates políticos clave, como las estrategias para lograr las Metas de Desarrollo del Milenio, la relación entre crecimiento y desigualdad, y el cambio en la sociedad civil, desde la provisión de servicios hacia un abordaje de abogacía social. La perspectiva de derechos humanos puede liderar políticas de erradicación de la pobreza más efectivas, por ejemplo, a través de hacer notar que ciertos grupos pueden ser sistemáticamente excluidos de los beneficios del desarrollo debido a la discriminación.

Valor Analítico

2.5 Al nivel de los programas nacionales, los derechos humanos también proveen un marco analítico que puede ayudar a establecer objetivos de desarrollo y asistir en identificar las causas y características de la pobreza. Por ejemplo, en América Latina, un análisis de derechos humanos permitió a DFID identificar a la desigualdad como causa de la pobreza y la mayor barrera en la erradicación de la pobreza, influenciando el foco de las estrategias de paises.

2.6 Un análisis de derechos humanos propone temas tales como las relaciones de poder y la política, la capacidad de rendición de cuentas y auditabilidad del estado, las relaciones estado-sociedad, y la participación genuina en el centro de las estrategias e intervenciones nacionales.

2.7 Los derechos humanos proveen un marco para identificar quién tiene obligaciones específicas, y los estándares de derechos humanos (particularmente a los niveles nacionales) pueden asistir en establecer indicadores tangibles a ser logrados. Por ejemplo, los estándares constitucionales pueden ser usados para especificar estándares mínimos para la provisión de servicios y ayuda a identificar qué políticas e instituciones necesitan una reforma.

Valor Operacional
2.8 Algunas de las implicaciones operacionales de un enfoque basado en derechos son similares a los elementos clave de “buenas prácticas para el desarrollo”, como asegurar una participación amplia de las/os interesados. El valor de aplicar principios de derechos humanos en este contexto es que ellos aseguran un foco consistente en esos elementos, tal como mediante la articulación de la participación de las personas pobres en los procesos de desarrollo como ejercicio de un derecho y no como mera opinión.

2.9 Una perspectiva de derechos humanos enmarca las discusiones respecto a estándares acordados (internacionales, nacionales y locales) de modo que desafían el estatus quo a nivel operativo (por ejemplo, las OSC pueden apelar a estos estándares cuando están impulsando reformas locales).

2.10  Un enfoque basado en derechos humanos también resalta la importancia de vincular los esfuerzos del lado de la demanda con iniciativas del lado de la provisión, para construir capacidades estatales para respetar los estándares de derechos, vinculando así desarrollo social y consideraciones sobre governanza con temas tales como la rendición de cuentas.

2.11  La integración de una perspectiva de derechos humanos puede influenciar el diseño de instrumentos de ayuda para ganar un foco más agudo en los resultados para los pobres, y considerar los impactos positivos y negativos de la asistencia al desarrollo. Pueden promover innovaciones que involucren tanto a donantes como a gobiernos socios en un diálogo abierto alrededor de derechos humanos.

2.12  En orden de proveer un genuino valor operacional, el abordaje necesita ser puesto en práctica en la manera más apropiada para el contexto local, y no mediante la imposición de normas y valores externos. Ello puede requerir un análisis de derechos humanos implícitos antes que una instancia de abogacía explícita, o el trabajo a través de organizaciones internacionales antes que un abordaje bilateral.
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UNA APROXIMACIÓN AL ENFOQUE DE DERECHOS EN LAS ESTRATEGIAS Y POLÍTICAS DE DESARROLLO • VÍCTOR ABRAMOVICH

El presente artículo fue elaborado sobre la base del documento de igual título presentado en el seminario: “Derechos y desarrollo en América Latina: un seminario de trabajo”, organizado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la CEPAL (Santiago de Chile, 9 y 10 de diciembre de 2004). El documento completo puede consultarse en www.iadb.org.

El denominado “enfoque de derechos en las políticas y estrategias de desarrollo” considera el derecho internacional sobre los derechos humanos como un marco conceptual aceptado por la comunidad internacional, capaz de orientar el proceso de formulación, implementación y evaluación de políticas en el campo del desarrollo, y como una guía para la cooperación y la asistencia internacionales respecto a las obligaciones de los gobiernos donantes y receptores, el alcance de la participación social y los mecanismos de control y responsabilidad que se necesitan a nivel local e internacional. Este trabajo analiza algunos puntos de encuentro y desencuentro entre el ámbito del desarrollo y el de los derechos humanos y procura establecer algunas relaciones entre ciertos derechos fundamentales —como el derecho a la igualdad, a la participación política y al acceso a la justicia— y las nociones de inclusión,

participación y rendición de cuentas, usadas con frecuencia en las estrategias de desarrollo.

I

Relaciones y desencuentros entre desarrollo y derechos

Este trabajo examina algunos temas que son objeto de debate en el intento por establecer relaciones entre las políticas y estrategias nacionales e internacionales de desarrollo y el derecho internacional sobre derechos humanos, y expresa algunos puntos de vista sobre la pertinencia de este enfoque en el contexto político, social e institucional de América Latina. Recientemente, numerosas agencias de cooperación para el desarrollo e instituciones internacionales, como el Departamento de Desarrollo Internacional del Gobierno del Reino Unido (DFID), el Organismo Sueco de Cooperación para el Desarrollo Internacional (OSDI), el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, han planteado la necesidad de reforzar ese vínculo y desplegado importantes esfuerzos para ello. Así, han elaborado nuevos marcos conceptuales para sus estrategias de acción, procurando que esos marcos se basen en un conjunto de principios, reglas y estándares de derechos humanos.1

El denominado “enfoque de derechos en las políticas y estrategias de desarrollo” considera el derecho internacional sobre derechos humanos principalmente como un marco conceptual que es aceptado por la comunidad internacional y que puede ofrecer un sistema coherente de principios y reglas en el ámbito del desarrollo. También lo mira como una guía amplia acerca de: la forma de llevar a cabo el proceso de cooperación y asistencia; la participación social en ese proceso; las obligaciones de los gobiernos donantes y receptores; la manera de evaluar la asistencia, y los mecanismos de rendición de cuentas y responsabilidadque deberían establecerse a nivel local e internacional.

En tal sentido, uno de los principales aportes de este enfoque es dotar a las estrategias de desarrollo de un marco conceptual explícito, del cual puedan inferirse elementos valiosos para reflexionar sobre los diversos componentes de esa estrategia: los mecanismos de responsabilidad, la igualdad y la no discriminación, la participación y el otorgamiento de poder a los sectores postergados y excluidos. Ese marco conceptual podría contribuir además a definir con mayor precisión las obligaciones de los Estados frente a los principales derechos humanos involucrados en una estrategia de desarrollo, tanto económicos, sociales y culturales como civiles y políticos.

En líneas generales, el enfoque basado en derechos considera que el primer paso para otorgar poder a los sectores excluidos es reconocer que ellos son titulares de derechos que obligan al Estado. Al introducir este concepto se procura cambiar la lógica de los procesos de elaboración de políticas, para que el punto de partida no sea la existencia de personas con necesidades que deben ser asistidas, sino sujetos con derecho a demandar determinadas prestaciones y conductas.

Las acciones que se emprendan en este campo no son consideradas solo como el cumplimiento de mandatos morales o políticos, sino como la vía escogida para hacer efectivas las obligaciones jurídicas, imperativas y exigibles, impuestas por los tratados de derechos humanos. Los derechos demandan obligaciones y las obligaciones requieren mecanismos para hacerlas exigibles y darles cumplimiento.

Aunque los diversos marcos conceptuales sobre el enfoque de derechos parten de distintos fundamentos políticos y filosóficos, e incluso difieren a veces en las definiciones de pobreza, comparten la idea de que las situaciones de pobreza determinan que haya privación de algunas libertades básicas, positivas y también negativas, como la libertad de evitar el hambre, la enfermedad y el analfabetismo; y que la pobreza depende de factores tanto económicos como culturales, sociales, legales y políticos. Si bien la pobreza está relacionada con la insuficiencia de recursos económicos (de ingresos personales, por ejemplo) esto no significa forzosamente que los factores económicos sean los principales causantes de la pobreza. Ciertas prácticas culturales y algunos marcos políticos y jurídicos que facilitan o promueven la discriminación contra ciertos individuos o grupos, como las mujeres, los indígenas o las minorías étnicas, actúan como mecanismos de exclusión social que causan o contribuyen a causar pobreza.2

Los diversos marcos conceptuales no abordan todos los derechos, sino que procuran identificar aquellos que son fundamentales para las estrategias de desarrollo o de reducción de la pobreza, por tener relación constitutiva o instrumental con la pobreza. Así, por ejemplo, en ACNUDH (2004) se señalan tres diferentes formas de pertinencia de los derechos humanos en esas estrategias: la pertinencia constitutiva, la instrumental y la restrictiva respecto del contenido y el ámbito de las estrategias. Algunos derechos tienen pertinencia constitutiva cuando corresponden a capacidades consideradas básicas por la sociedad en cuestión y no se les da cumplimiento por insuficiencia de recursos económicos (por ejemplo, el derecho a la alimentación o el derecho a la salud). Otros derechos, como algunos civiles y políticos, tienen pertinencia instrumental porque contribuyen a evitar procesos sociales o políticos que pueden conducir a situaciones de pobreza. Así, la libertad de expresión y los derechos vinculados con el funcionamiento de democracias representativas, con elecciones periódicas y limpias, acotan las posibilidades de que la sociedad tolere situaciones de pobreza extrema (hambrunas, por ejemplo) sin exigir respuestas al gobierno o activar mecanismos para hacer efectiva la responsabilidad social o política. Hay también derechos que tienen pertinencia instrumental, porque facilitan procesos sociales de consulta y evaluación que son indispensables para definir políticas o estrategias destinadas a reducir la pobreza: se trata de los derechos de participación, de información y de asociación o reunión. Por último, ciertos derechos tienen utilidad para las estrategias cuando pueden restringir o limitar los tipos de acciones permisibles. Así, por ejemplo, aunque sería totalmente razonable que un país muy poblado pero con escasos recursos quisiera adoptar medidas de control demográfico como parte de su estrategia para reducir la pobreza, no sería admisible que adoptara medidas como la esterilización forzosa, que viola la integridad física y la intimidad de las personas. De tal modo, ciertos derechos, cuyo incumplimiento no es en sí causa de pobreza y cuya promoción talvez carezca de valor instrumental para las estrategias de desarrollo y reducción de la pobreza, pueden tener algún influjo en la orientación de las políticas al excluir ciertas opciones de intervención estatal por considerarse legalmente prohibidas. 

Al respecto, un elemento común de los diversos marcos conceptuales es su adopción del principio de interdependencia de los derechos civiles y políticos y de los derechos económicos, sociales y culturales, aunque ciertamente no todos los marcos ponen el mismo énfasis en las diferentes categorías de derechos.3

Los derechos que han de considerarse, así como las prioridades, se definen por lo general en función de las diversas estrategias de desarrollo y sin atribuir a priori la preeminencia de alguna categoría de derechos por sobre otra. Contribuye a esta visión el examen de un núcleo de obligaciones negativas y positivas comunes a todas las categorías de derechos, que se agrupan en tres niveles: obligaciones de respetar, de proteger y de cumplir. Los marcos conceptuales definen de partida, con mayor o menor detalle, las principales obligaciones que derivan de los derechos seleccionados como pertinentes a la estrategia de que se trate. Sobre la base de esas obligaciones fijan posibles metas e indicadores de desarrollo, como referencia para las metas e indicadores que habría que establecer en cada proceso participativo a nivel local.

Paradójicamente, pese a compartir la preocupación por muchos temas comunes, en particular referidos a la pobreza y la exclusión y a su relación con la dinámica de los procesos políticos y el funcionamiento de las instituciones democráticas, el campo de las políticas de desarrollo y el de los derechos humanos han ido por carriles paralelos, con pocos puntos de encuentro o conexión. Muchos de los conceptos habituales en el lenguaje del desarrollo, como la reducción de la pobreza, la participación, la inclusión, el buen gobierno y la responsabilidad y rendición de cuentas (accountability), se refieren a los mismos temas que en el campo de los derechos son descritos como el alcance de los derechos a la salud, a la alimentación, a la educación, a la libertad de expresión, a la participación política, a la igualdad y a la no discriminación y al acceso a la justicia, entre otros. En ocasiones, el lenguaje de los derechos ha sido considerado excesivamente político y poco neutral por algunas de las agencias de cooperación, e incluso es vetado por los mandatos de algunas instituciones financieras internacionales, como el Banco Mundial; sin embargo, esto no ha impedido que la agenda de esas instituciones aborde problemas de pobreza o de calidad institucional directamente vinculados con aquellos derechos.

Algunas críticas a la posibilidad de que las políticas de desarrollo asuman una lógica basada en los derechos cuestionan sobre todo la ambigüedad del contenido de las obligaciones que emanan de los derechos económicos, sociales y culturales. Ponen en duda asimismo que estos derechos puedan ser exigibles en igual grado que los derechos civiles y políticos. 4 También plantean que un enfoque de las políticas públicas basado en derechos puede resultar a veces demasiado rígido y, por ende, acotar de manera poco conveniente la discrecionalidad de quienes formulan las estrategias de desarrollo. Se volverá sobre este tema en la sección III. Sin embargo, antes cabe decir que hay un argumento de peso tras esas objeciones, pues la relación entre los derechos humanos —en especial los económicos, sociales y culturales— y las políticas públicas es una cuestión espinosa, que no cuenta aún con elaboraciones suficientemente sólidas y coherentes, ni en el derecho internacional, ni en el derecho constitucional de los países latinoamericanos.

Los derechos no dicen mucho acerca del contenido de las políticas, pero sí pueden decir algo sobre la orientación general de ellas y brindar un marco conceptual que guíe su formulación e implementación.

Los partidarios del enfoque basado en los derechos entienden que el cambio de perspectiva no implica modificaciones radicales o abruptas en las prácticas que las agencias de cooperación vienen realizando en los últimos años, pues rescatan los puntos de encuentro y sinergia entre el ámbito del desarrollo y el de los derechos humanos. Sostienen que las obligaciones que imponen los tratados de derechos humanos no son exorbitantes, ni le restan espacio a las políticas, sino que ponen de relieve las acciones mínimas que el Estado tiene el deber de realizar. Además, postulan que los principales aportes que hace el enfoque basado en derechos a las estrategias de desarrollo son la vinculación de los derechos con la entrega de poder a los sectores empobrecidos y el fortalecimiento de los mecanismos de responsabilidad mediante el uso de la “infraestructura institucional” internacional y nacional existente en el ámbito de los derechos humanos. Consideran también que los tratados de derechos humanos y su interpretación por los órganos internacionales brindan un marco explícito, claro, reconocido por todos los países y dotado de una fuerte legitimidad social y política, que indudablemente mejorará la eficacia de las estrategias de desarrollo y la posibilidad de articular a actores estatales y no estatales en el escenario local, nacional e internacional.

Es indudable que la adopción de este enfoque en las estrategias de desarrollo latinoamericanas podría contar con una sólida infraestructura. En la región, el concepto de derechos humanos surgió como un medio para imponer límites a formas abusivas de uso del poder por el Estado, como un decálogo de aquellas conductas que el Estado no debería tener. No torturar, no privar arbitrariamente de la vida, no entrometerse en la vida privada y familiar de las personas, no discriminar. 

Esta concepción estuvo signada por la resistencia a las dictaduras militares en el Cono Sur en la década de 1970 y en Centroamérica en la década de 1980.

En los últimos años, el cuerpo de principios, reglas y estándares que componen el derecho internacional sobre los derechos humanos ha fijado con mayor claridad no sólo las obligaciones negativas del Estado, sino también un cúmulo de obligaciones positivas. Esto significa que ha definido con mayor precisión no solo aquello que el Estado no debe hacer, a fin de evitar violaciones, sino también aquello que debe hacer para lograr la plena materialización de los derechos civiles y políticos y también económicos, sociales y culturales.

En tal sentido, los derechos humanos no son pensados hoy tan solo como un límite a la opresión y al autoritarismo, sino también como un programa que puede guiar u orientar las políticas públicas de los Estados y contribuir al fortalecimiento de las instituciones democráticas, particularmente en procesos de transición o en democracias deficitarias o débiles.

En los países latinoamericanos, muchas organizaciones de derechos humanos, además de realizar una férrea fiscalización de las acciones estatales, han iniciado diálogos fructíferos con los gobiernos tendientes a incidir en la orientación de sus políticas y lograr un mejor funcionamiento de las instituciones públicas.

Este cambio de perspectiva apunta a sumar, a la tradicional tarea de denunciar violaciones masivas o sistemáticas de derechos, una acción preventiva y de promoción capaz de evitar tales violaciones. En igual sentido, los órganos de supervisión internacional de derechos humanos, tanto a nivel universal como regional, han procurado no solo entregar reparaciones a las víctimas en casos particulares, sino también establecer un cuerpo de principios y estándares con el propósito de incidir en la calidad de los procesos democráticos y en los esfuerzos por llegar a tener sociedades más igualitarias e integradas.

Esta agenda de fortalecimiento institucional no ha estado siempre presente en el trabajo de supervisión internacional del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos, orientado a veces de manera exclusiva a ser el último recurso de justicia para víctimas de situaciones de violación masiva y sistemática de sus derechos. Sin embargo, dichosistema cuenta con herramientas de intervención que permiten mejorar apreciablemente su aporte conceptual a los procesos de formulación de políticas públicas a nivel nacional. Cabe destacar que las decisiones de los órganos del sistema en un caso particular tienen un valor heurístico, de interpretación de los tratados aplicables al conflicto, que trasciende a las víctimas afectadas en ese proceso. Tal jurisprudencia internacional suele ser utilizada además como guía para las decisiones que toman luego a nivel interno los tribunales nacionales, procurando así evitar que los Estados se vean expuestos a peticiones y eventuales condenas ante las instancias de supervisión internacional.

Este proceso de globalización de estándares enmateria de derechos humanos ha tenido una indudable incidencia en la transformación de los sistemas de justicia en los países de la región, y ha hecho que las autoridades estatales presten más atención a los principios y reglas que se instauran en el escenario interamericano. También ha contribuido a la paulatina conformación de una burocracia estatal interiorizada en el manejo de estos temas (oficinas y comisiones de derechos humanos, defensorías del pueblo y funcionarios especializados) que suele influir en algunos aspectos de la gestión pública. A veces, las decisiones adoptadas en un caso no se limitan a interpretar las normas de los tratados que rigen el sistema, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino que imponen también a los Estados obligaciones de formular políticas para reparar la situación que da origen a la petición. Esas obligaciones pueden consistir en cambios de las políticas existentes, reformas legales y, muchas veces, en la modificación de ciertos patrones de comportamiento de algunas instituciones del Estado que promueven violaciones (por ejemplo, violencia policial, abuso y tortura en las prisiones, aquiescencia del Estado frente a situaciones de violencia interna).

En el marco de los casos individuales, el sistema propicia habitualmente procesos de solución amistosa o negociaciones en las cuales los Estados muchas veces se avienen a implantar reformas institucionales.

Además, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos emite informes temáticos e informes por países y la Corte Interamericana de Derechos Humanos puede emitir opiniones consultivas, que sirven para examinar problemas concretos más allá de los casos contenciosos y para fijar el alcance de las obligaciones estatales que emanan de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de otros tratados de derechos humanos aplicables en el sistema interamericano.

La jurisprudencia y las interpretaciones de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos, tanto de la Comisión como de la Corte, han contribuido de manera decisiva a la introducción de importantes reformas en el funcionamiento y la accesibilidad de los sistemas de justicia, a un mayor respeto de la libertad de expresión y el acceso a la información pública, a la derogación de normas que discriminan a las mujeres, y al reconocimiento de los derechos de pueblos indígenas a sus tierras ancestrales y a la participación política, entre otras cuestiones medulares para el desarrollo de los países de la región (Méndez y Mariezcurrena, 2000).

En definitiva, como anticipamos, en el ámbito del desarrollo el valor agregado o el potencial aporte del enfoque basado en derechos puede ser diverso y mostrar importantes diferencias, según consideremos el punto de vista y los intereses de los distintos actores involucrados en las estrategias de desarrollo: las agencias de cooperación y las instituciones que financian políticas de desarrollo, los Estados y otros donantes y receptores y los diversos actores sociales y políticos involucrados. Por lo demás, este enfoque incidirá en diversos grados en el contenido y la orientación de las políticas públicas y en su elaboración, implementación y evaluación. Siendo así, este trabajo no pretende llegar a conclusiones definitivas sobre el posible encuentro entre desarrollo y derechos humanos. Solo intenta explorar las áreas en las que es posible lograr más articulación y sinergia, y reflexionar brevemente en torno a algunas de las objeciones que se han formulado al enfoque basado en derechos.

Aquí se comenzará por analizar lo que significa el reconocimiento de derechos y su relación con el otorgamiento de poder a los sectores excluidos; luego se examinará la relación entre los derechos humanos, las obligaciones que emergen de ellos y las políticas públicas, con especial referencia a los derechos económicos, sociales y culturales. Por último, se procurará relacionar tres temas básicos en una estrategia de desarrollo —la inclusión, la participación y la responsabilidad— con algunos debates jurídicos que se dan en la región en el ámbito de los derechos humanos y que tienen que ver con el alcance del derecho a la igualdad y la no discriminación, con la participación social y política y con el acceso a la justicia.

II

La lógica de los derechos, la creación de poderes y los mecanismos de cumplimiento

La idea esencial tras la adopción de un enfoque de derechos humanos en el ámbito del desarrollo y la reducción de la pobreza es que las políticas e instituciones que tienen por finalidad impulsar estrategias en esa dirección se deben basar explícitamente en las normas y principios establecidos en el derecho internacional sobre derechos humanos. El derecho internacional brinda así un marco normativo explícito e imperativo que guía u orienta la formulación de políticas y estrategias nacionales e internacionales.

En las estrategias de desarrollo y de reducción de la pobreza se ha reconocido ampliamente la importancia de dotar de poder a los sectores pobres y excluidos.

El enfoque de derechos humanos apunta esencialmente a otorgar ese poder por la vía del reconocimiento de derechos. Una vez introducido este concepto en el contexto de la adopción de políticas, el punto de partida para formular una política ya no es la existencia de ciertos sectores sociales que tienen necesidades insatisfechas, sino fundamentalmente la existencia de personas que tienen derechos que pueden exigir o demandar, esto es, atribuciones que dan origen a obligaciones jurídicas para otros y, por consiguiente, al establecimiento de mecanismos de tutela, garantía o responsabilidad.

Se procura cambiar así la lógica de la relación entre el Estado —o los prestadores de bienes y servicios—, y los futuros beneficiarios de las políticas.

Ya no se trata solo de personas con necesidades, que reciben beneficios asistenciales o prestaciones discrecionales, sino de titulares de derechos que tienen el poder jurídico y social de exigir del Estado ciertos comportamientos.5

Antes de adentrarnos en el debate específico sobre el sentido y alcance de un enfoque basado en derechos, es útil preguntarse qué significa tener un derecho y cuáles son las principales connotaciones del uso del lenguaje de los derechos en el campo de las políticas de desarrollo y de reducción de la pobreza. Aunque el lenguaje de los derechos tiene de por sí un valor ético y político, y puede fortalecer las demandas sociales frente a situaciones de inequidad, sus implicancias concretas en las relaciones sociales no siempre se consideran adecuadamente, con lo cual se corre el riesgo de utilizar una retórica de los derechos que luego no logre satisfacer las expectativas mínimas que este concepto puede legítimamente ocasionar.6 El reconocimiento de derechos impone habitualmente la necesidad de establecer medidas judiciales o de otro tipo que permitan al titular del derecho reclamar ante una autoridad judicial u otra con similar independencia, si el sujeto obligado no da cumplimiento a su obligación. Esto quiere decir que el enfoque basado en derechos establece obligaciones correlativas cuyo incumplimiento activará diferentes mecanismos de responsabilidad o de garantías. Por lo tanto, el reconocimiento de derechos es también el reconocimiento de un ámbito de poder para sus titulares y en ese sentido puede ser una forma de restablecer equilibrios en el marco de situaciones sociales marcadamente dispares. Es indudable también que el reconocimiento de derechos limita de alguna manera el margen de acción de los sujetos obligados, entre ellos el Estado, pues define en cierta medida, y en sentido amplio, lo que el obligado puede y no puede hacer.

Es interesante analizar este punto en relación con los derechos económicos, sociales y culturales y sus técnicas de garantía o protección, pues habitualmente se objeta que se les reconozca como derechos precisamente porque se teme que al plantear ciertas cuestiones sociales en el plano jurídico se pueda restar espacio a la política, constriñendo el margen de acción de los Estados para adoptar estrategias efectivas de mitigación de la pobreza y de impulso al desarrollo. En la sección siguiente se abordará de manera sintética ese tema. Sin embargo, cabe decir aquí que para el enfoque basado en derechos es fundamental partir del reconocimiento de una relación directa entre el derecho, la obligación correlativa y la garantía, pues ella sin duda influirá en el establecimiento de un marco conceptual para la formulación e implementación de políticas públicas y de mecanismos de rendición de cuentas o responsabilidad que puedan considerarse compatibles con la noción de derechos. En definitiva, el lenguaje de derechos en las estrategias de desarrollo exige identificar algún tipo de mecanismo de seguimiento y responsabilidad que involucre a los actores del proceso de definición de políticas.7

III

Obligaciones comunes en las diferentes categorías de derechos y margen para definir las políticas públicas y estrategias de desarrollo

Ahora bien, aunque el enfoque basado en derechos establece un marco conceptual para la formulación y evaluación de las políticas y estrategias de desarrollo, no debería conducir a acotar o limitar excesivamente el margen de acción de los gobiernos en la tarea de formular esas políticas. No se trata de imponer a los Estados ni a los sujetos obligados una determinada manera de hacer las cosas, ni de cercenar mediante esquemas rígidos o inflexibles la creatividad de quienes definen políticas y estrategias. La idea que prevalece es que cada Estado debe ser dueño de su estrategia, lo que sugiere cierta relación entre la idea de “propiedad del Estado”, afianzada en el ámbito del desarrollo, y el derecho de autodeterminación. La materialización de los derechos humanos en el marco de las políticas y estrategias de desarrollo puede alcanzarse por caminos diversos. De este modo, los sistemas de libre mercado, o con mayor participación estatal en la economía, pueden cumplir con los mandatos del derecho internacional sobre los derechos humanos.

En tal sentido, esos derechos no siempre imponen acciones concretas, sino tipos de obligaciones que si bien constituyen una orientación, un camino que debe transitarse, un marco para las definiciones, dejan al Estado o a los sujetos obligados un amplio espacio de discrecionalidad para elegir las medidas específicas destinadas a hacer efectivos esos derechos. Así sucede tanto con los derechos civiles y políticos como con los derechos económicos, sociales y culturales, todos los cuales traen consigo un conjunto de obligaciones negativas y positivas.

Lo señalado es importante como punto de partida para matizar las críticas a la posibilidad de exigir plenamente los derechos sociales o a que haya imposiciones exorbitantes a la acción política. Desde esta perspectiva, las diferencias entre derechos civiles y políticos y derechos económicos, sociales y culturales son de grado, y no de sustancia.8 Cabe reconocer que la faceta más visible de los derechos económicos, sociales y culturales son las obligaciones de hacer, y es por ello que a veces se los denomina “derechos-prestación”.

Sin embargo, cuando se observa la estructura de estos derechos es fácil descubrir la existencia concomitante de obligaciones de no hacer: el derecho a la salud conlleva la obligación estatal de no dañar la salud; el derecho a la educación supone la obligación de no empeorar la educación; el derecho a la preservación del patrimonio cultural implica la obligación de no destruir el patrimonio cultural. Es por ello que muchas de las medidas tendientes a la aplicación judicial de los derechos económicos, sociales y culturales se dirigen a corregir la actividad estatal cuando esta incumple obligaciones de no hacer. En suma, los derechos económicos, sociales y culturales también pueden describirse como un complejo de obligaciones positivas y negativas del Estado, aunque en este caso las obligaciones positivas revistan una importancia simbólica mayor para identificarlos.

Además, ha variado de tal modo la concepción teórica e incluso la regulación jurídica concreta de varios derechos civiles tradicionalmente considerados “derechos-autonomía” o derechos generadores de obligaciones negativas del Estado, que algunos de los derechos descritos clásicamente como “civiles y políticos” han adquirido un indudable cariz social. La pérdida del carácter absoluto del derecho de propiedad, sobre la base de consideraciones sociales, es el ejemplomás cabal al respecto, aunque no el único.9 Las actuales tendencias del derecho de daños asignan un lugar central a la distribución social de riesgos y beneficios como criterio para definir la obligación de reparar.

El impetuoso surgimiento de un derecho del consumo ha transformado sustancialmente los vínculos contractuales cuando tienen que ver con la relación consumidores y usuarios. La consideración tradicional de la libertad de expresión y prensa ha adquirido dimensiones sociales que cobran cuerpo al formularse la libertad de información como un derecho de todo miembro de la sociedad que comprende en ciertas circunstancias la obligación positiva de producir información pública. La libertad de empresa y de comercio resulta condicionada cuando su objeto o desarrollo afecta la salud o el medio ambiente. En suma, muchos derechos tradicionalmente incluidos entre los derechos civiles y políticos han sido reinterpretados en clave social, de modo que las distinciones absolutas también pierden sentido en estos casos. La jurisprudencia de los órganos de protección internacional de los derechos humanos, en especial el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ha establecido la obligación positiva de los Estados de remover los obstáculos sociales que impiden el acceso a la jurisdicción, de tomar medidas apropiadas para evitar que las alteraciones ambientales puedan constituir una violación del derecho a la vida privada y familiar, y de llevar a cabo acciones afirmativas para evitar riesgos previsibles y evitables que puedan afectar el derecho a la vida.

Podría decirse entonces que la adscripción de un derecho al catálogo de derechos civiles y políticos o al de derechos económicos, sociales y culturales tiene un valor heurístico, ordenador, clasificatorio, pero que una conceptualización más rigurosa llevaría a admitir un continuum de derechos, en el cual el lugar de cada uno de ellos estaría determinado por el peso simbólico del componente de obligaciones positivas o negativas que lo caracterizaran.

En línea con lo dicho, autores como Van Hoof o Eide10 proponen un esquema interpretativo que señala los “niveles” de obligaciones estatales que caracterizarían el complejo de obligaciones que identificaría a cada derecho, independientemente de su adscripción al conjunto de derechos civiles y políticos o al de derechos económicos, sociales y culturales. Según la propuesta de Van Hoof,11 por ejemplo, cabría discernir cuatro “niveles”: obligaciones de respetar, obligaciones de proteger, obligaciones de garantizar y obligaciones de promover el derecho en cuestión. Las obligaciones de respetar se definen por el deber del Estado de no injerir, obstaculizar o impedir el acceso al goce de los bienes que constituyen el objeto del derecho. Las obligaciones de proteger consisten en impedir que terceros injieran, obstaculicen o impidan el acceso a esos bienes. Las obligaciones de garantizar suponen asegurar que el titular del derecho acceda al bien cuando no puede hacerlo por sí mismo. Las obligaciones de promover se caracterizan por el deber de desarrollar condiciones para que los titulares del derecho accedan albien.

Como puede apreciarse, el esquema de “niveles”de obligaciones es perfectamente aplicable a todo el espectro de derechos, sean estos clasificados como derechos civiles y políticos, o como derechos económicos, sociales y culturales.

Cabe reiterar que es incorrecta la concepción de los derechos económicos, sociales y culturales como derechos que establecen exclusivamente obligaciones positivas. Tanto los derechos civiles y políticos como los económicos, sociales y culturales constituyen un complejo de obligaciones positivas y negativas. Las obligaciones negativas son las que tiene el Estado de abstenerse de realizar cierta actividad: no impedir la expresión o difusión de ideas, no violar la correspondencia, no detener arbitrariamente, no impedir que unapersona se afilie a un sindicato, no intervenir en casode huelga, no empeorar el estado de salud de la población, no impedir que una persona acceda a la educación.

En cuanto a las obligaciones positivas, convieneestablecer algunas distinciones, que nos darán la pauta del tipo de medidas que pueden exigirse. Con cierto automatismo, se suele vincular directamente las obligaciones positivas del Estado con la obligación de disponer de fondos. No cabe duda de que esta es una de las formas más características de cumplir con obligaciones de hacer o de dar, en especial en campos como la salud, la educación o el acceso a la vivienda.

Sin embargo, las obligaciones positivas no se agotan con el solo hecho de disponer de reservas presupuestarias para ofrecer una prestación. Las obligaciones de proveer servicios pueden caracterizarse por el establecimiento de una relación directa entre el Estado y el beneficiario de la prestación. El Estado puede, sin embargo, asegurar el goce de un derecho a través de otros medios, en los que pueden tomar parte activa otros sujetos obligados. Las formas que pueden adoptar las medidas estatales de cumplimiento de las obligaciones positivas son múltiples: entre otras, la organización de un servicio público (por ejemplo, el funcionamiento de tribunales, lo que asegura el derecho a la jurisdicción; la provisión de cargos de defensor oficial, que asegura el derecho a defensa en juicio a quienes no pueden pagar un abogado particular; o la organización del sistema educativo público); la oferta de programas de desarrollo y capacitación; el establecimiento de formas escalonadas de cobertura público/privada (por ejemplo, organizando formas privadas de aporte para mantener obras sociales que cubran el derecho a la salud de las personas empleadas y sus familias, y estableciendo un sistema público de salud que cubra el derecho de las personas no amparadas por la estructura de empleo); la gestión pública de créditos diferenciados (por ejemplo, créditos hipotecarios para vivienda); la entrega de subsidios; la realización de obras públicas, y el otorgamiento de beneficios o exenciones de carácter tributario.

Se ve así que la lógica de derechos no restringe las opciones de políticas públicas abiertas al gobierno para cumplir con sus obligaciones. Los Estados tienen un margen importante de autonomía para decidir las medidas específicas que adoptarán con el fin de hacer efectivos los derechos, lo que es esencial para compatibilizar el enfoque basado en derechos con los procesos nacionales de definición de estrategias de desarrollo y de reducción de la pobreza.

Los instrumentos internacionales fijan estándares encaminados a orientar las políticas públicas, los que luego van a ser la norma en que se basarán las intervenciones de los mecanismos de supervisión —o posiblemente del poder judicial— para verificar si las políticas y medidas adoptadas se ajustan o no a ellos (por ejemplo, estándares de “razonabilidad”, “adecuación”, “progresividad” o “igualdad”, o de contenidos mínimos que pueden venir dados por las propias normas internacionales que establecen derechos). Por lo tanto, el derecho internacional de los derechos humanos no formula políticas, sino que establece estándares que sirven de marco a las políticas que cada Estado efine. Ni los mecanismos de supervisión ni los jueces de ser ese el caso) tienen la tarea de elaborar políticas públicas; lo que deben hacer es confrontar las políticas adoptadas con los estándares jurídicos aplicables y —en caso de hallar divergencias reenviar el caso a los poderes pertinentes para que ellos ajusten su actividad en consecuencia.

Por lo demás, las políticas incorrectas o fallidas no siempre desembocan en el incumplimiento de derechos; esto solo ocurrirá cuando el Estado haya dejado de cumplir con alguna de las obligaciones asumidas. Por el contrario, puede haber políticas exitosas en el logro de sus objetivos pero que consagren la vulneración de derechos.

Es indudable, sin embargo, que los derechos fijan marcos para la definición de políticas y de este modo inciden no solo en sus contenidos u orientación, sino también en su elaboración e implementación. Para justificar este aserto parece adecuado vincular algunos debates jurídicos que tienen lugar en América Latina sobre algunos derechos fundamentales —como los de igualdad y no discriminación, de participación política y de acceso a la justicia— con algunos de los problemas que plantea la aplicación de ciertos principios medulares que guían las estrategias y políticas públicas de desarrollo, como los de inclusión, de participación y de responsabilidad.

IV

El principio de inclusión y los estándare sobre igualdad y no discriminación

El principio de inclusión que suele regir las políticas de desarrollo puede resultar enriquecido si se le vincula con los estándares legales sobre igualdad y no discriminación.

En esta materia, el derecho internacional sobre los derechos humanos puede aportar conceptos más claros que sirvan como parámetros para definir y evaluar políticas públicas. No solo se requiere del Estado una obligación de no discriminar, sino también en algunos casos la adopción de medidas afirmativas para garantizar la inclusión de grupos o sectores de la población tradicionalmente discriminados. Si bien la mayoría de los países de la región ha suscrito los principales tratados de derechos humanos que establecen normas sobre igualdad y no discriminación, es importante recuperar el camino que el sistema interamericano de derechos humanos ha trazado en este tema. Así, en el Caso Morales de Sierra, al interpretar el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que se refiere a la igualdad ante la ley, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos estableció el principio de que ciertas formas de diferencia o distinción en el trato (por ejemplo, las que se basan en la raza o en ser mujer) resultan fuertemente sospechosas de ilegalidad, y que el Estado tiene que brindar razones de mucho peso para justificarlas. Cuando la distinción obedezca a algunos de los factores o categorías que despiertan sospechas (raza, sexo, origen nacional) la norma o la política que los utiliza será sometida a un “escrutinio estricto”. El caso citado demuestra la potencialidad del sistema, pues obligó a Guatemala a reformar

su código civil, que otorgaba al esposo la administración exclusiva de la sociedad conyugal e imponía fuertes limitaciones al trabajo fuera del hogar de la mujer casada.12 El mismo criterio es aplicable a los trabajadores inmigrantes en el ámbito de las relaciones laborales.13  Esto tiene enorme relevancia política, dada la situación de ciertos sectores sociales que han sido claramente víctimas de procesos históricos de discriminación y exclusión, como los pueblos indígenas en la zona andina o la población negra en Brasil.14

La importancia de lo sucedido radica en que el sistema interamericano no recogió solo una noción formal de igualdad, limitada a exigir criterios de distinción objetivos y razonables y a prohibir diferencias de trato irrazonables, caprichosas o arbitrarias, sino que avanzó hacia un concepto de igualdad material o estructural, que parte del reconocimiento de que ciertos sectores de la población requieren medidas especiales de equiparación. Esto implica la necesidad de dar un trato diferenciado cuando, por las circunstancias que afectan a un grupo en desventaja, la igualdad de trato supone coartar o empeorar el acceso a un servicio o un bien, o el ejercicio de un derecho.15 El concepto de igualdad material es una herramienta de enormes potencialidades, tanto para examinar las normas que reconocen derechos como para orientar las políticas públicas que pueden garantizarlos o que a veces pueden afectarlos. Con respecto a determinadas personas que integran grupos vulnerables o susceptibles de ser discriminados en sus derechos económicos, sociales y culturales, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas) ha establecido que el Estado tiene la obligación de aprobar normas que los protejan de esa discriminación y adoptar medidas especiales que incluyan políticas activas de protección.

Por lo demás, una de las principales obligaciones del Estado es la de identificar los grupos que en un determinado momento histórico necesitan atención prioritaria o especial para el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, e incorporar en sus planes de acción medidas concretas para proteger a esos grupos. Así lo ha establecido, por ejemplo, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales respecto a varios derechos, en especial los relativos a la vivienda y a la salud pública. Por lo tanto, el Estado, además de identificar los sectores tradicionalmente discriminados en el acceso a determinados derechos, deberá definir, antes de formular sus planes o políticas en el área social, cuáles son los sectores que requieren atención prioritaria (por ejemplo, los habitantes de determinada área geográfica del país, o las personas de determinado grupo etario) y tomar medidas para compensarlos o para fortalecer sus derechos.

La obligación del Estado de adoptar medidas afirmativas para resguardar el ejercicio de derechos sociales tiene importantes connotaciones (por ejemplo, respecto el tipo de información estadística que debe producir).

Elaborar información debidamente desagregada para identificar los sectores desaventajados o postergados en el ejercicio de sus derechos no solo contribuye a garantizar la eficacia de una política pública, sino que es indispensable para que el Estado pueda cumplir con su deber de brindar a estos sectores atención especial y prioritaria.

El principio de igualdad y no discriminación influirá en los criterios para distribuir los presupuestos y el gasto social. La discriminación en el acceso a derechos puede provenir, por ejemplo, de la disparidad entre regiones geográficas. En algunos países latinoamericanos, los procesos de descentralización de la educación pública y la salud han agudizado la inequidad en el acceso a servicios públicos de calidad equiparable entre los habitantes de diferentes regiones geográficas.

Un interesante ejercicio para medir la utilidad del enfoque basado en derechos es examinar el impacto de esas políticas públicas a la luz de los estándares internacionales sobre igualdad y no discriminación. En tal sentido, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado que la existencia de disparidades agudas en las políticas de gasto, que conduzcan a una educación de distinta calidad para habitantes de lugares diferentes, puede constituir una discriminación en los términos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

V

El principio de participación y su relación con los derechos civiles y políticos

El principio de participación es clave en las estrategias y políticas de desarrollo como un método para identificar necesidades y prioridades a nivel local o comunitario.

Este principio medular de participación puede ser precisado por su vínculo con el ejercicio de determinados derechos civiles y políticos y, en especial, por las definiciones sobre el contenido y alcance de algunos de estos derechos en las instancias de protección internacional de los derechos humanos. Existen además algunos derechos concretos de participación y consulta en los procesos de decisión de políticas públicas que están directamente definidos en normas internacionales o constitucionales.

Es primordial entonces analizar en qué medida ciertos sectores, que son objeto de discriminación o exclusión social en América Latina y que suelen definirse como los beneficiarios de las medidas aplicadas en el ámbito del desarrollo, tienen especial dificultad para ejercer algunos de esos derechos, ya que esto limita severamente el éxito de los mecanismos formales de consulta y participación que establecen habitualmente las estrategias de desarrollo.

No cabe duda de que la participación política necesaria en el marco de un proceso democrático va más allá de la existencia de un sistema institucionalizado de elecciones periódicas y limpias. Es fundamental que haya la posibilidad de ejercer algunos otros derechos que son en cierto modo requisitos para que un proceso democrático funcione con alguna regularidad: el derecho de asociación y de reunión, la libertad sindical, la libertad de expresión y el derecho de acceder a la información, entre otros. La posibilidad real de poner en práctica tales derechos determinará que los sectores más pobres puedan influir en los procesos políticos y en la orientación de las decisiones gubernamentales, pero estará a su vez condicionada o limitada por el grado en que esos sectores estén en condiciones de hacer efectivos sus derechos económicos, sociales y culturales.

Muy importante para garantizar la participación social de los sectores empobrecidos y el ejercicio de sus derechos sociales básicos es el derecho de asociación y en especial la libertad sindical. La entrada en vigencia del Protocolo de San Salvador le ha dado al sistema interamericano la posibilidad de examinar casos sobre libertad sindical (incluidos el derecho de huelga y el de negociación colectiva) provenientes de la mayoría de los países latinoamericanos y de establecer en esta materia jurisprudencia uniforme y de cumplimiento obligatorio en toda la región. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, por lo demás, ya se pronunció en un caso sobre libertad sindical, de anamá.16

Otro aspecto central en América Latina, que vincula a los sectores excluidos con la participación política, es el alcance de los derechos de reunión y expresión frente a la práctica de algunos países de imponer limitaciones a las manifestaciones públicas. La Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en un reciente informe, ha procurado equilibrar los derechos civiles en juego y el interés del Estado de mantener el orden público, fijando como principio que la criminalización (es decir, el uso de figuras penales para perseguir acciones de protesta social) debe ser un último recurso y utilizarse solo si se ha acreditado un interés público imperativo.

En tal sentido, un tema que ha preocupado al sistema interamericano es el del ejercicio del derecho de los pueblos indígenas a ser consultados sobre políticas que puedan afectar sus territorios culturales, como las que se traducen en explotaciones económicas y de recursos naturales, y a dialogar con las instancias del Estado y otros actores sociales a través de sus propias representaciones políticas (Aylwin, 2004, pp. 153-222).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que es obligación de los Estados disponer mecanismos adecuados de participación y consulta de los pueblos indígenas respecto de aquellas decisiones que puedan incidir en el uso de sus recursos naturales o alterar de alguna manera sus territorios ancestrales.17

También sostuvo la Corte la obligación de los Estados de adoptar medidas positivas para garantizar que los miembros de las comunidades indígenas puedan participar, en condiciones de igualdad, en la toma de decisiones sobre asuntos y políticas que incidan o puedan incidir en sus derechos y en el desarrollo de dichas comunidades, de forma tal que puedan integrarse a las instituciones y órganos estatales y participar en la dirección de los asuntos públicos de manera directa y proporcional a sus poblaciones, desde sus propias instituciones políticas y de acuerdo con sus valores, usos, costumbres y formas de organización.18

Para incluir a todos los sectores de la sociedad en los procesos políticos y sociales de desarrollo se requiere como herramienta fundamental un adecuado acceso a la información pública y un caudal de información disponible que brinde elementos para evaluar y fiscalizar las políticas y decisiones que los afectan directamente. Si bien el acceso a la información es un principio claro en las estrategias de desarrollo, una mirada desde los derechos talvez permita orientar mejor las políticas de transparencia y presionar a favor de los cambios institucionales necesarios en los distintos países de la región. Paradójicamente, pese a que la mayoría de estos países han ratificado los principales instrumentos internacionales que consagran derechos civiles, muy pocos cuentan con leyes sobre el acceso a la información pública y normas internas que vayan más allá de los estándares jurídicos mínimos sobre este tema. Recientemente se han elaborado valiosos documentos que procuran establecer el alcance del derecho fundamental a acceder a información en poder del Estado, consagrado en el derecho internacional sobre los derechos humanos. Entre esos trabajos es importante el que elaboró la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a partir del artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues sirve como parámetro al que deberían ajustarse las leyes sobre acceso a la información pública en los países de la región.

VI

El principio de rendición de cuentas y responsabilidad y los mecanismos para hacer exigibles los derechos

Para explorar las potencialidades de la relación entre derechos y políticas de desarrollo es indispensable considerar los mecanismos de rendición de cuentas y de responsabilidad. Ello porque la lógica de los derechos implica necesariamente, como ya se ha dicho, que existan mecanismos para hacerlos exigibles. Esos mecanismos contribuyen a reforzar los espacios de fiscalización de las políticas, los servicios públicos y las acciones tanto de los gobiernos como de los demás actores sociales involucrados en las estrategias de desarrollo.

Cuando se habla aquí de mecanismos para hacer exigibles los derechos no se hace referencia solo a los sistemas de administración de justicia, aun cuando estos tengan un papel muy importante: se incorporan asimismo en el concepto, entre otros instrumentos, los procedimientos administrativos de revisión de decisiones y de fiscalización ciudadana de las políticas, los espacios de reclamo para usuarios y consumidores, las instancias parlamentarias de fiscalización política y las instituciones especializadas que resguardan derechos fundamentales (defensorías del pueblo, oficinas de protección de consumidores y defensa de la competencia, etc.). También se consideran particularmente los sistemas de protección de derechos que funcionan a nivel internacional, como el Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos y los comités y relatorías temáticas de las Naciones Unidas, entre otros. Es claro que la idoneidad de los diversos mecanismos para fiscalizar políticas públicas y exigir que estas respeten derechos depende no solo de sus características institucionales, sino también de su apropiación por las organizaciones sociales y de la existencia en la sociedad civil de actores con vocación y recursos para utilizarlos. A continuación se pondrán de relieve algunos aspectos que merecen ser analizados.

Las normas internacionales sobre los derechos humanos son bastante precisas respecto al derecho de contar con recursos judiciales y de otra índole que sean idóneos y eficaces para demandar por la vulneración de derechos fundamentales. El Estado no solo tiene la obligación (negativa) de no impedir el acceso a esos recursos, sino fundamentalmente la obligación (positiva) de organizar el aparato institucional de modo que todos, y en especial quienes se encuentran en situación de pobreza o exclusión, puedan acceder a esos recursos.

Para cumplir con su cometido deberá eliminar los obstáculos sociales o económicos que impidan o limiten el acceso a la justicia, incluso brindando en ciertos casos asesoramiento jurídico o estableciendo sistemas que eximan de gastos.

Ante todo, es preciso tener en cuenta que las políticas sociales e incluso las prestaciones estatales en educación y salud no han estado guiadas en su organización y funcionamiento por la lógica de los derechos.

Por el contrario, las prestaciones se han organizado y brindado mayormente conforme a la lógica inversa, la de los beneficios asistenciales, de modo que este campo de acción de las administraciones públicas —salvo algunos controles institucionales— ha quedado tradicionalmente reservado a la discrecionalidad política. El tema es complejo y difícilmente puede entenderse de igual manera en todos los países de la región. La ampliación de las funciones sociales del Estado –en áreas como salud, vivienda, educación, trabajo, seguridad social, consumo o el fomento de la participación de grupos sociales desaventajados– no se ha traducido necesariamente, desde el punto de vista técnico, en la configuración concreta de derechos.

En muchos casos, el Estado asumió esas funciones a partir de intervenciones discrecionales o de formas de organización de su actividad —como la provisión de servicios públicos, o la elaboración de programas o planes sociales focalizados— cuyo efecto social y económico no se destina particularmente a sujetos titulares de derechos, sean estos individuales o colectivos.

Lo que sucede es que a menudo el Estado ha subordinado a su propia discrecionalidad y al manejo clientelista las prestaciones o intervenciones que las constituciones o pactos de derechos humanos proyectan como derechos.19 Sin embargo, no hay imposibilidad teórica o práctica de configurar derechos exigibles también en estos campos, de modo de sumar a los mecanismos de fiscalización institucionales, administrativos o políticos, el control que puedan ejercer sobre los prestadores o funcionarios las personas que ejercen derechos vinculados a esas prestaciones sociales.

El reconocimiento de derechos en las constituciones y en los tratados está destinado a imponer obligaciones a los poderes públicos, por lo cual justamente es preciso reclamar la configuración de esos derechos exigibles. No hay motivos que impidan reconocer la posibilidad, en el plano de las políticas sociales, de demandar derechos civiles como el de igualdad y no discriminación y de acceso a la información, y derechos sociales que fijen marcos y estándares mínimos a esas políticas. Es indudable que la inclusión de una perspectiva de los derechos en la formulación de los planes debe conducir a que en su ingeniería institucional se consideren los criterios básicos del debido proceso: entre otros, un plazo razonable; el derecho a una decisión fundada; el derecho a revisión por una instancia independiente, que a la larga puede ser la judicial; el derecho a ser informado de los recursos disponibles, y el principio de igualdad de armas.20

En el ámbito europeo hay algunas experiencias destacadas de creación de marcos conceptuales sobre el acceso a la justicia y el respeto a los derechos sociales, que sirven como parámetro para la supervisión por órganos comunitarios europeos del funcionamiento de los servicios y políticas sociales nacionales.21 Marcos de esta índole podrían elaborarse también en el ámbito latinoamericano, a la luz de los estándares del sistema interamericano.

Al mismo tiempo, el reconocimiento de que esas políticas y servicios responden al ejercicio de derechos económicos, sociales y culturales implicará también reconocer mecanismos adecuados para reclamar estos derechos de índole individual y colectiva. Este tema debería tener una importancia crucial en la agenda de reformas judiciales en la región, para reforzar el acceso a la jurisdicción y la participación social en la fiscalización de las políticas estatales y de los actos de agentes privados que afectan el ejercicio de aquellos derechos básicos. Cabe señalar al respecto, como mecanismo de acceso a la justicia en temas vinculados con las políticas de desarrollo y de reducción de la pobreza, aquellas acciones de amparo colectivo o acciones de clase que permiten discutir la legalidad de ciertos aspectos de las políticas públicas sociales o de las prestaciones de los servicios públicos, sobre la base de estándares constitucionales o internacionales. Con tales acciones, algunas organizaciones ambientales, de usuarios, pueblos indígenas y organizaciones de mujeres y de derechos humanos han logrado influir en la orientación de políticas sociales; fiscalizar empresas de servicios públicos y, a veces, empresas y grupos privados que realizaban explotaciones económicas con efectos ambientales; e incluso, reclamar información y demandar mecanismos de participación en los procesos previos a la formulación de políticas o al otorgamiento de concesiones de actividades económicas potencialmente nocivas.

Otro aspecto central para mejorar los mecanismos de responsabilidad en las estrategias de desarrollo y de reducción de la pobreza, es el fortalecimiento de los sistemas de protección internacional de los derechos humanos, no solo como última instancia de reclamo cuando han fracasado los sistemas de administración de justicia nacionales, sino como un ámbito para establecer estándares uniformes en relación con los derechos consagrados en los tratados. Estos estándares serían aplicados posteriormente por los sistemas de justicia nacionales, y contribuirían a fortalecer las instituciones democráticas a nivel local. De lo que se trata entonces es de reforzar el funcionamiento de los mecanismos internacionales como instancias de protección, pero a la vez influir en que los gobiernos cumplan con esos derechos y se fortalezcan los mecanismos de tutela de las personas dentro de los países, la aplicación de los tratados por los tribunales nacionales, la incorporación de la jurisprudencia del sistema en las decisiones de los tribunales constitucionales, y su utilización como principios que guíen las políticas públicas (por ejemplo, con la mediación de oficinas especializadas como las secretarías de derechos humanos y las defensorías del pueblo). El deber de los Estados de ajustar sus sistemas legales y sus políticas a las obligaciones asumidas en los tratados internacionales, puede tener indudables implicancias en los sistemas de rendición de cuentas. Puede señalarse como una experiencia positiva en tal sentido, el trabajo emprendido por UNICEF para la implementación a nivel nacional de la Convención sobre los Derechos del Niño, y la preocupación por generar estándares y reglas para la interpretación adecuada de esas normas a nivel local e internacional. También puede ser útil para la región la experiencia de la llamada Convención de Aarhus, 22 que fijó estándares mínimos comunes en materia de acceso a la información, participación ciudadana y acceso a la justicia en asuntos ambientales, y que ha servido como guía para la supervisión internacional de los procesos de formulación e implementación de políticas nacionales en este campo.

En definitiva, no es difícil tender puentes y establecer relaciones entre el campo de los derechos humanos y los principios que suelen orientar o guiar las políticas y estrategias de desarrollo. El potencial encuentro entre estos ámbitos dependerá en gran medida de la decisión de cambiar la lógica de formulación de ciertas políticas públicas y sus niveles de universalidad, transparencia y fiscalización. En este potencial encuentro será fundamental también la profundización del rol que puedan desempeñar los órganos de supervisión internacional de los derechos humanos, a partir de la fijación de estándares mínimos más claros y precisos en aquellos temas de interés común, que puedan constituir un marco para definir políticas estatales y una vara para su control y evaluación.

NOTAS

1 Véase DFID (2000), ACNUDH (2004), Hunt, Nowak y Osmani (2002), Appleyard (2002), UNICEF (2001), UNESCO (2002) y OSDI (2001). También constituye un antecedente lejano de esta visión el enfoque de género en el ámbito del desarrollo promovido desde el decenio de 1970 por las agencias de cooperación y los organismos multilaterales.

2 Véase al respecto Hunt, Nowak y Osmani (2002, cap. 1).

3 Así, por ejemplo, el marco conceptual elaborado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos incluye claramente obligaciones, metas e indicadores para los derechos económicos, sociales y culturales. También los trabajos del UNICEF, pues la Convención sobre los Derechos del Niño no establece distinciones entre derechos civiles y políticos, y derechos económicos, sociales y culturales. El marco conceptual del DFID, por otro lado, si bien menciona con frecuencia derechos económicos, sociales y culturales, se organiza en torno a tres ideas centrales: inclusión, participación y cumplimiento de obligaciones, sin definir la estrategia en función de derechos en particular. Los derechos referidos se plantean en relación a cada uno de estos tres conceptos.

4 Véase ODI (1999).

5 Véase Alsop y Norton (2004).

6 Así, por ejemplo, el Plan Jefes y Jefas de Hogar, el más importante del gobierno argentino para paliar la crisis social del 2001/2002, se planteó como el reconocimiento de un derecho familiar de inclusión. Pese al uso del término, no existió un debate serio acerca de lo que implicaba el reconocimiento de un derecho a obtener la prestación establecida por el plan, y la diferencia que esto marcaba con los beneficios asistenciales de disposición discrecional habituales en las políticas asistenciales anteriores: por ejemplo, en términos de su exigibilidad (véase CELS, 2004a).

7 Para comprender el problema, puede seguirse el debate acerca de la posibilidad de leer y exigir el cumplimiento de las metas de desarrollo del milenio, que no tienen un lenguaje de derechos, desde la perspectiva de los derechos humanos, a fin de otorgarles un grado mayor de exigibilidad a nivel de cada país, más allá del compromiso político asumido por los Estados (véase Center for Human Rights and Global Justice, 2003).

8 Véase Contreras Peláez (1994, p. 21): “No existen, en resumen, obligaciones ‘negativas’ puras (o, mejor dicho, derechos que comporten exclusivamente obligaciones negativas), pero sí parece posible afirmar una diferencia de grado en lo que se refiere a la relevancia que las prestaciones tienen para uno y otro tipo de derechos”.

9 Véase Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), art. 21.1: “Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.” (Las cursivas son del autor).

10 Véase Eide (1995, pp. 21-49, y 1989).

11 Véase Van Hoof (1984, p. 99). La distinción fue sugerida originalmente por Shue (1980). En el campo del derecho internacional sobre los derechos humanos, la distinción fue asumida —con alguna corrección, que reduce la enumeración a tres categorías: obligaciones de respeto, obligaciones de protección y obligaciones de garantía, satisfacción o cumplimiento– en los principales documentos interpretativos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, emitidos por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas).

12 Informe Nº 4/01, Caso 11.625, María Eugenia Morales de Sierra c. Guatemala, 19 de enero de 2001, Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

13 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva 18, 2003.

14 Véase Fry (2002, pp. 191-212) y Arias, Yamada y Tejerina (2004, pp. 215-236).

15 Véase un análisis de estas nociones en Ferrajoli (1999, pp. 73- 96); García Añón (1997); Fiss (1999, pp. 137-167), y Saba (2004, pp. 479-514).

16 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Baena Ricardo y otros, sentencia del 2 de febrero de 2001, Serie C, Nº 72.

17 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, sentencia de 31 de agosto de

2001, Serie C, Nº 79.

18 Caso Yatama contra Nicaragua, del 23 de junio de 2005.

19 Véase Ferrajoli (2003, pp. 11-21). Una lectura posible del actual intento de desmantelamiento de los Estados de bienestar desde esta perspectiva pondría énfasis no sólo en la reducción de los servicios sociales, sino también en la precarización del vínculo jurídico entre el Estado y el destinatario de la política social respectiva. Una clara muestra de esta precarización es el hecho de haberse pasado de políticas sociales universales, fundadas en el reconocimiento de derechos subjetivos, a programas sociales focalizados y transitorios, fundados en la intervención discrecional del poder público. Véase al respecto Lo Vuolo, Barbeito y otros (2000, pp. 191-202).

20 Véase CELS (2004b), en www.cels.org.ar. En esta investigación se analizan los procedimientos administrativos para otorgar pensiones sociales desde el ángulo de los estándares de debido proceso fijados por la jurisprudencia constitucional argentina y el sistema interamericano de derechos humanos. Los sistemas de control social basados en la lógica de los derechos pueden tener puntos de contacto, pero también diferencias, con los mecanismos de responsabilidad y rendición de cuentas de carácter social (social accountability) tradicionalmente considerados por las instituciones financieras internacionales. Véase un examen de estas diferencias en Ackerman (2004).

21 Puede verse al respecto el documento del Group of Specialists on Access to Social Protection (s/f). También puede consultarse CDCS (2004). Véase asimismo Daly (2002).

22 La Convención sobre el acceso a la información, la participación del público en el proceso de toma de decisiones y el acceso a la justicia en temas medioambientales (Aarhus, Dinamarca, 1998) fue aprobada originalmente en las Naciones Unidas y luego adoptada como guía por la Unión Europea. Especial interés reviste la actividad del grupo de trabajo de los Estados signatarios sobre la aplicación de la Convención a nivel nacional.
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Programa familias por la inclusión social. Entre el discurso de derechos y la práctica asistencial (2007)
Luis E. Campos, Eleonor Faur, Laura C. Pautassi 

Del discurso a la práctica de derechos: recomendaciones para su incorporación 

El proceso de incorporación de estándares de derechos humanos tendrá, como con- secuencia indirecta, la necesidad de contar con mayores recursos financieros que los que actualmente el Estado destina al programa analizado. Sin embargo, algunas de las acciones requeridas para respetar los derechos de los destinatarios del Programa Familias, suponen cambios institucionales o transformaciones de enfoques en la forma de concebir a los destinatarios del programa, que no necesariamente implican nuevas asignaciones presupuestarias. La discusión acerca de los recursos debería enmarcarse en un análisis integral de las políticas de transferencia de ingresos y de la necesidad de modificar el patrón distributivo de la riqueza en el país. En este sentido, es claro que una de las principales razones del aumento de la pobreza en la Argentina en los últimos años debe buscarse en el proceso de concentración de la riqueza que ha acompañado la implementación de ciertas políticas económicas y sociales. En consecuencia, el énfasis en el análisis realizado estuvo puesto en destacar la importancia de promover políticas públicas centradas en el enfoque de derechos humanos. Así, por ejemplo, tanto el respeto por los principios de “igualdad y no discriminación”, como los relativos a estándares de “debido proceso” en el desarrollo de mecanismos de exigibilidad deben ser contemplados en la fase de diseño, como en la implementación y evaluación de políticas de superación de la pobreza.
Para el año 2007, el MDS prevé alcanzar una meta de 700.000 receptores migrados66 motivo por el cual es más que urgente la consideración de los aspectos señalados a lo largo del presente trabajo, como también de las recomendaciones que se formulan a continuación: 

a . Aumentar el monto del componente IDH hasta igualarlo con la Canasta Básica Alimentaria.42
b. Establecer que la percepción del componente IDH sea compatible con la existencia de otro ingreso en el grupo familiar hasta sumar, entre ambos, un monto no inferior a la Canasta Básica Total. Establecer y aplicar un mecanismo de actualización que evite la depreciación del monto contenido en el componente IDH. 
c . Eliminar la exigencia de prestar contraprestaciones para el ingreso al Programa Familias, así como la firma de la “Carta de compromiso”, en la cual los/as receptores/as renuncian a cualquier tipo de acción de reclamo en caso que se les deje de otorgar el subsidio. 

d. Superar supuestos acerca de la “inempleabilidad” de las mujeres pobres, garantizándoles las mismas oportunidades de insertarse en programas de empleo y capacitación laboral que a los varones. 

e . Permitir la incorporación de nuevos integrantes al Programa Familias, independientemente de su pertenencia anterior al PJJHD y de su sexo, en ejercicio de un efectivo derecho de “elección”. 
f . Revisar los criterios para la distribución de planes y selección de receptores por zona y por región, para que no queden provincias ni municipios fuera de la cobertura del programa. 
g. Ejecutar las metas comprometidas, tanto en términos de metas físicas como de cobertura de “potenciales receptores” para de este modo, dejar de lado prácticas discriminatorias como las “listas de espera”.
h. Garantizar el acceso a información para receptores y la comunidad en general, en relación con el desarrollo y las evaluaciones de los programas sociales. 
i. Articular el Programa Familias del MDS con el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable (Ley 25.673) del Ministerio de Salud de la Nación, como forma de promover la protección del derecho a la salud sexual y reproductiva de las beneficiarias del programa. 

j. P rever un mecanismo sencillo, gratuito y rápido para el reclamo administrativo o judicial, que no supongan un gasto adicional para los (potenciales) receptores. 

k. Establecer mecanismos de patrocinio legal gratuito para la promoción de reclamos vinculados a este tipo de programas sociales, utilizándose para ello las estructuras de las defensorías oficiales, las defensorías del pueblo, los servicios de patrocinio legal que brindan las facultades de derecho, entre otros. 

l . Aplicar el anterior mecanismo, sin excepción, a todos los programas sociales que se implementen. En la medida en que las políticas públicas detenten o busquen adscribir a un paradigma de derechos humanos en su diseño e implementación, las recomendaciones anteriormente señaladas serían algunas de las más urgentes que el Estado argentino deberían atender. Si bien se continuaría bajo la lógica de un programa focalizado, nos encontraríamos frente a programas con algunas de las garantías y contenidos mínimos. No obstante, y más allá de las recomendaciones sugeridas, consideramos que las estrategias propuestas deben enmarcarse en una discusión mayor, tendiente a elevar el grado de satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, en especial el derecho al trabajo, a la educación, a la alimentación, a la salud, el derecho al ingreso y a la seguridad social de los ciudadanos y ciudadanas argentinas, a partir de considerar políticas universales e inclusivas y no discriminatorias. Se trata del cumplimiento por parte del Estado Nacional de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros).

Asimismo debe aclararse que los problemas que hacen a la integración social son 

problemas de derechos -sociales y políticos- que se encuentran ligados a la construcción y re p roducción de ciudadanía. En consecuencia, las estrategias de inserción social deben, por un lado, adoptar un formato de transferencia de recursos económicos, sociales, políticos y culturales tendientes a fortalecer las redes sociales de los hoy excluidos para asegurar su desarrollo y autonomía socio-económica y política; por el otro, asegurar características político-institucionales de gobierno y acción estatal accesibles y abiertas a las preferencias y control social y que no incluyan pautas y prácticas discriminatorias. Se trata, en definitiva, de construir las condiciones para una ciudadanía basada en el respeto y la profundización de derechos individuales y sociales y que efectivice la equidad de género entre varones y mujeres. 

Derechos en cuestión. Límites de las políticas para la disminución de la pobreza en la Argentina. (2006)

Faur, Eleonor; Luis E. Campos; Laura C. Pautassi; Silvina Zimermann
1. Introducción

1.1. Resumen

Promover políticas públicas centradas en el enfoque de derechos humanos supone al menos dos niveles de requisitos para el Estado. El primero se relaciona con desarrollar un diseño e implementación de políticas respetuosas de los principios de derechos humanos, y de las normas jurídicas internacionales. El segundo supone el fortalecimiento o la puesta en marcha de mecanismos de exigibilidad de las políticas (judiciales o administrativos). Partiendo de esta premisa, la investigación que se presenta, se orientó a analizar el modo en que determinadas políticas y programas de reducción de la pobreza aplicados en la Argentina daban cuenta en su diseño, implementación y mecanismos de monitoreo y reclamo social de dichos requisitos. 

Se analizan a continuación el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), el Programa Familias por la Inclusión Social/ IDH, el Programa Manos a la Obra (PMO) y el Programa Adulto Mayor Más (PAMM). Estos programas surgen como un intento de atenuar la conflictividad social y mitigar la agudización de la pobreza y la desigualdad, a partir de la grave crisis político- institucional de diciembre de 2001 en Argentina. 

En términos de diseño de investigación, se seleccionaron únicamente los componentes de transferencia de ingresos, por cuanto son aquellos que tendrían mayor incidencia directa sobre la pobreza medida en términos de ingresos del hogar o per cápita en el país. Por otro lado, se buscó profundizar en el análisis del PJJHD y el PAMM haciendo hincapié en los mecanismos de acceso y reclamo que prevén estos programas.
A modo de conclusión, se puede adelantar que el análisis realizado da cuenta de un importante accionar del Estado nacional en materia de programas sociales de transferencia de ingresos. Sin embargo, estas acciones no responden cabalmente a los objetivos de promoción de derechos que persiguen, al no respetar estándares en materia de derechos económicos, sociales y culturales (DESC) ni principios de derechos humanos en general. Se observa así que las políticas analizadas adscriben, por el momento, más a una lógica de “alivio de la indigencia” que a una de “superación de la pobreza”. 

2. Problema: la pobreza y las políticas para su superación desde la perspectiva de derechos humanos

La investigación se planteó profundizar en el análisis de políticas sociales desde la perspectiva de derechos humanos. Se partió de la idea que la pobreza constituye una violación de derechos humanos, pero que las respuestas estatales que se diseñan para su superación también deben y pueden ser encauzadas desde un enfoque integral de derechos, tanto en la búsqueda de resultados, como en los procesos que las mismas desarrollan. Así, las políticas de superación de la pobreza deben responder, en su diseño, implementación y exigibilidad a los principios y estándares de derechos humanos. 

Al abordar la pobreza desde una perspectiva de derechos humanos, necesariamente se vinculan aspectos económicos y éticos, entendiendo que los bienes y servicios materiales no constituyen fines en sí mismos sino medios para alcanzar una vida digna, en la cual prime el respeto por las personas y entre ellas, y se expandan los niveles de autonomía y libertad para elegir el curso de la propia vida. En síntesis, si desde el punto de vista económico, la privación de determinados bienes y servicios básicos resultan en sí mismos violatorios de los derechos económicos y sociales, desde una perspectiva ética, la restricción que supone vivir en situaciones de pobreza resulta per se violatoria de derechos humanos en general, en tanto obstaculiza la posibilidad de ejercer la libertad y de ampliar los niveles de autonomía, así como de profundizar la democracia.
Pensar la pobreza desde esta perspectiva supone, por ende, un cambio de paradigma tanto en relación con los enfoques de políticas públicas centrados en el asistencialismo como respecto de aquellos que históricamente promovían aproximaciones inspiradas en la caridad. Las diferencias se corresponden con la forma en que se considera a los y las ciudadanos, con el rol que les compete a los estados y con el valor que se reconoce a los derechos sociales como parte del universo de los derechos humanos.

En toda América Latina, parte del debate relacionado con la pobreza y las orientaciones de políticas públicas desarrolladas, tiene su origen en el incremento de la pobreza y la ampliación de la brecha de la desigualdad social, como consecuencia de la aplicación de las políticas de ajuste estructural que se implementaron de la mano del Consenso de Washington. El contexto actual, enmarcado en el llamado “post Consenso de Washington”, pareciera estar adaptando sus mecanismos de intervención en función de los alarmantes niveles de desigualdad y de la necesidad de adecuar sus postulados a una perspectiva de derechos. Sin embargo, esta perspectiva debe ser afinada para lograr un efecto positivo más allá de las declaraciones de buenas intenciones.

Según la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos – OHCHR- (2004: 3) en el derecho internacional existen normas y valores, explícitas o implícitas, que dan forma a las instituciones y a las políticas que de ellas resultan. Las estrategias de reducción de pobreza (PRS) deberían, por tanto, reflejar las normas de derecho internacional. En este sentido, la reducción de la pobreza y los derechos humanos no son independientes uno del otro sino que forman parte de un mismo proyecto. Vale decir: no sólo la pobreza, sino también las estrategias para su superación deben ser leídas a la luz del paradigma de los derechos humanos.

Cabe señalar que a partir del restablecimiento de los regímenes democráticos en la década de 1980, las constituciones latinoamericanas han tendido a incorporar al derecho internacional de los derechos humanos en el derecho interno. Nuestro caso de estudio, la Argentina, otorgó jerarquía constitucional a los tratados de derechos humanos tras la reforma constitucional de 1994, y así subordinó su legislación interna a estos principios. De tal modo, la aspiración de contar con políticas de superación de la pobreza asociadas plenamente con los principios de derechos humanos forma parte de una obligación que el Estado argentino, voluntariamente, ha asumido. 

A partir de estas consideraciones, se seleccionaron cuatro programas sociales aplicados en la Argentina a partir del año 2002. Se realizó, por una parte, un análisis del diseño e implementación del Programa “Familias por la Inclusión Social”. Por otra, se indagó sobre el diseño y los mecanismos de acceso del Programa “Manos a la Obra”. Finalmente, se revisaron los mecanismos de reclamo del Plan “Jefes y Jefas de Hogar Desocupados –PJJHD-” y el “Programa Adulto Mayor Más –PAMM-”. En esta línea, se escogieron algunas causas de peticionantes del PJJHD que llegaron a fuero judicial, lo que permitió realizar un análisis de las respuestas obtenidas en esta instancia.

La investigación se orientó a analizar el modo en que las políticas y programas seleccionados daban cuenta en su diseño, implementación y mecanismos de monitoreo y reclamo social de los principios rectores de los derechos humanos. En términos de análisis de diseño e implementación, se trabajó especialmente sobre el Programa “Familias por la Inclusión Social” y, en menor medida, sobre el Programa para la creación de microemprendimientos productivos “Manos a la Obra”, por tratarse de dos de las políticas que el Estado presentó como alternativas superadoras del Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados. Algunos de los principios subyacentes al marco de derechos humanos resultaron muy iluminadores para analizar estos programas, al permitirnos vincular ciertos imperativos de tipo moral con acciones concretas que respondan al respeto por los derechos de los sujetos vinculados a las políticas. Estos principios son: 1) igualdad y no discriminación; 2) contenido mínimo de los derechos sociales; 3) universalidad y 4) participación (OHCHR, 2004; Abramovich, 2004).

Esta aproximación resultó muy fértil para abordar al análisis de las políticas de superación de la pobreza implementadas en los últimos años en la Argentina. Particularmente, la potencialidad de este enfoque radica en aportar una especial lectura al análisis de las políticas sociales, en donde se consideran aspectos del diseño institucional de las políticas como consideraciones tan sustantivas como aquellas de orden conceptual, y que hacen a su diseño e implementación.

Por otra parte, la investigación buscó profundizar el análisis del PJJHD y el PAMM haciendo hincapié en los mecanismos de acceso y reclamo que prevén estos programas, entendiendo que la judiciabilidad de los planes sociales constituye un elemento insoslayable si se busca orientar las políticas con un enfoque de derechos humanos. Para ello, se desarrolló la sistematización y análisis de acciones administrativas y/o judiciales presentadas para el acceso a dichos programas, en especial, del Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados. 

En relación con la metodología de trabajo, el proyecto se abocó, en primer lugar, a la profundización del marco analítico, a través de la revisión de fuentes bibliográficas y la sistematización de los pronunciamientos de distintos órganos de aplicación de tratados internacionales de derechos humanos. Se sintetizaron una serie de estándares de derechos humanos, que constituyeron el prisma analítico para la revisión de los programas y planes estudiados
. Se recopiló información referida a las políticas sociales seleccionadas y se revisaron las normativas de los programas “Familias por la Inclusión Social”, “Manos a la Obra”. Se relevaron y analizaron las leyes, los decretos y las resoluciones de creación y reglamentación de los programas, así como toda otra normativa de modificación, en tanto constituyen instrumentos que se utilizan en la formulación y en la  implementación de los programas. Por otra parte, para el componente de análisis de mecanismos de acceso y reclamo, se relevó y analizó normativa referida al PJJHD y el PAMM y se seleccionaron y analizaron expedientes administrativos y judiciales referidos a ambos programas. Se identificaron diez casos de demandas de acceso al PJJHD que llegaron a fuero judicial y se seleccionaron cuatro para el desarrollo del análisis de procesos y resultados obtenidos en este ámbito. La información contenida en los documentos oficiales fue complementada con informes solicitados al Ministerio de Desarrollo Social (MDS) y al Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales (CNCPS), utilizando para ello las herramientas ciudadanas de demanda de acceso a la información pública. 

4.1. El Programa Familias por la Inclusión Social a la luz de estándares internacionales de derechos humanos 

a. El principio de igualdad y no discriminación
La igualdad y la no discriminación constituyen dos de los elementos fundamentales del derecho internacional de los derechos humanos, y resultan especialmente relevantes en el diseño, implementación y análisis de las políticas de superación de la pobreza (Hunt, Osmani y Nowak, 2004.; OHCHR, 2004).

El diseño de políticas públicas debería, por un lado, ofrecer un trato igualitario, pero también, atender a un concepto de igualdad que supere su connotación “formal” y avance hacia una concepción de “igualdad material o estructural”. Vale decir, se debe reconocer que existen grupos que se encuentran históricamente discriminados o desaventajados y que requieren de la adopción de medidas especiales para la equiparación de sus condiciones (Abramovich, 2004).

Desde este punto de vista, preocupa el énfasis que el diseño del “Programa Familias por la Inclusión Social” ha tenido en la caracterización de las personas como “empleables” o “inempleables”. En primer lugar, se observa que dicha categorización resulta discriminatoria, ya que la definición de ser o no “empleable”, no sólo presenta serios problemas en su definición teórica
, sino que además se asocia –en este caso- con el acceso a distintos planes sociales y que conllevan diferentes exigencias de contraprestaciones. Por otra parte, según el Decreto 1506/04 atañe a los Ministerios de Trabajo y Empleo y Desarrollo Social “clasificar” a los beneficiarios según su potencial para ingresar o no al mercado de trabajo remunerado. 

Para precisar esta modalidad de intervención, el Ministerio de Trabajo (2005) realizó un  ejercicio de agrupamiento de los receptores del PJJHD. En base a tal diagnóstico, el Ministerio de Trabajo conforma los siguientes grupos para la identificación de “empleables” e “inempleables” (MTESS, 2005): i) 18,2% de los beneficiarios son personas jóvenes, con nivel educativo medio-alto, y alguna calificación laboral; ii) el 20,1%  son personas adultas jóvenes, con nivel educativo medio-bajo, y sin calificación laboral; iii) el 30,3% son personas de edades más avanzadas, con nivel educativo bajo, y sin calificación laboral; iv) el resto, esto es 34,4% de los beneficiarios, son personas inactivas y mayores de 60 años, en su mayoría mujeres.

Las personas pertenecientes al grupo i) se consideran aquellas con más posibilidades de insertarse en el mercado laboral. Para ellas, el gobierno implementaría un seguro de desempleo acotado en el tiempo, al que complementaría con actividades que faciliten la inserción laboral (agencias de empleo, convenios sectoriales). Las personas de los grupos ii) y iii) también se consideran empleables, aunque con algún grado de dificultad mayor. Para ellas, el gobierno estaría pensando en el mismo seguro de desempleo, pero se reforzarían las acciones complementarias de inserción y reinserción laboral, incluyendo actividades de capacitación para el trabajo. Finalmente, las personas ubicadas en el grupo iv) se consideran directamente inempleables. Como puede desprenderse de la descripción de las características socio-demográficas de los beneficiarios, en este grupo se encontrarían las mujeres con responsabilidades familiares, cuya permanencia en la inactividad puede asociarse a la dificultad para resolver la tensión entre trabajo remunerado y trabajo de cuidado no remunerado, más que a su condición de ser “inempleables”. Para ellas, el gobierno propone el Programa Familias. 

Desde este punto de vista, resulta inadmisible la total ausencia de perspectiva de género en el diseño e implementación del programa, contradiciendo lo establecido y recomendado reiteradamente por distintos órganos especializados en la materia. Al respecto, el Comité CEDAW, en sus recomendaciones a nuestro país expresadas en su 31° sesión precisó que “Si bien celebra la adopción y la aplicación de políticas y programas sociales y económicos encaminados a contrarrestar los efectos de la crisis en el país [como el Plan Familias], al Comité le preocupa que las mujeres sean principalmente beneficiarias de dichas medidas, en lugar de ser participantes y actoras en pie de igualdad en su diseño y aplicación. Al Comité le preocupa que ese enfoque pueda perpetuar visiones estereotipadas acerca del papel de las mujeres y los hombres en lugar de prestar un apoyo efectivo a la potenciación política y económica de la mujer.” 

En otros términos, el principio de igualdad no se estaría respetando a través de este programa ni en sus aspectos de igualdad formal (¿por qué no puede un hombre recibir este beneficio sin tener que “traspasarlo” a su pareja conviviente?) ni, mucho menos, en lo relativo a la búsqueda de la “igualdad material”. En este sentido, el programa dista mucho de estar propiciando la “igualdad de trato y de oportunidades de género de los miembros de la familia”, expresada en la Resolución MDS 825/05, y tampoco parece tender a “garantizar el reconocimiento y compromiso de hombres y mujeres respecto a la educación y desarrollo de sus hijos”, expresada en la misma resolución. Asimismo, el condicionar el beneficio al nivel educativo de la mujer, el que no debe superar el nivel medio completo, estigmatiza aún más a las destinatarias de este programa. 

Según el MDS, en el marco del procedimiento de “migración” de beneficiarios de un plan social hacia otro (mecanismo previsto en el decreto 1506/04), del total de beneficiarios del PJJHD “preaprobados en la entrevista de traspaso, que representan a 96.951 personas” al mes de septiembre de 2006, el 82,8% son mujeres. El 94,82% de éstas se encuentra en el rango de edad de entre 19 y 50 años, es decir, en edad reproductiva. Y el promedio de hijos por núcleo familiar es de 3,54%.
 

A la luz de esta información, y a fin de respetar el principio de igualdad estructural, tomando en cuenta necesidades y derechos específicos de las mujeres, resultaría necesaria la articulación del Programa Familias, implementado por el MDS y el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, creado por Ley 25.673, e implementado por el Ministerio de Salud y Ambiente de la Nación. 

b. El principio de universalidad y la implementación del Programa Familias

El diseño y la implementación del Programa Familias pueden ser analizados a la luz del principio de universalidad de los derechos humanos. Desde esta perspectiva se describen dos hallazgos, uno referido a la extensión geográfica del programa y otro a la existencia de restricciones al ingreso. Asimismo, pueden señalarse algunos resultados preliminares acerca de la ejecución del programa.

En primer lugar, cabe señalar que hasta el mes de mayo de 2005 la aplicación del programa se hallaba circunscripta a 17 provincias del país, y no se extendía a la totalidad de la población de las mismas, sino que se circunscribía a 74 municipios. Sin embargo, al tratarse de un Programa de aplicación nacional, no existían razones que permitiesen sortear la valla del principio de universalidad, ni se justificaba la exclusión de las personas que, reuniendo los requisitos establecidos en la reglamentación, no pudieran incorporarse al programa por el sólo hecho de vivir en alguna de las provincias o municipios no seleccionados.

En este sentido, el Ministerio de Desarrollo Social informó que “el criterio de focalización geográfica fue determinado en 2002, de acuerdo al estado de emergencia social de las provincias, aglomerados urbanos y municipios seleccionados”. Aunque el MDS no especificó que entendía por “estado de emergencia social”, al revisar la presencia de población bajo la línea de pobreza e indigencia que algunas provincias presentaban en el año 2002, resulta  evidente que este criterio no condice con la exclusión de algunas de las provincias En este sentido, la exclusión de Santiago del Estero, con niveles de indigencia que alcanzaban, en mayo de 2002, al 27,8% de la población resulta el caso más extremo. 

Esta situación fue modificada en el mes de mayo de 2005, aunque sólo en forma parcial, ya que se extendió normativa la cobertura a todo el país, pero sólo para los beneficiarios del PJJHD que desearan traspasarse al Programa Familias (art. 4º resolución 825-05 MDS). En esta dirección, el segundo hallazgo referido al análisis del Programa Familias desde el principio de universalidad de los derechos humanos es la constatación de que no se encuentra abierta la inscripción de nuevos beneficiarios, a excepción del proceso de traspaso de beneficiarios procedentes del PJJHD
. Así, las personas que reúnan los requisitos para incorporarse al programa, pero que no sean beneficiarios del PJJHD, tienen vedada esta posibilidad. Hasta septiembre de 2006, el total de traspasos autorizados de un plan a otro fue de 96.951 y el total de beneficiarios era de 323.138 (incluyendo “migrantes” del PJJHD y beneficiarios anteriores del PAGV).
La restricción señalada no sólo contradice el principio de universalidad, sino que tampoco condice con la meta estipulada por la política gubernamental. En efecto, en octubre de 2004 el Ministerio de Desarrollo Social informó que este proceso “apunta a incluir a 750.000 madres solas que al optar por el nuevo plan, en lugar de una contraprestación laboral, tendrán como obligación preocuparse por la escolaridad y la salud de sus hijos, además de tener la posibilidad de capacitarse laboralmente”
. Sin embargo, en las sucesivas leyes de presupuesto dictadas desde entonces se plasmó un objetivo de cobertura marcadamente menor, a saber: a) en el año 2004, se previó una cobertura de 510.000 beneficiarios; b) en el año 2005, se redujo la previsión a 294.333; c) en el año 2006 se llevó esta previsión a 420.000 personas; y d) para el año 2007 se prevé alcanzar a 636.000 familias
.

Al respecto, en la comunicación de respuesta a la solicitud de información presentada por el CELS, el MDS sostuvo que una de las últimas mejoras fue “la incorporación al programa de los beneficiarios de los padrones de lista de espera”. Si bien no se agregaron mayores precisiones, podría inferirse la existencia de un conjunto de personas que se encontraban en “lista de espera”, sin que existieran razones para no haber sido incorporados con anterioridad, puesto que la cantidad de beneficiarios ha estado siempre por debajo de las metas previstas en la ley de presupuesto de los años 2004, 2005 y 2006. 

c. El programa familias y el estándar sobre Contenidos Mínimos

Señala el Comité por los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC), que el Estado está jurídicamente obligado a garantizar el contenido mínimo de los derechos económicos, sociales y culturales, y no puede escudarse en la falta de recursos disponibles para justificar su accionar si este induce a un sector de la población por debajo del estándar mínimo de protección de este derecho.

El componente IDH del Programa Familias sustituye la prestación establecida en el PJJHD para aquellos beneficiarios que opten por el traspaso de un programa al otro. En consecuencia, a los fines del análisis de esta prestación en clave del contenido mínimo de los derechos sociales es importante efectuar una comparación entre ambos sistemas, particularmente, en lo que hace al monto del subsidio, en tanto indicador aproximado para el acceso a ciertos bienes y servicios mínimamente requeridos.

El primer hallazgo consiste en detectar algunos avances en el componente IDH del Programa Familias respecto del PJJHD. En este sentido, debe destacarse el aumento del monto de la prestación, que de una suma fija de $ 150 pasa a una escala que va desde $150 hasta $275, en función de la consideración de la composición del grupo familiar, que sirve como base para determinar la cuantía de la prestación.

Un segundo avance está dado por la compatibilidad de la percepción del componente IDH con la existencia de otro ingreso en el grupo familiar, en tanto y en cuanto no superen, en conjunto, el salario mínimo vital y móvil que, a partir de noviembre de 2006, se encuentra fijado en 800 pesos (260 U$S aproximadamente). 

En sentido contrario, se han detectado otros hallazgos que conducen a un cuestionamiento del componente IDH del Programa Familias desde la perspectiva de contenido mínimo de los derechos sociales. En este sentido, la primera observación implica señalar que el monto establecido en el componente del IDH resulta insuficiente para satisfacer las necesidades alimentarias básicas del grupo familiar perceptor. En efecto, el monto de la Canasta Básica Alimentaria (CBA) fijado por el INDEC para una familia de cinco miembros (dos adultos y tres niños) asciende a $ 425,44. La insuficiencia es aún mayor si la comparación se realiza con la Canasta Básica Total (CBT) fijada por el INDEC, que asciende a $ 931,73.

En igual dirección, resulta cuestionable la consideración de incompatibilidad entre el componente IDH y la percepción de otro ingreso en el grupo familiar más allá del monto del salario mínimo, vital y móvil, en tanto este monto (que actualmente se encuentra fijado en $800), es inferior al de la CBT, utilizado para establecer la línea de pobreza en una familia de cinco integrantes.

Por otra parte, debe señalarse la irrazonablidad del tope de seis hijos como límite para la determinación de la prestación del componente IDH. Esta restricción podría ser cuestionable al ser confrontada con el requerimiento de un contenido mínimo de los derechos sociales
.

Finalmente, desde esta perspectiva, debe señalarse que, pese a que el reglamento operativo del programa establece que el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales (CNCPS) actualizará el monto mensual de los subsidios, cuando estime que el nivel de los mismos en términos de poder adquisitivo, medido por una canasta básica de alimentos, hubiera disminuido de tal forma que hiciera ineficaz la prestación, la única modificación de los montos fue realizada por el Ministerio de Desarrollo Social en febrero de 2006 a través de la resolución,  MDS 648/06.

Al respecto, el aumento nominal de los montos en relación con  la prestación contenida en el PJJHD debe ser matizado en función de la depreciación monetaria producida desde enero del 2002 (creación del PJJHD) hasta la fecha. El siguiente cuadro permite observar con mayor claridad esta cuestión.

4.3. Estándares de acceso a la información y participación de los beneficiarios en el diseño de Planes sociales

El derecho a la información ha sido expresamente consagrado en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; tanto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH, artículo 13), como en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 19) y en la Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 19), todos ellos con jerarquía constitucional a partir de la reforma de 1994, en los términos del artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional.

En cuanto al contenido de este derecho, puede destacarse que la libertad de información supone la existencia de dos aspectos complementarios e interdependientes. Por un lado, el derecho a expresarse libremente y, por otro, el derecho a ser informado. En relación con los casos analizados en este estudio, este derecho se aplicaría al derecho a ser informado ante un cambio de status que, como en el caso del Programa Familias, suponga el traspaso de un plan a otro. De acuerdo con la escasa información disponible, existen pocos indicios de que las potenciales –y posteriormente efectivas “migrantes”- hayan tenido suficiente información para realizar la opción de traspaso del PJJHD al Programa Familias. Sin duda que, ante perspectiva de un mejor ingreso, sin la necesidad de contraprestaciones laborales, la opción pareciera, para las involucradas, indiscutible. Sin embargo, poco se sabe acerca de la información efectivamente suministrada a las potenciales destinatarias de este Programa, más allá de que éstas deben firmar una “carta de compromiso” que, las inhabilita a realizar cualquier demanda en caso de que cese la prestación recibida. 
En relación con el segundo aspecto, el derecho a acceder a fuentes de información de los actos de gobierno, resulta importante señalar que, a los efectos de la investigación desarrollada por el CELS, el déficit de información y de evaluaciones sistemáticas de los programas Familias, PAMM y Manos a la Obra, se suplió a través de la solicitud de informes a los organismos responsables de estos planes. Si bien estos informes fueron contestados por las reparticiones correspondientes, es importante destacar que el procedimiento atravesado constituye una estrategia de recolección de información relativamente sofisticada, ya que supone el conocimiento de reglas y procesos jurídicos específicos, por lo que no se encuentra disponible para el conjunto de la ciudadanía. Es decir, el derecho a la información pública, a través de este mecanismo, constituye una estrategia accesible solo a un reducido grupo de investigadores y analistas de los programas y no circula ampliamente, como cumplimiento de la obligación que le compete al Estado.

5. Recomendaciones
5.1.  Iniciativas o propuestas de cambio

El análisis realizado de las políticas para la disminución de la pobreza implementadas en Argentina entre los años 2002 y 2006 da cuenta de un importante accionar del Estado nacional en materia de programas sociales de transferencia de ingresos. Al respecto, si bien el tipo de intervención estatal en materia social posee algunas características similares a los programas asistenciales de la década de 1990, existen diferencias destacables, principalmente ligadas a la magnitud de los recursos destinados, a la aparición de normativas que reglamentan dicha intervención, y al cambio discursivo que, por primera vez en materia de programas sociales, incorporó el lenguaje de derechos como elemento justificante de su existencia.

Sin embargo, y tal como el análisis lo demuestra, estas acciones, cuantitativamente significativas, no resultan suficientes para garantizar estándares mínimos en materia de derechos económicos, sociales y culturales (DESC) y principios de derechos humanos en general. Además, su diseño e implementación presentan límites para considerar a éstas como políticas de superación de la pobreza, aun cuando permitan cierto grado de alivio de la indigencia. En función de lo expuesto, se presentan recomendaciones de políticas para cada uno de los programas específicos analizados. 

5.1.2. Recomendaciones en torno a los mecanismos administrativos y judiciales de reclamo

1. Prever un mecanismo sencillo, gratuito y rápido para el reclamo administrativo o judicial, que no supongan un gasto adicional para los (potenciales) beneficiarios.

2. Establecer mecanismos de patrocinio legal gratuito para la promoción de reclamos vinculados a este tipo de programas sociales, utilizándose para ello las estructuras de las defensorías oficiales, las defensorías del pueblo, los servicios de patrocinio legal brindados que otorgan las facultades de derecho, entre otros.

3. Aplicar el anterior mecanismo, sin excepción, a todos los programas sociales que se implementen, especialmente en el caso del Programa Familias y el Seguro de Empleo y Capacitación, aun en proceso de diseño.

4. Diseñar y aplicar un mecanismo de revisión automática de los procesos en marcha por parte de los afectados en caso de rechazo en el acceso a programas, que no dependa del acompañamiento de patrocinio letrado y garantice imparcialidad e independencia del órgano revisor.

5. Reformular los requisitos exigidos para acceder al PAMM, invirtiendo la carga de la prueba acerca del cumplimiento de los mismos por parte de los peticionantes.

6. Modificar la reglamentación del procedimiento judicial de “amparo”, disponiendo que la apelación de las medidas cautelares no posean efectos suspensivos.

7. Garantizar, en el mismo sentido, una amplia legitimación para promover acciones colectivas que eviten una resolución “caso por caso”, y transformen las resoluciones judiciales en herramientas de transformación de las políticas públicas, incorporando la perspectiva de derechos en su diseño e implementación.

En la medida que las políticas detenten o busquen adscribir a un paradigma de derechos humanos, las recomendaciones señaladas serían algunas de las más urgentes que el Estado argentino deberían atender. No obstante, y más allá de las recomendaciones sugeridas, el CELS considera que las estrategias propuestas deben enmarcarse en una discusión mayor, tendiente a elevar el grado de satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, en especial el derecho al trabajo, a la educación, a la alimentación, a la salud, a la vivienda, el derecho a un ingreso digno y a la seguridad social de los ciudadanos y ciudadanas argentinas, a partir de considerar políticas universales e inclusivas. 

En síntesis, se considera que los problemas que hacen a la integración social son problemas de derechos -sociales y políticos- que se encuentran ligados a la construcción y reproducción de ciudadanía. En consecuencia, las estrategias de inserción social deben, por un lado, adoptar un formato de transferencia de recursos económicos, sociales, políticos y culturales tendientes a fortalecer las redes sociales de los hoy excluidos para asegurar su desarrollo y autonomía socio-económica y política; por el otro, asegurar características político-institucionales de gobierno y acción estatal accesibles y abiertas a las preferencias y al control social. Se trata, en definitiva, de construir las condiciones para una ciudadanía basada en el respeto y la profundización de derechos individuales y sociales.
5.2. Lecciones aprendidas 

Durante el transcurso de la investigación se ha podido precisar con mayor nivel de detalle los alcances del Programa Familias y del Plan Manos a la Obra. Como surge de la descripción efectuada en este informe, en ambos casos, pero en especial en el caso del PMO, se trata de planes que engloban, bajo su órbita, acciones correspondientes a numerosos programas sociales. Atento la amplitud de dichas acciones, y para posibilitar la realización de un análisis del diseño de estas políticas desde una perspectiva de derechos humanos, fue necesario realizar un doble recorte. Por un lado, se decidió analizar el componente IDH del Programa Familias, por cuanto se trata de la variable que posee una mayor incidencia en términos de los niveles de pobreza por ingresos; por el otro, se decidió efectuar un análisis del Plan Manos a la Obra exclusivamente desde la perspectiva de la accesibilidad. En este sentido, las lecciones aprendidas se relacionan con la necesidad de acotar adecuadamente el objeto de estudio y afinar la metodología en función del plan bajo estudio.

Otra de las lecciones aprendidas se relaciona con la importancia de apelar a los mecanismos institucionales disponibles para acceder a la información pública, y la potencialidad de esta herramienta en términos de investigación. Así, resultaron centrales y determinantes los pedidos de informes solicitados al Ministerio de Desarrollo Social y al Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, en tanto fueron una fuente importante para validar alguna de las hipótesis al mismo tiempo de incorporar datos que no se encuentran disponibles al público. Este punto puede considerarse como una lección en el proceso de investigación, en tanto se confirmó la restricción existente en la publicidad de información sobre los programas –al no estar disponibles en las páginas de Internet de los respectivos ministerios- como también de otros instrumentos de evaluación. 

6. Recursos requeridos para la vinculación de un enfoque de derechos en los planes analizados

La perspectiva analítica utilizada en esta investigación necesariamente conduce a distinguir dos tipos de recursos para adaptar el diseño y la implementación de los programas referidos a los estándares emergentes del derecho internacional de los derechos humanos.

En primer lugar, debemos destacar que la tarea de compatibilizar los procesos normativos referidos a dichos estándares requiere la utilización de recursos institucionales, es decir, la adopción de medidas por parte de los “policy makers”. Este proceso de incorporación de estándares tendrá, como consecuencia indirecta, la necesidad de contar con mayores recursos financieros que los que actualmente el Estado destina a los programas referidos. 
Sin embargo, en muchos casos, la adaptación de los mecanismos de acceso y reclamo a una perspectiva de derechos no importa destinar mayores recursos a los ya existentes.
 En este sentido, se trata de diseñar mecanismos institucionales y de utilizar la estructura ya existente (defensorías oficiales y defensorías del pueblo, por caso) para permitir a los potenciales destinatarios de estas políticas que promuevan acciones, judiciales y/o administrativas, para contar con respuestas oportunas a situaciones que impliquen violaciones a sus derechos.

La discusión acerca de los recursos presupuestarios, debería enmarcarse en un análisis integral de las políticas de transferencia de ingresos y de la necesidad de modificar el patrón distributivo de la riqueza en el país. En este sentido, es claro que una de las principales razones del aumento de la pobreza en la Argentina en los últimos años debe buscarse en el proceso de concentración de la riqueza que ha acompañado la implementación de políticas económicas y sociales por parte del Estado Nacional.

La conclusión inevitable del análisis realizado es que, a pesar de la implementación de estos programas, su impacto en términos de pobreza e indigencia ha sido limitado. En este sentido, si bien los principales indicadores sociales han experimentado una mejora en los últimos años, ello se ha dado como consecuencia del proceso de crecimiento económico experimentado a partir de 2003 que, por otra parte, no ha sido capaz por sí sólo de retomar los valores anteriores a la crisis en materia de pobreza, indigencia, desempleo y subempleo.

Es en este punto donde la intervención estatal requiere ser analizada con mayor detenimiento. En efecto, la dinámica del ciclo económico tiende a estabilizar los niveles de los indicadores sociales en magnitudes que denotan, en el largo plazo, un creciente deterioro de las condiciones de vida de amplios sectores de la población. De esta manera, se refuerza el peligro de estar cristalizando la estructura de una sociedad profundamente injusta, cada vez más polarizada entre aquellos que disfrutan de los beneficios de la riqueza socialmente producida, y quienes sólo pueden esperar políticas como las aquí analizadas para garantizar su subsistencia. Esta precisamente no es una perspectiva que se ajuste a un marco de derechos. 

Eje 3, Responsabilidad del Estado y de la sociedad en el ejercicio de los Derechos Humanos

Material de Lectura

8. Monitoreo Social como Ejercicio Ciudadano, Documentos CONDERS, (2003). Consorcio Nacional de Derechos Reproductivos y Sexuales. Desarrollo conceptual sobre el monitoreo social como resignificación de los contenidos y las formas de la democracia.  En http://conders.org.ar/documentos.asp.
 3.2 MONITOREO SOCIAL COMO EJERCICIO CIUDADANO

¿Control o Monitoreo Social?

Siempre que usamos la expresión “control social” nos vemos obligadas a hacer algunas precisiones sobre qué queremos decir con este término, que no suele evocar algo positivo y a veces provoca justas resistencias. De hecho, nos ocurre que con frecuencia hay que aclarar que estamos hablando del control de la sociedad sobre el gobierno y no a la inversa.

El control social es una actividad política compleja ejercida por fuera del Estado y sobre sus diversas estructuras. Se trata de un ejercicio concreto de re-significación de los contenidos y las formas de la democracia, especialmente cuando la llamamos participativa. Un ejercicio que forma parte del capital simbólico acumulado por el movimiento feminista como su aporte político-cultural específico: es constitutiva del feminismo la lucha discursiva por el significado de la democracia, la ciudadanía, las relaciones entre los sexos, el desarrollo, la salud reproductiva, etc.

La definición de ‘control social’ que intentamos construir colectivamente forma parte de lo que S. Marques Dantas (46) llama “experimentalidad” de la democracia contra-hegemónica. Es “experimental” porque se apoya en la construcción de una nueva gramática social, innovadora de la institucionalización vigente.

Nuevos actores se insertan en el proceso político, la representatividad de los actores instituidos es cuestionada por las identidades subalternas (por ejemplo, mujeres legas/os frente a profesionales, usuarias/os frente a prestadores y decisores). Para el caso de la ley 25.673, las/os usuarias/os dejan de ser receptoras pasivas y se proveen de recursos que les permiten evaluar la atención y demandar los servicios que la ley les otorga como derechos. Si se hace acorde a la ley, la asistencia, ya no se podrá regular discrecionalmente por las buenas o malas intenciones de los prestadores, su voluntad y capacidad, o sus posturas ideológico-religiosas.

El control social es, por lo tanto, una actividad política que no puede dejar de tener consecuencias en las relaciones de poder: empodera a quien lo ejerce y modifica la calidad del poder ejercido desde el Estado, al incorporar la dimensión de una ciudadanía positivamente ejercida.

Efectos paradojales

Un capítulo aparte merece el rol de las ONGs, expresión, que actualmente se usa como sinónimo de organización de la sociedad civil, y que en ocasiones son sospechadas acerca de su grado real de independencia.

Y este equívoco tiene su grano de verdad: las condiciones de supervivencia de muchas ONGs las ponen con frecuencia en situación de dependencia inmediata de los programas y agendas estatales, lo que constituye otra forma de control social, en sentido vertical, inverso al que nos motiva y nos interesa promover a través del CoNDeRS.

La dinámica de la acción de las ONGs está signada por una paradoja inquietante: cuando consiguen apoyo financiero de estructuras gubernamentales u otras (agencias de cooperación, etc.) para avanzar en los cambios sociales por los que abogan, las actividades burocráticas requeridas para recibir estos fondos

(institucionalización y profesionalización del activismo), absorben en gran medida su potencial de actividad, llegando a veces a comprometer su capacidad de sostener sus objetivos originales, o provocando cambios importantes en la composición y motivación de sus integrantes.

Otro efecto paradojal puede observarse respecto de las agendas políticas, configuradas en instancias en las que la mayoría de las ONGs no tienen acceso. Se puede acceder a fondos para los propios objetivos locales, si se cumplen los requisitos que tienen que ver con las políticas supranacionales de las agencias financiadoras.

El ejemplo más inmediato y flagrante de esta subordinación es la llamada “ley mordaza” estadounidense, que impide dar fondos federales de cooperación a proyectos que promuevan o acepten la legalidad del aborto. Como vemos, el ‘control social’ se puede ejercer en todos los sentidos y es siempre el resultado del ejercicio de quien detenta poder en un campo determinado.

Cuando se trata del monitoreo social de políticas públicas, la disparidad de poder entre los actores es manifiesta: destinatarias/os (o sus representantes más o menos legítimos) por un lado, y autoridades de gobierno (burocracia estatal) por otro. Para ejercer el control desde la ciudadanía, hay que conocer y evaluar los mecanismos y los resultados de la gestión. Este conocimiento tiene niveles y calidades diferentes y debe ser construido respetando su complejidad, incorporando las experiencias y también los datos objetivos y subjetivos, articulando los saberes formales con los saberes populares. En este sentido, los gobiernos deben garantizar el acceso a la información tanto estadística, como de procesos y relaciones en los distintos campos de estudio. Como expresión de esta dialéctica, Ana Güézmez ha señalado que “el control social es a la vez resultado de la democratización y requisito para la democracia del sector salud” (47) .

La garantía de la transparencia y el pluralismo en la realización del ‘control ciudadano, la participación de diferentes organizaciones con distintas inserciones, ideologías y relaciones con el Estado, determina otra situación paradojal: la democratización del control de las políticas públicas da acceso a actores que pueden tener posturas antidemocráticas y conservadoras respecto al reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos, especialmente los de las mujeres, los jóvenes y las minorías sexuales. Señalemos entonces que el monitoreo social, es demandado por movimientos que reivindican sus derechos: a la salud, a una sexualidad sin coerción ni discriminación y a una maternidad saludable y libremente elegida. Forma parte de un proceso de concientización acerca de estos derechos, inescindibles de una ciudadanía plena.

El control por parte de la sociedad civil –y en este caso, del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable– supone un trabajo de subjetivación de estos derechos, la incorporación de la dimensión sexual de las relaciones sociales, que aparentemente es resorte del ámbito privado –y hasta del orden del secreto–, al espacio público de la atención de la salud y el ejercicio de los diferentes derechos que forman parte de la trama de los derechos humanos. De la sexualidad, codificada para el sujeto en términos de placer- d i s p l a c e r, a las obligaciones y responsabilidades que la regulan para permitir la vida social, hay una necesaria transposición de códigos que constituye un obstáculo para asumir la reivindicación de derechos en el campo del ejercicio de la sexualidad y sus consecuencias, reproductivas o no.

El control social es una actividad política compleja ejercida por fuera del Estado y sobre sus diversas estructuras.

Por otro lado, a partir de la historia reciente en Argentina, la expresión “control social”, nos recuerda el argumento bajo el cual la dictadura militar (1976-1983) instaló una sociedad “controlada”, bajo cuya apariencia reinaba el peor des-control social: las fuerzas armadas, encargadas del monopolio estatal de la violencia, de imponer la vigencia de la ley, la volvieron –sin ley– contra quienes osaban enfrentarlas desde posturas contra-hegemónicas. El control –sin los límites que impone la justicia– se degrada en el mero ejercicio de la fuerza. Este conflicto no saldado se actualiza hoy, ante el des-control y la violencia que amenaza la cohesión social. El descontrol de la distribución injusta de los beneficios económicos de sectores poderosos no se detiene ante sus consecuencias negativas: genera condiciones de pobreza y exclusión que son agobiantes, especialmente para los jóvenes, que saben que no pueden esperar una vida mejor.

Salud Sexual y Procreación Responsable

El tema sobre el cual proponemos monitorear, salud sexual y procreación responsable, remite al control que diferentes sociedades ejercen sobre los cuerpos, la capacidad reproductiva y erótica de las mujeres, que ha sido tradicionalmente un factor organizador de dichas sociedades a lo largo de milenios. En épocas recientes, dicho control se ha concretado también, en políticas de población –biopolíticas– que imponen por acción u omisión pautas reproductivas y sexuales que pretenden hacer sustentable un orden global establecido en función de mantener la inequitativa distribución de los recursos a nivel mundial. 

En este sentido, revertir ese control, tomarlo en las propias manos, como ocurre en las prácticas de anticoncepción, tiene efectos emancipatorios para las mujeres y por eso, para toda la sociedad.

Desplegar las distintas significaciones atribuidas al ‘control social’ permite evaluar sus ventajas y desventajas. Cuando se habla de control, entonces, lo que importa es quién lo tiene. Por eso, apropiarnos de esta expresión significa y pone en acto la voluntad de tomar el control sobre nuestras vidas –las de todas y todos– haciendo valer nuestros derechos. Necesitamos transformar en los hechos y desmontar en nuestras cabezas, la significación del “control social” como dominación que caracteriza al bio-poder 48 que se ejerce sobre nuestras vidas. Control – cuando es social– significa que el derecho individual de cada uno/a a decidir, confluye en un proyecto colectivo en el que se dan los acuerdos y alianzas, negociaciones y confrontaciones que traman lo social. Es por eso, que, para mayor claridad hemos decidido adoptar la expresión ‘control ciudadano’,

Es un movimiento que contribuye a visibilizar los actores y sus acciones en un campo de poder: el de la gestión de la salud y la sexualidad.

También en otros países de América Latina se habla de “control ciudadano”. En Brasil –cuya experiencia nos inspira- se usa “control social” para hablar “del derecho y de la responsabilidad de los/as ciudadanos/as para controlar y supervisar sus representantes en cargos electivos; la ejecución de políticas por el Estado; y asumir el protagonismo en la elaboración y ejecución de las políticas públicas.” Significa, sobre todo, exigir el cumplimento de derechos, regulando y sancionando los desvíos y omisiones de los dispositivos estatales. El dispositivo de control social de la salud es el símbolo máximo del proceso político de aprendizaje del ejercicio del control social en ese país.

El control social es, por tanto, una actividad política que no puede dejar de tener consecuencias de poder: empodera a quien lo ejerce y modifica la calidad del poder ejercido desde el estado

Sabemos que en un país que no tiene cultura de monitoreo en ninguna de sus áreas de políticas públicas este es un proceso largo. Preguntas como: ¿Cuáles son los standards de calidad mínimos exigibles? ¿Cuáles los deseables? ¿Qué prioridades estableceremos en cada momento?

¿Cómo atender a las personas con necesidades especiales, tanto físicas como mentales? ¿Cómo ayudar al equipo de salud a tomar decisiones en casos límites? ¿Cómo lograr que en todas las escuelas, de todos los niveles, se imparta una ducación sexual seria pero no solemne? Somos seres sexuados en una sociedad que suele o c u l t a r, banalizar o comercializar la sexualidad.

¿Cómo integrar la sexualidad en la vida cotidiana de todos los seres humanos desde que nacen hasta que mueren? ¿Cómo hacer difusión que llegue, al mismo tiempo, al corazón y a la cabeza de todas las personas? ¿Cómo colocar en la agenda pública este tema, en un país que siempre tiene otras prioridades “más importantes”? Estas son algunas de las preguntas que quisiéramos poder empezar a pensar con la ayuda de todos y todas, y a lo largo de un paciente proceso de construcción colectivo.

¿Monitoreo y control social significan lo mismo conceptual y políticamente?

Monitoreo, deriva de “monitor” que los diccionarios definen: el que da consejos, lecciones y amonesta. Refiere a quien advierte, reprende o amonesta (49) . Es también una figura del derecho canónico: c o n s e j o en que el público es invitado a decir lo que sabe sobre un crimen y que por lo tanto, puede dar lugar a medidas punitorias. Todas estas significaciones están presentes en el control ciudadano. Pero también tiene un sentido más actual: monitor es cualquier aparato de gran sensibilidad que revela la presencia de energía radiante. Y esta acepción nos remite a nuestro fin de identificar en quiénes se encuentra esa sensibilidad.
A nuestros fines, entendemos por control social la actividad colectiva de solicitar a los gobiernos la rendición de cuentas (a c c o u n t a b i l i t y) acerca de sus responsabilidades en el cumplimiento de las leyes y las políticas públicas diseñadas para cumplirlas, o reformularlas si no son adecuadas a su fin.

Cuando hablamos de rendición de cuentas, nos referimos tanto a lo financiero que tiene que estar accesible al monitoreo social, como a lo cualitativo, que tiene que ver con el acceso universal a servicios de salud de calidad. Esta rendición de cuentas es un paso importante en la consolidación de la democracia en el país. Está en la línea de una democracia que no se limite a la emisión del voto en las elecciones, una democracia “monitoreada”, “controlada” por sus ciudadanas/os participando activamente.

El Estado debe impulsar y facilitar el control social, crear mecanismos para que la ciudadanía acceda a la información, así como registrar las demandas originadas en las/los destinatarias/os de los servicios y considerarlas al diseñar las políticas públicas.

Para las mujeres, la posibilidad de reclamar el derecho a la salud y sus derechos reproductivos y sexuales es un factor de empoderamiento como ciudadanas y de compensación de las inequidades de género y clase y de participación social como usuarias de los servicios de salud. Deben pasar de ser consideradas como un “objeto problema” para los decisores de políticas, a ser sujetos plenos de sus decisiones reproductivas y sexuales.

¿Cómo hacer difusión que llegue al mismo tiempo al corazón y a la cabeza de todas las personas? ¿Cómo colocar en la agenda pública este tema, en un país que siempre tiene otras prioridades “más importantes”?

Destacamos la importancia del control ciudadano como forma de asegurar derechos conquistados y también de reivindicar nuevos derechos, tanto en el área de la salud, como en otros ámbitos de ciudadanía.

Para este objetivo es deseable la creación de otras instancias de participación, como los comités de muerte materna, de gestión de insumos de salud, el acceso a los medios de comunicación, etc.

Acceder a los servicios de salud por imperio de la ley se resignifica como ejercicio real de ciudadanía: como dice la Ley 25.763, hacer efectivos el derecho a la salud, los derechos reproductivos y sexuales de la población en general. Esta condición de sujetos de derechos se fortalecería por la formación de comités de control ciudadano de la implementación de esta ley, que dotaría a las políticas de salud, de un componente participativo de la comunidad afectada por las mismas. Su articulo 11 dice que “La autoridad de aplicación deberá: Realizar la implementación, seguimiento y evaluación del programa.” Por lo tanto, introducir el control ciudadano por parte de las organizaciones de mujeres, de jóvenes y otras, como uno de los métodos de evaluación del Programa, es una decisión política que no podemos menos que celebrar y poner nuestro empeño en que se realice en el marco de los derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos.

El control ciudadano activo abarca un proceso que comprende la sanción de la ley, pasando por la decisión de la política pública, el programa, el desempeño de los efectores, hasta el juicio de el/la beneficiario/a acerca de si la forma concreta de prestación de los servicios –sobre la que el gobierno tiene que rendir cuentas– satisface sus derechos y necesidades y soluciona sus problemas. En nuestro país este es un campo inédito de ejercicio de la ciudadanía que implica profundos cambios culturales que incluyen la des-naturalización de las tradicionales prácticas de subordinación de las mujeres y de su salud, por su vida sexual y reproductiva y de des-responsabilización de los varones.

El CoNDeRS se propone la construcción de instrumentos accesibles para la evaluación de la calidad de los servicios, para contribuir a desarrollar la práctica del control social por las mismas usuarias, desarrollando acción coordinada en tres á r e a s :

Evaluación y monitoreo (diagnóstico cuanti y cualitativo, encuestas, listas de chequeo que las usuarias puedan utilizar para saber cuales son los componentes de una atención de buena calidad).

Fortalecimiento de la comunidad --> identificar con las organizaciones sociales de base, los asuntos que se deben encarar para asegurar la implementación y la llegada a los/las destinatarias de los servicios.

A d v o c a c y o abogacía para influir en las decisiones políticas, para que respondan a las necesidades de la población, especialmente de las mujeres y adolescentes.

Los cuatro principios básicos de los derechos reproductivos (50) son: autonomía personal, igualdad, diversidad, integridad corporal. Sabemos que no han sido consistentemente respetados en muchas de las experiencias recientes, y de eso se trata. Proponemos trabajar para que se respeten y garanticen.

Por ejemplo, el tipo de anticonceptivos que se administrarán a la población no se puede decidir de manera neutra y universal como si todas/os las/los usuarias/os fueran iguales. Dadas las diversidades, esas decisiones deben ser individuales para adecuarlas a su situación y necesidades. El derecho de las personas a decidir qué hacer, requiere información bien comprendida. Para eso, la consejería prevista por la ley es clave: siempre y en todos los casos, los conocimientos deben transferirse teniendo en cuenta el vocabulario adecuado para que todas las personas puedan comprenderlos bien y elegir sus propias opciones.

El control ciudadano es la forma de asegurar de rechos conquistados y tambien de reivindicar nuevos derechos, en todos los ámbitos de ciudadanía.

La vigilancia o monitoreo por parte de la ciudadanía requiere la redefinición permanente de los derechos, en concordancia con las experiencias vividas al ejercitarlos en el nuevo campo de poder que genera la ley. Ésta universaliza las prácticas que actualmente son privilegio de algunos sectores. Todos sus beneficiarios/as deben ejercer control para garantizar la vigencia de los derechossexuales y reproductivos y la equidad de género y clase para toda la sociedad y cada una de las personas que la integran.

Sabemos que la potenciación o el mayor poder (e m p o w e r m e n t) de las mujeres requiere que se modifiquen las condiciones de pobreza que recae selectivamente sobre ellas, la inequidad salarial, la violencia sexista e inseguridad, causas subyacentes de los malestares y enfermedades que las aquejan.

Sabemos de los limitados efectos de las políticas asistencialistas focalizadas que fijan a las mujeres, especialmente las pobres, en lugares de subordinación social, sin cambiar estas condiciones.

Sin embargo, también sabemos que el acceso a los servicios de salud reproductiva y a la anticoncepción, en la medida en que permiten una sexualidad más plena son factores de primera importancia para la vida y la subjetividad de las mujeres. Nos preguntamos si la desigualdad y la exclusión política y social en la que vive gran parte de nuestro pueblo se puede resolver –o aliviar– solamente con esquemas participativos. La respuesta es que no.

De todas maneras, no nos cabe duda de que el control ciudadano es un factor generador de más democracia, una herramienta de ciudadanía que debe ser desarrollada. Que el reclamo de los derechos reproductivos y sexuales permitirá ampliarlo a otros, y que la práctica reiterada de la defensa de los derechos es el camino a una mayor equidad en la distribución del poder y los recursos en la sociedad.

Monitoreo social en proceso

Establecer mecanismos y prácticas de monitoreo social en todo el país permitirá calificar la demanda por parte de usuarias/os, y mejorar la oferta de servicios y programas. Promover la interacción entre usuarios/as de servicios y áreas de gobierno por un lado, y los funcionarios responsables por el otro, a fin de mejorar y adecuar la respuesta gubernamental a las necesidades y perspectivas de las personas. Como vimos, esto requiere por un lado una ciudadanía activa y conciente de ser sujeto de derechos, capaz de organizar actividades de monitoreo social, y por otro un Estado con una gestión transparente y eficaz, con funcionarios/as y personal dispuestos/as a adecuar sus funciones a estos requerimientos.

La evaluación de las acciones, servicios y las políticas públicas en general debe ser una actividad permanente por parte de la ciudadanía. Creemos que el control ciudadano debe ser participativo, sustentable y efectivo. Participativo, porque deben incluirse amplios sectores de la población; se requieren miles de ojos, de oídos, de métodos de evaluación informales o sistemáticos. Sustentable, porque es necesario que se mantenga en el tiempo. Efectivo, porque debe lograr aquellos cambios que se consideren nece sarios para una atención de calidad.

Esta rendición de cuentas es un paso importante en la consolidación de la democracia en el país que no se limite a la emisión del voto en las elecciones. Una democracia “monitoreada”, “controlada” por sus ciudadanas/os participando activamente

Por su parte, el Estado y sus efectores a distintos niveles deben proveer mecanismos, canales y criterios que faciliten su monitoreo y evaluación.

Un Estado que asuma responsablemente su deber de dar cuenta de sus acciones, que facilite información sobre sus actividades y dé cabida a demandas y propuestas que lleguen desde al sociedad civil. Por ello, el proyecto se propone también contribuir a que el Estado argentino, a diferentes niveles, cree y/o desarrolle estos mecanismos, que hoy prácticamente no existen o son muy incipientes.

NOTAS
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SISTEMA INTERNACIONAL E INTERAMERICANO

Extraído de CRIN: www.crin.org
¿Qué son las Naciones Unidas?

La Organización de las Naciones Unidas fue fundada el 24 de Octubre de 1945 por 51 países que se comprometieron a mantener la paz mediante la cooperación internacional y la seguridad colectiva. En la actualidad, casi todas las naciones del mundo son miembros de las Naciones Unidas, con un total de 192 países.

Cuando los Estados pasan a ser Miembros de las Naciones Unidas, se comprometen a aceptar las obligaciones de la Carta de las Naciones Unidas, un tratado internacional en el que se establecen los principios fundamentales de las relaciones internacionales.

De conformidad con la Carta, la ONU tiene cuatro propósitos:

· Mantener la paz y la seguridad internacionales; to maintain international peace and security;

· Fomentar relaciones de amistad entre las naciones;

· Cooperar en la resolución de problemas internacionales y en la promoción del respeto por los derechos humanos;

· Y ser el centro donde se armonizan los esfuerzos de los países.

Las Naciones Unidas no son un gobierno mundial y tampoco establecen leyes. Sin embargo, la Organización proporciona los medios para ayudar a resolver los conflictos internacionales y formular políticas sobre asuntos que nos afectan a todos.

¿A qué se dedica?

El objetivo de las Naciones Unidas es la de prestar asistencia en la resolución de problemas que amenazan a la humanidad y su amplio grupo de organizaciones se ocupa de distintos asuntos. Puede ver un mapa de los distintos organismos de la ONU aquí. La ONU y su familia de organizaciones trabajan para promover el respeto por los derechos humanos, proteger el medio ambiente, combatir las enfermedades y erradicar la pobreza.

Las agencias de la ONU establecen las normas para el transporte aéreo seguro y eficiente y ayudan a mejorar las telecomunicaciones y a aumentar la protección del consumidor. Las Naciones Unidas dirigen las campañas internacionales contra el tráfico de drogas y el terrorismo. Por todo el mundo, la ONU y sus agencias asisten a los refugiados, establecen programas para eliminar las minas antipersona, ayudan a expandir la producción de alimentos y dirigen la lucha contra el SIDA.

¿Qué hace por los derechos humanos?

Gracias a los esfuerzos de la ONU, los gobiernos han llegado a muchos acuerdos multilaterales para hacer de este mundo un lugar más seguro, saludable, con más oportunidades y más justo para todos. La ONU ha creado un importante organismo de derecho internacional, que incluye el derecho de derechos humanos, como la Convención sobre los Derechos del Niño.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General en 1948, establece los derechos y las libertades fundamentales que todos los hombres y mujeres poseen, entre ellos el derecho a la vida, a la libertad y a la nacionalidad; a la libertad de pensamiento, de consciencia y de religión; el derecho a trabajar y a recibir una educación; el derecho a la alimentación y a la vivienda; y el derecho a tomar parte en el gobierno.

Estos derechos son jurídicamente vinculantes en virtud de dos Pactos Internacionales en los que la mayoría de los Estados son partes. Un Pacto se encarga de los derechos económicos, sociales y culturales y el otro de los derechos civiles y políticos. Junto con la Declaración, estos pactos constituyen la Carta Internacional de Derechos Humanos.

La Declaración sentó las bases para la formulación de más de 80 Convenciones y declaraciones de derechos humanos, incluyendo los dos Pactos Internacionales.

Ahora que su labor de fijación de normas está casi terminada, la ONU está dirigiendo sus esfuerzos en materia de derechos humanos hacia la aplicación de la legislación en esa materia. El Alto Comisionado para los Derechos Humanos, responsable de coordinar las actividades de derechos humanos de la ONU, trabaja con los gobiernos para mejorar su observancia de los derechos humanos, se encarga de prevenir las violaciones de esos derechos y trabaja estrechamente con los mecanismos de derechos humanos de la ONU.

El Consejo de Derechos Humanos de la ONU es un órgano intergubernamental que celebra sesiones públicas en las que se examina el comportamiento de los estados en materia de derechos humanos, se aprueban nuevas normas y se promueven los derechos humanos por todo el mundo. El Consejo también nombra expertos independientes, “relatores especiales”, encargados de presentar informes sobre violaciones de los derechos humanos y de examinar la situación de los derechos humanos en determinados países.

Varias misiones de mantenimiento de la paz de la ONU tienen un componente de derechos humanos. En total, las actividades en el campo de los derechos humanos actualmente se están llevando a cabo en 30 países o territorios. Estas operaciones contribuyen a fortalecer la capacidad de la nación en materia de legislación de derechos humanos, administración y educación, investigan las violaciones que se hayan denunciado y asisten a los gobiernos para que adopten medidas correctivas cuando sea necesario.

La promoción del respeto por los derechos humanos constituye un elemento cada vez más importante de la ayuda al desarrollo de la ONU. En particular, el derecho al desarrollo se considera como parte de un proceso dinámico que abarca los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales, y mediante el cual el bienestar de todos los integrantes de la sociedad mejora. La clave para el disfrute del derecho al desarrollo se encuentra en la erradicación de la pobreza, un importante objetivo de la ONU.

Las violaciones generalizadas del derecho humanitario cometidas durante la guerra de la ex Yugoslavia llevaron en 1993 al Consejo de Seguridad a crear un tribunal internacional para procesar a los acusados de crímenes de guerra en dicho conflicto. En 1994, el Consejo creó otro tribunal para investigar los casos relacionados con las acusaciones de genocidio en Rwanda. Los tribunales han declarado culpables a varios acusados y los ha sentenciado a prisión. En 1998, el Tribunal para Rwanda emitió el primer veredicto de la historia de un tribunal internacional sobre el crimen de genocidio, así como la primera sentencia por ese crimen.

Un objetivo clave de las Naciones Unidas, un mecanismo internacional que asigna responsabilidades frente a las violaciones generalizadas de los derechos humanos, se alcanzó en 1998 cuando los gobiernos acordaron establecer la Corte Penal Internacional. La Corte proporciona el medio para castigar a los autores de genocidios y otros crímenes contra la humanidad. La ONU también ha contribuido en la elaboración de convenciones relacionadas con el derecho humanitario internacional, como la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio de 1948 y la Convención sobre las armas inhumanas de 1980 (relativa al uso de armas excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados).

Mediante su labor humanitaria, de paz y de desarrollo, de manera directa e indirecta, la ONU ayuda a proteger los derechos de las personas.

Del mismo modo, una vez al año, el CDN presenta un informe ante el Tercer Comité de la Asamblea General de la ONU, escucha la declaración de la Presidencia del CDN y la AG adopta una Resolución sobre los Derechos del Niño. (Lea el Informe 2006 del CDN a la AG y la Resolución 2006 de la AG sobre los Derechos del Niño).

Representante Especial del Secretario General por los niños y los conflictos armados presenta anualmente un informe a la Asamblea General.  

El Estudio sobre la Violencia contra los Niños de la Secretaría General de las Naciones Unidas surge de un esfuerzo global para esbozar un panorama detallado de la naturaleza, el alcance y las causas de la violencia contra los niños, y para proponer recomendaciones precisas de acción para prevenir la violencia y actuar al respecto. Lea más sobre este tema en el Estudio de la Puerta de la Sociedad Civil de CRIN.

3. El Consejo de Derechos Humanos de la ONU

El Consejo de Derechos Humanos fue creado en marzo de 2006 y reemplaza a la Comisión de Derechos Humanos. Tradicionalmente, los derechos del niño constituían el punto número 13 en la agenda de la Comisión de Derechos Humanos, aunque algunas veces se habían discutido bajo otros puntos de la agenda. Una “Resolución Ómnibus” sobre los derechos del niño fue adoptada por la Comisión para incluir anualmente las diferentes resoluciones relativas a los niños, tales como aquellas sobre los niños que viven y trabajan en la calle, la explotación sexual infantil y los niños afectados por los conflictos armados.

 Más información sobre la Comisión de Derechos Humanos y derechos del niño. El Consejo de Derechos Humanos también tiene la responsabilidad de supervisar el trabajo de los Procedimientos Especiales (por ejemplo, Relatores Especiales, Expertos Independientes, Grupos de Trabajo). Los mandatos temáticos relativos a los derechos del niño incluyen:

Relator Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en pornografía.

Relator Especial sobre el Derecho a la Educación

4. El Consejo de Seguridad de la ONU
El trabajo del Consejo de Seguridad sobre los derechos del niño se centra en la participación de los niños en conflictos armados. 

El Consejo de Seguridad puede presentar un caso ante la Corte Penal Internacional, aún cuando la CPI es independiente de la ONU a efectos prácticos. 

5. Otras organizaciones que trabajan para los niños 

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) se ocupa precisamente de promover y proteger los derechos del niño. El Fondo de la ONU para la Infancia es la organización más importante de la ONU que trabaja para la supervivencia a largo plazo, la protección y el desarrollo de los niños. En unos 150 países, los programas de UNICEF se centran en la inmunización, la atención sanitaria primaria, la nutrición y la educación básica (página web: www.unicef.org).

La Organización Mundial de la Salud (OMS) se ocupa del derecho de los niños a la salud vinculado a la página de CRIN. (página web: http://www.who.org).

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) formuló en 1999 la Convenio nº 182 de la OIT sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil y el Convenio nº 138 de la OIT sobre la Edad Mínima para la Admisión al Empleo y al Trabajo.

El mandato de la Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos (OACDH), un departamento de la Secretaría de las Naciones Unidas, reúne todo el trabajo sobre derechos humanos de la ONU para crear un enfoque integral. Su mandato también se encarga de: “impedir la violación de los derechos humanos, asegurar el respeto por los derechos humanos, promover la cooperación internacional para proteger los derechos humanos, coordinar las actividades relacionadas a través de las Naciones Unidas y reforzar y mejorar el sistema de las Naciones Unidas en el campo de los derechos humanos.”

De entre otras organizaciones de la ONU cuyo trabajo afecta directamente a los niños, todas las siguientes son ejemplos de organismos que protegen y promueven los derechos del niño: la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre VIH / SIDA (ONUSIDA), el Fondo Monetario Internacional (FMI), la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA).

¿Cómo está estructurada?

La estructura de las Naciones Unidas es complicada y puede resultar abrumadora. Las Naciones Unidas poseen seis órganos principales. Cinco de ellos, la Asamblea General, el Consejo de Seguridad, el Consejo Económico y Social, el Consejo de Administración Fiduciaria y la Secretaría, se encuentran en la Sede de la ONU, en Nueva York. El sexto, la Corte Internacional de Justicia, se encuentra en La Haya (Países Bajos).

Las Naciones Unidas pretenden resolver los problemas que amenazan a la humanidad. Hay más de 30 organizaciones afiliadas cooperando con esta causa, todas juntas conocidas como el sistema de la ONU, que está relacionado con o dirigido por los seis órganos principales.

Por ejemplo, el Consejo de Derechos Humanos es un órgano subsidiario de la Asamblea General. Otras organizaciones afiliadas incluyen el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Oficina del Alto Comisionado paro los Derechos Humanos (OACDH), la Organización Mundial del Comercio (OMC) y la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

¿Cómo está gobernada?

Representantes de cada país miembro se reúnen en la Asamblea General, lo más parecido que hay a un parlamento mundial. Cada uno de los Estados Miembros tiene un único voto. Las decisiones que se toman después de ser votadas se convierten en resoluciones. Las decisiones de la Asamblea no son leyes. Los Gobiernos siguen las resoluciones porque éstas representan la opinión del mundo sobre los problemas internacionales más importantes.

Los 15 miembros del Consejo de Seguridad de la ONU intentan que este mundo sea un lugar pacífico y seguro. Ellos votan del mejor modo posible para impedir que los países entren en guerra. Hay dos grupos de miembros: cinco miembros permanentes (Francia, Reino Unido, Rusia, China y Estados Unidos) y diez miembros temporales (estos miembros son votados cada dos años por el resto de la ONU). Los cinco miembros permanentes pueden impedir que la ONU tome decisiones con las que no estén de acuerdo, lo que se denomina el poder de veto.

El Consejo Económico y Social (ECOSOC) sirve de foro central para discutir asuntos sociales y económicos internacionales, y para formular recomendaciones de políticas dirigidas a los Estados Miembros y al sistema de las Naciones Unidas.

Se encarga de promover los estándares más altos de vida, pleno empleo y progreso económico y social; identifica soluciones para los problemas internacionales de salud, sociales y económicos; facilita la cooperación educativa y cultural a nivel internacional; y promueve el respeto universal por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Con su amplio mandato, el Consejo dispone del 70 % de los recursos financieros y humanos de todo el sistema de la ONU.

El papel de la Corte Internacional de Justicia es el de establecer, de acuerdo con la ley internacional, disputas legales que le hayan sido presentadas por los Estados y dar consejo y opinión sobre cuestiones legales. La Corte se compone de 15 jueces, que son elegidos por mandatos de 9 años por la Asamblea General de las Naciones Unidas y el Consejo de Seguridad.

La Secretaría lleva a cabo diversas tareas rutinarias de la ONU. Trabaja para los otros órganos principales de las Naciones Unidas y administra los programas y las políticas establecidas por ellos. Su responsable es el Secretario General, nombrado por la Asamblea General según recomendaciones del Consejo de Seguridad por mandatos renovables de 5 años.

El Consejo de Administración Fiduciaria se creó para garantizar que los Estados incapaces de gobernarse a sí mismos fueran administrados según los intereses de sus habitantes y de la paz y la seguridad internacionales. Todos los territorios en fideicomiso, muchos de ellos territorios tomados de las naciones derrotadas al final de la Segunda Guerra Mundial, han alcanzado la independencia o el autogobierno, ya sea como naciones independientes o mediante la alianza con países vecinos independientes, por lo que las operaciones del Consejo han sido suspendidas.
¿Qué es la CPI?

La Corte Penal Internacional (CPI) es una corte independiente, permanente que juzga a personas acusadas por los crímenes más serios de preocupación internacional, llamados genocidio, crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra. En este año Thomas Lubanga de la República Democrática del Congo se convirtió en la primera persona en ser acusado por la Corte Penal Internacional (CPI) con crimen de guerra por enlistar niños debajo de 15 años y usarlos activamente para participar en hostilidades. En enero del 2007, la Cámara de pre-jucio decidió proceder con un juicio completo en contra de Lubanga.

¿Cuándo pueden ser llevados casos a la CPI?

El Estatuto de Roma, el cual estableció la CPI, entra en vigor en Julio de 2002. La Corte no estaba autorizada en procesar cualquier crimen cometido antes de que el Estatuto haya entrado en vigor.

A la fecha, el Estatuto ha sido ratificado por 104 países. Esto significa que están de acuerdo en procesar crímenes enlistados en el Estatuto de Roma donde dichos crímenes son cometidos en su territorio o que son perpetrados por uno de sus nacionales.   La CPI está diseñada en complementar sistemas judiciales nacionales existentes. Casos sólo pueden ser examinados por la CPI cuando cortes nacionales son incapaces o no están dispuestos de investigar o procesar dichos crímenes, actuando así como “corte de último recurso”. La responsabilidad primaria de traer presuntos criminales a la justicia cae en Estados individuales.

¿Quién puede llevar casos a la CPI?

Casos pueden ser llevados por un Partido de Estado al Estatuto de Roma, por el Fiscal o por el Consejo de Seguridad de la ONU.

¿Qué estipulaciones hace la CPI para las víctimas?

La participación en los actos de la Corte, tomará lugar en la mayoría de los casos a través de un representante legal. Las estipulaciones de víctimas basadas en Estatuto de Roma les da oportunidad a las víctimas de que sus voces sean escuchadas y cuando es adecuado, puedan obtener compensaciones a su sufrimiento.

¿Cómo pueden ONGs participar en el trabajo de la CPI?

El personal de las ONGs seguido son las primeras personas en presenciar violaciones masivas de los derechos humanos y la ley humanitaria a través de su trabajo con población afectada en primer plano. Esto le da a las ONGs el privilegio de acceder a información y a testimonios de víctimas y testigos lo que ha llevado a la Corte Penal Internacional (CPI) a pedirles de proveer evidencia vital y a aumentar la conciencia sobre las actividades de la CPI entre las personas de primer plano.

Sin embargo, mientras muchas ONGs apoyan los objetivos y remiten hacia la CPI, el compromiso con la Corte hace surgir algunos retos:

Si las investigaciones de la CPI son tomadas durante un conflicto en curso, la asociación con la investigación puede potencialmente poner a niños y a sus familias en peligro.

La CPI es un cuerpo político; comprometiéndose con ella puede erosionar la postura imparcial de las ONGs, lo cual puede afectar la seguridad de las personas con las que trabajan y de los miembros del personal, como también el acceso a comunidades donde ellos quisieran trabajar.

Su naturaleza política también significa que los procesos de paz en curso localmente dirigidos podrían ser interrumpidos.

En términos prácticos, el colectar evidencia puede ser difícil porque la mayoría de los miembros de las ONGs no son investigadores entrenados.

La primera prioridad de las ONGs es proteger la confidencialidad de sus beneficiarios.

Las ONGs podrían no tener la capacidad de documentar apropiadamente violaciones citadas.

¿La Coalición para la CPI?

La Coalición para la Corte Penal Internacional es una red global con más de 2,000 ONGs las cuales abogan por una Corte justa, efectiva e independiente.

¿Cuál es la diferencia entre la CPI y la Corte Penal Internacional de Justicia?

La CPJ es un tribunal civil que trata principalmente sobre disputas entre Estados. La CPJ es un órgano judicial principal de la ONU mientras que la CPI es independiente de la ONU. Ambas se encuentran en La Haya, Países Bajos.

Información general sobre el Sistema Interamericano

¿Qué es?

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) es una de las dos entidades del sistema interamericano de protección y promoción de los derechos humanos en las Américas. Tiene su sede en Washington, D.C. El otro órgano es la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José, Costa Rica.

La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y que actúa en representación de todos los países miembros de la OEA. Está integrada por siete miembros independientes que se desempeñan en forma personal, que no representan a ningún país en particular y que son elegidos por la Asamblea General.

Períodos de sesiones
La CIDH celebra al menos dos períodos ordinarios de sesiones al año y el número de sesiones extraordinarias que considere necesarias. Durante cada período de sesiones la Comisión realiza y participa en conferencias para difundir y analizar temas relacionados con el sistema interamericano de los derechos humanos.

Participantes
Organizaciones que trabajan en el campo de los derechos humanos y defensores de los derechos humanos pueden informan a la Comisión sobre violaciones y pedir su intervención, o pedir que investigue una situación en particular o la situación general de los derechos humanos en un país.

Tareas de la Comisión
La Comisión considera peticiones individuales sobre la posible violación de derechos humanos por un Estado parte cuando el peticionario haya agotado los recursos de la jurisdicción interna. La Comisión se pone a disposición de las partes en cualquier etapa del examen de una petición o caso a fin de llegar a una solución amistosa del asunto. De no llegarse a una solución amistosa, la Comisión puede formular recomendaciones al Estado en cuestión, o someter el caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos provisto que el Estado haya aceptado la jurisdicción de la Corte.

La Comisión puede realizar visitas in loco para profundizar la observación general de la situación, y/o para investigar una situación particular. Generalmente, esas visitas resultan en la preparación de un informe, que es publicado y remitido a la Asamblea General.

La Comisión puede crear relatorías para el mejor cumplimiento de sus funciones en ciertos campos. Actualmente hay relatorías sobre los derechos de los niños, mujeres, pueblos indígenas, trabajadores migrantes, prisioneros y desplazados, y la libertad de expresión.

Para obtener más información sobre el sistema interamericano, visite: www.cidh.org
La Comisión y Corte Interamericanas están autorizada a tramitar denuncias sobre violaciones individuales de violaciones a los derechos humanos?
Sí. A diferencia de la Convención de las Naciones Unidas, la Convención Americana establece la autoridad de la Comisión y la Corte Interamericanas para indagar sobre quejas individuales de violaciones de derechos humanos por parte de un Estado. 

Qué tipo de casos han sido sometidos ante la Corte Interamericana?
En 1997 se presentó el primer caso de violaciones de los derechos humanos de niños. El caso de cinco niños que habían sido matados por agentes de la Policía Nacional de Guatemala fue sometido a la Corte Interamericana por Casa Alianza y CEJIL. En 1999, la Corte sostuvo en la demanda que Guatemala había violado el artículo 4 el cual consagra el derecho a la vida. La Corte decidió por unanimidad que el Estado de Guatemala debía construir un centro con una placa con los nombres de las víctimas, indemnizar a los familiares de las víctimas, investigar los hechos del caso, identificar y sancionar a los responsables y adoptar en su derecho interno las disposiciones que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de esta obligación.

Otros casos que han logrado avances importantes para los derechos de la niñez incluyen:

las ejecuciones extrajudiciales de niños de la calle en Honduras (Marco Antonio Servellón y otros vs. Honduras)

las ejecuciones extrajudiciales de niños de la calle en Guatemala (Villagrán Morales y otros)

niños detenidos en centros penitenciarios para adultos en Honduras (Menores detenidos en centros de detención para adultos vs Honduras)

La Comisión tiene un representante especial sobre la cuestión de los derechos de la niñez ?
En 1991 se creó una relatoría especial sobre la cuestión de los derechos de la ni ñez . El actual Relator sobre los Derechos de la Niñez, Paulo Sérgio Pinheiro, ocupa desde 2004. El mandato es de cuatro ños. El Comisionario Pinheiro es también el Relator para Antigua y Barbuda, Barbados, Estados Unidos y Venezuela. Es además el relator Especial de las Naciones Unidas para Myanmar y, en 2003, fue nombrado Experto Independiente para el Estudio Munidal sobre Violencia contra Niños (visite www.childrenandviolence.org para obtener más información acerca de este estudio).

Cuáles son las actividades principales del Relator Especial sobre los Derechos de la Niñez?
El Relator Especial lleva a cabo estudios sobre temas de preocupación, participa en visitas de investigación in loco, prepara capítulos específicos sobre los derechos de la niñez para los informes de país, y recibe quejas de violaciones individuales a los derechos de niños, niñas y adolescentes.

¿Que es la Corte Interamericana de Derechos Humanos?

La Corte Interamericana de Derechos Humanos es uno de los dos organismos de derechos humanos de la Organización de los Estados Americanos. El otro es la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. El tribunal fue creado por el artículo 33b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos para salvaguardar los derechos consagrados por la Convención.

La Corte, con sede en San José, Costa Rica, se fundó en 1979. Está compuesto de siete magistrados que se seleccionan como expertos independientes por un período de seis años. Pueden ser reelegidos una vez.

¿Cuáles son los poderes y funciones de la Corte?

La Corte tiene un papel doble: Por un lado, interpreta los artículos de la Convención Americana y otros instrumentos de derechos humanos internacionales para aportar unas directrices más exhaustivas acerca de las disposiciones de los artículos y de la forma en que los Estados pueden implementarlos. Esta es su labor consultiva. 

La función contenciosa le permite emitir decisiones, medias preventivas y sentencias en casos de violaciones de los derechos humanos, así como en violaciones interestatales de derechos humanos. No obstante, la Corte sólo puede hacer esto en los casos en que el Estado en cuestión haya aceptado la jurisdicción de gobierno de la Corte para dichos casos. Cuando el Estado en cuestión no haya aceptado la jurisdicción de la Corte, el caso sólo se pueden presentar ante la Comisión Interamericana. Si el Estado no ha ratificado la Convención Americana, la Comisión aplicará la Declaración Americana sobre los Derechos Humanos.Un Estado puede aceptar la jurisdicción contenciosa de la Corte cuando ratifique la Declaración Americana, en fecha posterior o sobre la base ad hoc de un caso en particular. La declaración de aceptación puede ser incondicional, condicional, para un caso específico o durante un período de tiempo limitado.

¿Cómo puedo presentar una queja ante la Corte?

Solamente la Comisión Interamericana y los Estados partes de la Convención Americana pueden presentar quejas directamente a la Corte (de acuerdo al artículo 61.1 de la Convención Americana). Si es usted un individuo, un grupo o una organización, deberá presentar las quejas a la Comisión Interamericana; si la queja reúne ciertos requisitos, la Comisión la remitirá a la Corte. 

¿Cómo puede influenciar la sociedad civil la labor de la Corte?

Las organizaciones de la sociedad civil no pueden presentar casos directamente a la Corte Interamericana, sino que deben enviar las alegaciones de violaciones de los derechos humanos a la Comisión Interamericana. Si la Comisión acepta el caso como “admisible”, entonces lo remitirá a la Corte. Lea más aquí acerca de cómo presentar una queja ante la Comisión:   Si una organización de la sociedad civil pretende obtener “medias provisionales” o medidas que puede dictar la Corte para proteger a una víctima o a otras partes de un caso mientras éste se procesa, sólo puede solicitar esto directamente a la Corte si dicho caso ya ha sido remitido a dicha Corte. Si la Corte no tiene conocimiento del caso, la organización debe ponerse en contacto con la Comisión para que emita “medidas preventivas”.

La única forma en que las organizaciones de la sociedad civil pueden influenciar la función consultiva de la Corte –es decir, la labor de interpretar la Convención Americana y otros instrumentos de derechos humanos internacionales– es presentando declaraciones escritas de terceras partes (o amicus curiae) sobre un tema específico bajo investigación. No obstante, la Corte no está obligada a tomar en consideración estas declaraciones.

Opiniones consultivas

La Corte Interamericana puede, mediante solicitud de la Comisión o de un Estado parte de la Convención Americana, emitir opiniones consultivas. Estas opiniones constituyen un medio para que la Corte dé su interpretación de aspectos particulares de la Convención.

Hasta la fecha, la Corte ha emitido una opinión consultiva en materia de Derechos del Niño:

Opinión consultiva 17 sobre el Estado Legal y los Derechos del Niño 

En una audiencia en Washington en octubre de 2005, una delegación liderada por Save the Children de Suecia y la Comisión de Juristas Andinos solicitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que declarase todos los castigos corporales de los niños un incumplimiento de sus derechos humanos y requirió a la Corte Interamericana que emitiera una opinión consultiva sobre el castigo corporal. Esta opinión consultiva aún se encuentra en trámites.

 

Medidas Provisionales

La Corte puede ordenar a un Estado que tome “medidas provisionales” para proteger a las víctimas de violaciones de derechos humanos, a los testigos y a los familiares de la víctima, así como a otros, de daños graves durante el procesamiento del caso. La Corte vigila el cumplimiento de las medidas provisionales, ordenando al Estado que informe en el marco de un calendario específico, de los pasos que ha tomado para cumplir la orden. Las medidas provisionales sólo se pueden solicitar a la Corte si ésta ya conoce el caso; de no ser así, los solicitantes deben requerir a la Comisión medidas preventivas. 

Un ejemplo de medidas provisionales ordenadas por la Corte es la concerniente a los niños y jóvenes detenidos en el “Complexo do Tatuapé” de FEBEM (el sistema penitenciario estatal) de Brasil en noviembre de 2005. El “Complexo do Tatuapé” tiene una población penitenciaria de aproximadamente 1.600 niños y jóvenes. En 2004, hubo 28 motines en unidades diferentes del complejo y 15 en los cinco primeros meses de 2005. La Comisión Interamericana recibió información acerca de la falta de investigación de los motivos por los que surgieron estos motines, algunos de los cuales fueron violentos. Se cree que algunas de las razones estuvieron relacionadas con intentos de fuga, con malas condiciones de detención y con malos tratos. El 8 de octubre de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos solicitó a la Corte que ordenara al Estado brasileño adoptar medidas provisionales para proteger la vida e integridad física de los niños y jóvenes detenidos en el complejo. La Corte ordenó las siguientes medidas provisionales: reducir la superpoblación penitenciaria; incautar armas en posesión de presos jóvenes; proporcionar la atención médica necesaria; realizar supervisiones periódicas de las condiciones de detención y del estado físico y emocional de los presos; planear medidas de protección con la participación de los jóvenes afectados; enviar una lista de todos los presos del complejo con información acerca de su identidad, fecha y hora de ingreso en presión; traslado y puesta en libertad eventual, etc., e informar bimensualmente acerca de las medidas provisionales adoptadas.

Juicios

Niños de la calle (Villagrán Morales y otros ) contra Guatemala (11 de septiembre de 1997. Serie C N. 32) El primer caso de la historia relacionado con una violación de derechos del niño oído por la Corte Interamericana fue el de cinco niños de la calle que fueron asesinados por agentes de la policía en junio de 1990. Cuatro fueron secuestrados, torturados y asesinados a tiros por agentes del Estado. El quinto fue asesinado a tiros en la calle también por agentes del Estado. El caso, que se conoce como “Bosques San Nicolás,” lo presentaron ante la Corte Casa Alianza y CEJIL tras haber intentado durante dos años que se oyera en Guatemala. En 1999, la Corte pronunció al Estado de Guatemala culpable de violación de los siguientes derechos consagrados por la Convención Americana: el derecho a la vida, la integridad física, la libertad personal, las garantías judiciales, la protección judicial y los derechos del niño (artículos 4, 5, 7, 8, 25, 19 y 1.1, respectivamente). El 26 de mayo de 2001, la Corte ordenó al Estado de Guatemala: edificar una escuela con una placa conmemorativa de las víctimas, pagar compensación a las familias de las víctimas, investigar los hechos del caso e identificar y sancionar a los responsables, así como cambiar la legislación nacional de acuerdo con el artículo 19 de la Convención Americana.   El Estado de Guatemala adoptó estas medidas durante los meses siguientes. El 19 de diciembre de 2001 pagó compensación a las familias de las víctimas. También estableció un centro educativo con una placa dedicada a la memoria de los cinco niños. El “Código de menores” que había estado vigente desde 1979 fue abolido y el Congreso nacional aprobó un nuevo “Código para niños y jóvenes”, que entraría en vigor un año después. No obstante, como resultado de varias demoras, la legislación no entró en vigor a tiempo. Finalmente, y gracias a la presión ejercida por la sociedad civil, el 4 de junio de 2003 se aprobó la Ley de Protección Integral de Niños y Jóvenes.

Impacto más amplio del caso:
- el caso señaló un cambio importante hacia la protección de los derechos de los niños y jóvenes; no sólo desde una perspectiva legal sino también desde un punto de vista social, político y económico;

- interpretó el artículo 19 de la Convención Americana de acuerdo a la Convención de los Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales

- La Corte dictó que el Estado de Guatemala había violado sus obligaciones establecidas según el artículo 19 de la Convención Americana, extendiendo su jurisdicción a los incumplimientos de derechos económicos, sociales y culturales, que se ignoran ampliamente en la mayoría de los estados americanos. La Corte reconoció que “tanto la Convención Americana como la Convención de los Derechos del Niño forman parte de un organismo muy completo de derecho internacional para la protección de los niños y que deben notificar a la Corte para determinar el contenido y el alcance de la disposición general realizada en el artículo 19 de la Convención Americana”.

- La Corte adoptó la definición de “niño” como se establece en la legislación internacional de derechos del niño, como una persona de menos de 18 años. La Corte admitió la gravedad específica de que un Estado parte de la Convención de los Derechos del Niño hubiese condonado la violencia sistemática contra los niños “a riesgo” dentro de su territorio. Fue más allá, diciendo que cuando un Estado viola los derechos de los niños “a riesgo”, como los niños que viven en la calle, los derechos de éstos se ven doblemente violados: en primer lugar, porque el Estado no los ha protegido de la pobreza y los ha privado los medios mínimos de vida, impidiendo el “desarrollo completo y armonioso de sus personalidades…”; y en segundo lugar, porque el Estado ha violado sus integridades físicas, psicológicas y morales, e incluso sus vidas.

- La Corte, en referencia a los antecedentes penales de una de las víctimas en particular, declaró que el Estado actuó “contraviniendo” su obligación de “intervenir en los delitos cometidos por un menor [y consecuentemente] […] esforzarse en garantizar su rehabilitación para permitirle desempeñar un papel constructivo y productivo en la sociedad.

 

¿Qué es MERCOSUR?

MERCOSUR es un bloque económico y político de estados de América del Sur que se ha comparado a la Unión Europea. Son las siglas de Mercado Común del Sur.   MERCOSUR lo fundaron Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay en 1991 mediante el Tratado de Asunción. La meta inicial de MERCOSUR fue el establecer un mercado económico común. En 1998 también creó un foro político con el objetivo de establecer posturas comunes y resolver problemas que afecten a la región. El mecanismo político se amplió en diciembre de 2006 con la creación de un parlamento común. Este parlamento, que se reunió por primera vez en mayo de 2007, servirá como comité asesor de los estados miembros. 

Asociación

Miembros: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay; Venezuela está pendiente de obtener la asociación.

Miembros asociados: Chile, Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú

Derechos de los niños y MERCOSUR: Iniciativa Niñ@sur
Niñ@sur es una iniciativa de MERCOSUR que tiene como objetivo fomentar esfuerzos nacionales de los estados miembro para implementar la Convención de la ONU en materia de Derechos del Niño. Las metas de Niñ@sur son:

Fomentar el diálogo y el intercambio de experiencias entre los estados de MERCOSUR para lograr las Metas de Desarrollo del Milenio y mejorar las vidas de los jóvenes de la región;

Ejercer presión para, y apoyar un estudio sobre, el establecimiento de un protocolo optativo a la Convención de los Derechos del Niño para un procedimiento de quejas individual. MERCOSUR haría intervenciones del bloque regional en apoyo de dicho mecanismo en el Consejo de los Derechos Humanos de la ONU;

Estimular cambios de legislación interna en cumplimiento de los instrumentos de derechos humanos internacionales relacionados con los niños, como la Convención de la ONU en materia de los Derechos del Niño y en particular el artículo 4 de la Convención, que compromete a los estados a asignar partes de sus presupuestos al avance de los derechos de los niños. Esto incluye la creación de una base de datos legal que contenga los derechos nacionales relevantes y sus grados de cumplimiento con los instrumentos internacionales relevantes.

Estimular la coordinación entre los estados en asuntos temáticos, incluyendo la explotación sexual, el tráfico de personas, la pornografía infantil, el trabajo infantil y los trabajadores emigrantes y sus familias.

Fomentar reuniones regionales con las autoridades relevantes en materia de derechos humanos y del niño con el objetivo de institucionalizar dichos temas en la agenda política y social de MERCOSUR. 

Material de Lectura
10. Litigio Estratégico, instrumento de protección de los Derechos Humanos. Extractos Informativos de Divulgación. Extraidos de http://www.crin.org. Child Rights Information Network. 

CRIN: Introducción al litigio estratégico.

Parte 1. QUÉ es el litigio estratégico: una introducción
Objetivos. El litigio estratégico, también llamado litigio de impacto, involucra la selección y presentación de un caso ante los tribunales con el objetivo de alcanzar cambios mayúsculos en la sociedad. Quien inicia un litigio estratégico busca utilizar la ley como un medio para dejar huella, más que simplemente ganar el caso en particular. Esto significa que en los casos de litigio estratégico hay una preocupación por el efecto que el caso tendrá en otros segmentos de la población y el gobierno, adicionalmente al efecto del resultado del caso para el interesado.

Promoción. Quienes buscan promover la justicia social pueden utilizar los tribunales para realizar cambios legales y sociales mediante la presentación de demandas. Normalmente esto es parte de una campaña de promoción generalizada diseñada para hacer conciencia en un tema en particular o para promover derechos de grupos de la población que se encuentran en desventaja. Quienes inician un litigio estratégico buscarán convencer a otros a unirse a su causa, o bien, intentarán presionar al gobierno a fin de que se cambien algunas leyes.

Resultados. Cuando utilizado satisfactoriamente, el litigio estratégico puede brindar innovadores resultados. Puede lograr que el gobierno inicie acciones para otorgar servicios básicos a sus ciudadanos, garantizar equidad para las minorías o detener una actividad que dañaba el medio ambiente. No existen límites para lo que el litigio estratégico puede lograr.

Litigio estratégico vs. Servicios legales. Es importante hacer notar que el litigio estratégico es muy diferente a la idea tradicional de un servicio legal. Las organizaciones que prestan servicios legales tradicionales ofrecen un servicio a sus clientes de forma individual y trabajan puntualmente representándolos y aconsejándolos en cualquier tema que se les presente. Precisamente como la prestación de servicios legales tradicionales se centra en el cliente y se limita a los recursos con los que cuenta la organización, usualmente no hay oportunidad de ver los casos dentro un panorama completo. El litigio estratégico, por otra parte, se centra y busca cambiar las políticas y otros patrones de comportamiento. Por esta razón, el litigio estratégico no está diseñado para proveer el mejor servicio al mayor número de clientes, como lo está la prestación de servicios tradicionales.

Consideraciones. Antes de iniciar o considerar ayudar a alguien a iniciar un litigio estratégico, hay un sinnúmero de cuestiones que deben de considerarse. Deben estudiarse las cuestiones legales, las metas, la persona que puede iniciar el caso, cuándo debe de iniciarse, en dónde y cómo llevar el trámite del caso. Estos son los temas que se discuten a continuación.

El presente reporte se encuentra dividido en seis secciones. Cada una contiene enlaces a información relevante, casos y otros reportes. Por favor considere que las secciones serán actualizadas regularmente. Enseguida encontrará una breve descripción y enlace a cada una de las secciones.

Parte 2. ¿CUÁNDO debería de tramitarse el litigio estratégico?
Como en muchas otras decisiones, el tiempo es el elemento crucial a definir el éxito del litigio estratégico. Esta sección aborda la cuestión de cuándo es adecuado iniciar el caso, cuáles son los factores que determinarán la decisión de iniciarlo, cuándo pueden obtenerse resultados y cuál es la línea del tiempo en la que se va a trabajar.

Visite: http://www.crin.org/resources/infoDetail.asp?ID=17971&flag=report
Parte 3. ¿QUIÉN puede iniciar un litigio estratégico? 

No cualquiera puede iniciar un caso ante los tribunales. En el litigio estratégico, como en toda clase de litigio, los actores del caso son esenciales. Esta sección identifica quién debe presentar la demanda, a quién se debe demandar y si otras personas u organizaciones no señaladas como partes de la demanda pueden intervenir o involucrarse en el caso.

Visite: http://www.crin.org/resources/infoDetail.asp?ID=17972&flag=report
Parte 4. ¿DÓNDE debería iniciarse el litigio estratégico?

Es posible que presentar una demanda no sea tan simple como acudir a su juzgado local. Cuando se trata de litigio estratégico, el lugar donde se presenta el caso tiene un gran impacto tanto en las posibilidades de obtener un resultado satisfactorio, así como los resultados que se puedan alcanzar. A medida que avance en su investigación, se sorprenderá del número de opciones de las que dispone. Esta sección servirá de guía para determinar exactamente en dónde debe de presentarse el caso y determinar de las opciones existentes, cuál es la mejor.

Visite: http://www.crin.org/resources/infoDetail.asp?ID=18021&flag=report
Parte 5. ¿CÓMO se llevaría o tramitaría el litigio estratégico?

Llevar el trámite de un litigio estratégico puede ser un proceso largo y complicado y, sin duda, habrá un sinnúmero de decisiones que tomar en el camino. Para empezar ¿cómo se encuentra, selecciona y paga a un abogado?, ¿cómo se prueba un caso?, una vez que el caso termina, ¿cómo se cumple?

Visite: http://www.crin.org/resources/infoDetail.asp?ID=17973&flag=report
Parte 6. ¿POR QUÉ debe considerarse la tramitación del litigio estratégico?
¡Importante! Si es un niño quien técnicamente está iniciando una acción legal o usando un mecanismo de derechos humanos, entonces por supuesto que debe de obtenerse su autorización expresa y se le debe consultar y seguir sus instrucciones en todas las etapas del procedimiento. Si actúa en nombre de un niño que no tiene la capacidad para otorgar su consentimiento, entonces se le debe mantener informado cuanto sea posible y en todas las decisiones relacionadas con el caso el mejor interés del menor debe ser la consideración primordial. El litigio estratégico es una herramienta creativa y poderosa de promoción y defensa pero no siempre será la mejor o la más apropiada opción. Iniciar un litigio estratégico será, sin lugar a dudas, una aventura en sí misma, pero debe de pensarse a fondo antes de iniciarla. La última sección tratará de responder a las siguientes preguntas: ¿qué es lo que el litigio estratégico puede hacer por su causa?, ¿qué dificultades enfrentará? y si existen otros medios para alcanzar su meta.
� Adelantado y Noguera (1998: 129) sostienen una concepción compleja de la estructura social, siguiendo a Habermas (1986 ); Cohen y Arato (1992) y autoras feministas. Consideran que las desigualdades sociales operan en cuatro esferas: mercantil, estatal, doméstico-familiar y relacional, y que cualquiera de estas esferas


puede proveer bienestar social a la población


� En la actualidad, el 10% más rico de los habitantes participa del 37,4% del ingreso total. Su ingreso promedio es 27,3 veces mayor que el de aquellos que integran el 10% más pobre. Comparados estos valores con 1994, la brecha es 17,8 veces superior. En 1998, el 23,9% de los hogares (32,6% de la población) caían bajo la línea de pobreza, de ellos, el 6,4% (9,4% de la población) eran considerados indigentes. En la medición de octubre de 2002, 48,1% de los hogares era pobre y el 21,2%, indigente.


� “... El bienestar o la libertad de los miembros de una familia depende de cómo se utilice la renta familiar para satisfacer los intereses y los objetivos de cada uno de ellos. Así, la distribución de las rentas dentro de las familias es una variable fundamental en la relación entre los logros y las oportunidades individuales y el nivel total de la renta familiar. De las reglas de distribución que se utilicen dentro de la familia (relacionadas, por ejemplo, con el sexo, la edad o las necesidades que se crea que tiene cada miembro) pueden depender los logros y las dificultades económicas de sus integrantes” (Amartya Sen, 2000: 99).


� El Programa de Democratización de las Relaciones Familiares puede ser comprendido dentro de las políticas de reconocimiento, pues pone el acento en las relaciones de poder y subordinación entre los géneros y las generaciones dentro de los grupos familiares. La transformación de los contratos autoritarios, que naturalizan la subordinación femenina y que no contemplan en toda su magnitud los derechos de la infancia, es el punto central del programa. 


� Si bien la autora se refiere a las políticas focalizadas, es interesante que aun en éstas se puedan considerar políticas de reconocimiento.





�Como dice Carol Pateman (1989): “El debate liberal no cuestiona la contradicción entre la igualdad política formal y la desigualdad social en las instituciones públicas y privadas, por ejemplo, la marginación y subordinación de las mujeres, grupos étnicos y religiosos”. 


� Según Fraser, “Cuando se insiste en hablar públicamente de las, hasta entonces, necesidades despolitizadas, cuando se exige reclamar para estas necesidades el estatus de temas políticos legítimos, se cuestionan, modifican y/o desplazan elementos hegemónicos de los medios de interpretación y comunicación: se inventan nuevas formas de discurso para interpretar sus necesidades” (Fraser, 1989: 20-21).





� En el Instituto de Estudios de Desarrollo de la Universidad de Sussex, Gran Bretaña.


� Sobre este concepto volveremos en este mismo capítulo


� Magdalena León (1997) explica al mundo de habla española las dificultades que suscita este término: “la palabra empoderar denota acción por su prefijo. A este verbo se le ha dado como sinónimo ‘apoderar’, de uso antiguo, que se define como “dar poder y hacerle dueño de una cosa”, “hacer poderoso”, ”hacerse poderoso”. Entre estas posibilidades que brinda la lengua, Vernier se inclina por usar el verbo ‘apoderar’ y el sustantivo ‘apoderamiento’, aconsejando no usar una sola expresión e incluyendo el uso de la perífrasis “dar poder”.








� Steven Lukes analiza las siguientes perspectivas: “unidimensional”, que focaliza sobre la toma de decisiones en temas donde hay conflictos de intereses observables; “bidimensional”, que considera que no tomar decisiones es una forma de tomarlas y también que se evita tomar decisiones en asuntos sobre los que puede haber un conflicto potencial. La tercera perspectiva, llamada “tridimensional” (que según él permite realizar un más profundo y satisfactorio análisis de las relaciones de poder) pone el acento en las fuerzas sociales y las prácticas institucionales que operan sobre las decisiones de los individuos. El autor se pregunta: “¿No es una forma de ejercicio del poder más supremo e insidioso evitar que la gente tenga quejas, por la modelación de sus percepciones, conocimientos y preferencias, de tal modo que ellos acepten su lugar en el orden existente, tanto si no pueden imaginar alternativas a éste, o lo ven como natural y no cambiable, o lo valoran como ordenado divinamente y beneficioso?”. Steven (1976: 24 


� Por ejemplo, Jo Rowlands menciona los siguientes tipos de poder: “el poder sobre”, como la habilidad de una persona para que otras actúen en contra de sus deseos.


Es la capacidad de un actor de afectar los resultados aun en contra de los intereses de los demás y suele manifestarse en la toma de decisiones en conflictos abiertos u observables aunque también puede estar presente en los conflictos que se suprimen para evitar el conflicto: aquello que no se toma en cuenta y ni siquiera entra en la decisión. El “poder para”: este poder sirve para incluir cambios por medio de una persona o grupo líder que estimula la actividad en otros e incrementa su ánimo. Es un poder generativo o productivo, aunque puede haber resistencia y manipulación. El “poder con” se aprecia cuando un grupo presenta una solución compartida a sus problemas. El “poder desde dentro” es socialmente estructurado y configurado por los patrones culturales y por las prácticas institucionales que moldean no sólo los intereses prevalecientes sino también la forma en que los diferentes actores perciben sus intereses. Rowlands, “Empoderamiento y mujeres rurales en Honduras: un modelo para el Desarrollo” (1995), en León, 1997.


� Frente a las políticas de identidad homogeneizadoras, Nira Yuval-Davis (1997:98) propone políticas de transversalidad, en las que esta unidad y homogeneidad sean reemplazadas por diálogos que reconozcan las diferencias y los conocimientos en construcción, lo que denomina el “reconocimiento del saber no terminado de cada colectivo”. Estas políticas transversales deben tener presente que hay conflictos de intereses irreconciliables.


 


� Un enfoque homogeneizante de la participación y de las organizaciones de mujeres conduce muchas veces a visiones en cierto modo polarizadas; algunos las presentan –especialmente a las de sectores populares– como heroínas de batallas casi legendarias. Y otros destacan sus logros en cuanto al aumento de la autoestima y la capacidad de gestión, pero se duda seriamente acerca de las transformaciones que pueden estar atravesando respecto de los modelos de género o de la democratización de las instituciones, la familia y las organizaciones barriales (Di Marco, 1997).





� Al elaborar políticas de equidad de género es conveniente tener en cuenta la constitución de las identidades masculinas, y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, así como las diferencias de poder tanto entre hombres como entre mujeres, no sólo por la clase, sino también por la pertenencia a grupos que cuestionan el modelo heterosexual dominante





�Como ya hemos mencionado, no podemos afirmar que se den estos procesos en acciones colectivas ligadas a asociaciones tradicionales o lideradas por hombres 


� Se revisaron los pronunciamientos de los siguientes órganos: Corte Interamericana de Derechos Humanos (órgano de aplicación de la Convención Americana de Derechos Humanos), Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (órgano de aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y Comité sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (órgano de aplicación de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer).


� Esta noción, ha sido recogida ya por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y supone una herramienta de enorme potencialidad para examinar en las normas que reconocen derechos, pero también en la orientación de las políticas públicas vinculadas a derechos sociales (Abramovich, 2004).


� Entre los problemas que surgen de dicha categoría puede mencionarse que la capacidad de insertarse en el mercado de empleo se comunica como una condición adscripta a los sujetos, a quienes se estigmatiza como empleables o inempleables y no a una condición relacionada con la estructura de un mercado de empleo altamente segmentado según sexo y clase social. Vale decir, que el énfasis queda siempre puesto en las características de la oferta y no de la demanda de trabajo.


� A/59/38, Informe del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: 30°/ 31° período de sesiones, Naciones Unidas 2004, ¶ 372, disponible en: � HYPERLINK "http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N04/462/80/PDF/N0446280.pdf?OpenElement" ��http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N04/462/80/PDF/N0446280.pdf?OpenElement�.


� Contestación del MDS ante un pedido de informes elevado por el CELS, Buenos Aires, 20 de septiembre de 2006.





� Contestación del MDS ante un pedido de informes elevado por el CELS, Buenos Aires, 9 de enero de 2006.


� Fuente: � HYPERLINK "http://www.desarrollosocial.gov.ar" ��www.desarrollosocial.gov.ar�. 


� Fuente: � HYPERLINK "http://www.mecon.gov.ar" ��www.mecon.gov.ar�. 


� El Comité DESC, en su Observación General 3, “La índole de las obligaciones de los Estados Partes – párrafo 1 del art. 2 del Pacto”, ha considerado que la obligación de garantizar “contenidos mínimos” surge del artículo 2.1 del PIDESC, expresando que “un Estado en el que un número importante de individuos está privado de alimentos esenciales, de atención primaria de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de la formas más básicas de enseñanza, prima facie no está cumpliendo sus obligaciones. Si el Pacto se ha de interpretar de manera que no establezca una obligación mínima, carecería en gran medida de su razón de ser”


� Al respecto, podría sostenerse que las familias con siete o más hijos podrían recurrir a una pensión no contributiva para madres de siete hijos (conf. Ley 23.746). Aquí debe señalarse que este sistema posee similares obstáculos a los que se detallarán en el caso del Programa Adulto Mayor Más (pensiones no contributivas por vejez). De esta manera, en tanto subsistan estas dificultades, el tope de seis hijos a los fines de determinar el monto del componente IDH deviene irrazonable.


� Resulta interesante que en las contestaciones del MDS, se señala que de acuerdo con el Dec. 1172/03 de “acceso a la información pública, Anexo III” el “sujeto requerido debe proveer la información mencionada siempre que ello no implique la obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido, salvo que el estado se encuentre legalmente obligado a producirla, en cuyo caso debe proveerla” (art. 5, Dec. 1172) excusándose el ejecutivo de esta forma en una línea fronteriza entre lo que debe producir y lo que no está jurídicamente obligado, quedando, como se da en los hechos en una producción –y difusión- arbitraria de la misma.


� Por ejemplo: remover la estigmatización que subyace en el diseño del Programa Familias, en tanto induce a calificar a las mujeres como “inempleables” no requiere de la asignación de mayores recursos presupuestarios, sino de un profundo cambio de perspectiva acerca de los sujetos destinatarios de la política social. 
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